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Introducción 
 
Gracias al carácter cada vez más urbano del mundo, las ciudades han llegado a representar el 
principal escenario en el cual se efectúan las grandes problemáticas sociales que afectan las sociedades 
actuales. En este contexto y en el marco de la creciente aplicación de modelos de desarrollo 
neoliberales que han implicado la descentralización de los aparatos estatales de los países, en los 
últimos años ha podido observarse cómo actores políticos locales (y las alcaldías en particular) han ido 
adquiriendo un papel cada vez más importante en lo que concierne a su gestión. Siguiendo esta 
tendencia general, también en América Latina se han podido apreciar importantes cambios en el 
ámbito de la política urbana. Quizá, uno de los ejemplos más llamativos haya sido la segunda ciudad 
de Colombia, Medellín, frecuentemente descrita como ‘la ciudad de la eterna primavera’ por el típico 
clima benigno con el que cuenta a lo largo de casi todo el año, si bien a nivel internacional ha sido 
conocida más bien por su pasado violento relacionado con la figura de Pablo Escobar.  
 
Tradicionalmente, la ciudad se ha visto caracterizada por un alto grado de informalidad urbana, lo 
cual ha contribuido a su llamativa organización espacial. Ya que la ciudad se ubica en un estrecho 
valle –el Valle de Aburrá– particularmente en sus laderas, a lo largo de las décadas se ha podido 
observar la aparición de un gran número de barrios autoconstruidos por la población local, lo cual ha 
dado lugar a la creación de la típica geografía urbana que se muestra en la imagen de portada de este 
estudio. Sin embargo, debido a su ubicación marginal y la práctica ausencia del gobierno local en su 
proceso de desarrollo, se ha generado una serie de problemas que han tenido un impacto altamente 
negativo en las condiciones de vida de los habitantes de la ciudad informal en Medellín, 
principalmente originados en la fuerte dinámica de segregación socioespacial que se ha ido creando 
entre ese sector y la ciudad formal. No obstante, a partir de 2004, las relaciones entre el gobierno local 
y la ciudad informal han experimentado una transformación radical, debido a que se ha ido 
implementando una política pública destinada a aliviar las problemáticas socioespaciales existentes en 
la urbe mediante la transformación física y social de sus zonas más deprimidas: el urbanismo social.  
 
Gracias a este proceso, que ha facilitado que Medellín pasara de representar la capital mundial del 
asesinato y del tráfico de cocaína a representar un lugar competitivo y últimamente incluso un hotspot 
turístico, hoy en día suele percibirse la ciudad como el escenario de la realización de un verdadero 
‘milagro’ urbano, por lo cual a nivel internacional se considera la política pública que ha facilitado su 
supuesto ‘renacimiento’ como un modelo de buen gobierno de alta estimación (el ‘Modelo Medellín’) 
(Angotti e Irázabal, 2017; Brand, 2013; Maclean, 2014; McGuirk, 2014; McLaren y Agyeman, 2015). En 
este contexto, el urbanismo social se ha convertido simultáneamente en el núcleo de la estrategia 
neoliberal de city branding que el gobierno local de Medellín y actores vinculados han creado para 
cambiar la negativa imagen internacional de la ciudad. Aunque ya se han hecho numerosos estudios 
del impacto de la política urbana aplicada en su función original, sorprendentemente se ha referido 
sólo brevemente a la existencia de este fenómeno y prácticamente se han ignorado sus implicancias. 
Como indicó Franz (2016), en el análisis del urbanismo social se ha descuidado el estudio de los 
motivos políticos y económicos subyacentes en su creación, y de su creciente vínculo con el modelo de 
desarrollo neoliberal que ha dominado la política urbana local.   
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Habida cuenta de lo anterior, el objetivo principal del presente estudio consiste en analizar más 
profundamente los efectos que el fenómeno de la convergencia entre urbanismo social y una agenda 
neoliberal de city branding ha tenido en la ciudad, enfocándose sobre todo en su impacto en cuanto a la 
realización de su objetivo original, el cual como se explicará puede describirse como el fomento de la 
justicia espacial mediante la ruptura de la dinámica tradicional en la que las condiciones de vida de 
los habitantes de los diferentes sectores de la ciudad se han definido fuertemente por su ubicación 
geográfica, una lógica en la que la ciudad informal ha representado el sector más desfavorecido. El 
análisis se enfocará en el período entre 2004 (el año en el que se introdujo el urbanismo social) y 2016 
(el año en el que se realizó el proyecto de trabajo de campo en Medellín para este estudio), y se 
organizará entonces alrededor de la siguiente pregunta central: ¿en qué medida la convergencia entre 
urbanismo social y una agenda neoliberal de city branding ha facilitado u obstaculizado el fomento de 
la justicia espacial en Medellín en el período entre 2004 a 2016?, tomando como hipótesis central que, 
justamente debido a la fricción que puede identificarse entre sus objetivos y efectos respectivos, la 
deliberada convergencia entre el urbanismo social y la agenda neoliberal de city branding de Medellín 
ha obstaculizado el fomento de la justicia espacial en la ciudad.     
 
Para facilitar lo anterior, el estudio se divide en tres capítulos. En el primer capítulo, se presentan las 
herramientas de análisis utilizadas en este estudio, entre los que figuran diferentes conceptos, teorías 
y debates interrelacionados, vinculados con los temas de ‘desarrollo (urbano) sostenible’, ‘city 
branding’ y ‘justicia espacial’, los cuales hoy en día a nivel global además representan importantes 
ideas guías en el ámbito de la política urbana. En el segundo capítulo, se sitúa el objeto de estudio en 
su contexto sociohistórico, económico y político, explorando las tendencias generales que han 
caracterizado al desarrollo urbano de América Latina a partir del siglo XX hasta el presente, para 
enfocarse enseguida en el caso de Colombia y en los procesos que moldearon la ciudad de Medellín 
tal como está hoy. Además, se ahonda en su contenido específico, mirando tanto sus componentes 
originales como los que se relacionan con su uso como una herramienta de city branding. Finalmente, 
en el tercer capítulo, se presenta el análisis final del impacto del fenómeno de convergencia entre 
urbanismo social y una agenda neoliberal de city branding en la justicia espacial en Medellín, en base a 
lo que luego se intentará responder la pregunta central de la investigación.  
 
El análisis se funda sobre todo en los datos que se generaron durante el trabajo de campo in situ, los 
cuales se complementarán con los hallazgos que se han presentado en las fuentes primarias y 
secundarias recolectadas tanto in como ex situ. Estos datos consisten en informaciones obtenidas a 
través de tres técnicas de investigación, a saber: (1) la conducción de entrevistas semiestructuradas con 
cinco actores directamente relacionados con el objeto de estudio, testigos de primer nivel de lo que ha 
significado el proceso de transformación de Medellín a partir de la introducción de la política urbana 
en torno al modelo del  urbanismo social (incluyendo a un experto en movilidad urbana, dos 
funcionarios públicos, un actor social y una profesional), (2) la realización de observaciones 
participantes en la ciudad (tanto en las áreas focales del urbanismo social como en otros sectores no 
directamente relacionados con la política urbana) y (3) la conducción de una encuesta en sus comunas 
tradicionalmente marginadas para conocer la opinión de la población local sobre el impacto que el 
objeto de estudio ha tenido en su vida diaria.  
  
Quisiera expresar mi sincero agradecimiento a todas las personas gracias a cuyos esfuerzos fue posible 
realizar el presente estudio. Merecen especial reconocimiento las personas que jugaron un papel clave 
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en cuanto a la aportación de ideas y la supervisión de los procesos involucrados en el desarrollo del 
proyecto de investigación y la redacción de este documento mismo (se agradece en especial a Dr. 
Pablo Isla Monsalve), las que participaron en las entrevistas (Jairo de Jesús Gutiérrez Henao, Juan 
Pablo Ospina Zapata, K-Bala (Dayro), Mauricio Jaramillo García, Natalia Eugenia Ángel Henríquez) y 
encuestas (habitantes de las comunas 1, 2, 7 y 13 de Medellín) en las que se basa el estudio, y las que 
han facilitado el acceso a sus redes de contactos (incluyendo a (conocidos de) miembros de las 
organizaciones Toucan Spanish School, Palenque Tours, Casa Kolacho y Real City Tours Medellín, y 
de la familia anfitriona con la que me quedé durante la realización del proyecto de trabajo de campo 
que se llevó a cabo en Medellín).  
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Capítulo 1 
 
El papel de los conceptos de desarrollo sostenible, city branding y justicia espacial 
en el campo del análisis urbano 
 
Considerando el hecho de que el mundo se urbaniza cada vez más, no es de extrañar que se refiera al 
campo de los estudios urbanos como una actividad fundamental para el aumento de la comprensión 
de cómo funcionan las sociedades contemporáneas (Davies y Imbroscio, 2010) y que se considere 
importante reconocer que las grandes cuestiones de justicia (social) actuales ya no pueden separarse 
de su condición urbana (Swyndegouw, 2006). Esto se hace particularmente relevante cuando se mira 
la situación de la región de América Latina y el Caribe en específico, la cual según estimaciones 
recientes representa la zona más urbanizada del mundo, concentrando hasta el 80 por ciento de su 
población en ciudades (Programa de Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos [ONU-
Habitat], 2012). Con el fin de profundizar en las implicaciones de este fenómeno, en este capítulo se 
presentarán diferentes conceptos, teorías y debates interrelacionados, vinculados con los temas de 
‘desarrollo (urbano) sostenible’, ‘city branding’ y ‘justicia espacial’, los cuales hoy en día representan 
ideas guías claves en el ámbito de la política urbana a nivel global.  
 
1.1 Desarrollo urbano sostenible 
 
Aunque en las últimas décadas a nivel global y local en general se ha ido prestando cada vez más 
atención a la importancia de las modalidades en las que se desarrollan ciudades, dando lugar a la 
difusión de un discurso que promueve su desarrollo sostenible (o sustentable1), puede argumentarse 
que esta última idea ha sido interpretada de modos muy diferentes. Por esta razón y con el objetivo de 
aclarar su significado, a continuación se considerarán tanto el debate alrededor de su definición 
general como su relación con cuestiones específicas ligadas al área de la planificación urbana, 
enfocándose enseguida en el papel que juegan al respecto los temas de transporte, movilidad y 
accesibilidad a nivel de la ciudad.     
 
1.1.1 El concepto de desarrollo sostenible 
 
Cuando se echa un vistazo rápido a las distintas formas en las que se ha definido el concepto de 
desarrollo sostenible a lo largo de los años, pueden destacarse varias dificultades. En primer lugar, 
considerando el concepto de ‘desarrollo’ en sí, ya surge un problema importante: si bien 
frecuentemente ha sido interpretado como el equivalente de procesos de crecimiento económico, se 
han hecho varias críticas de esa visión. Aunque cabe mencionar que efectivamente sí puede 
establecerse una relación directa entre los dos fenómenos (Chiarella Quinhões, 2002), se plantea que es 
problemático tomarlos como equivalentes, dado que ‘‘la idea de crecimiento (o desarrollo) económico 
(…) se encuentra desvinculada del mundo físico’’, refiriéndose única y exclusivamente a cifras 
relacionadas con la medición del aumento del producto nacional de los países (Naredo, 1996: 12).   																																																								
1 En el marco de este estudio, los dos adjetivos se consideran intercambiables.   
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De forma similar, a pesar de que suelen relacionarse procesos de crecimiento económico con mayores 
índices de desarrollo, Franko (2007) indica que es importante tener en cuenta que los primeros pueden 
implicar tanto la disminución como la ampliación de problemas claves como la desigualdad social, 
dependiendo de quiénes saquen ventaja de sus beneficios. En consecuencia, ella sostiene que el 
concepto de desarrollo debería interpretarse más bien como un proceso a través del cual se busca 
cumplir las necesidades básicas de una población, ‘‘aumentando sus opciones en la vida diaria por 
medio de la mejora de (…) la asignación de recursos económicos en el presente y en el futuro’’2 (ibíd.: 
11). Asimismo, Velásquez Muñoz (2012) afirma que la idea de desarrollo no solamente se refiere al 
funcionamiento de sistemas económicos, sino también a (1) los modos en los que esos influyen en el 
bienestar social y en la calidad de vida de las personas, y a (2) otro factor importante con el cual 
interactúa y que lo estructura, es decir, el medio ambiente, aproximándose a la cuestión de cómo 
definir entonces el concepto de desarrollo sostenible.  
 
Tras analizar múltiples trabajos académicos que se han escrito sobre el tema (Chiarella Quinhões, 
2002; James, 2015; Lehtonen, 2004; Ríos Osorio, Ortíz Lobato y Álvarez del Castillo, 2005; Robertson, 
2012; Robinson, 2004; Simon, 2016; Toro Sánchez, 2007; Velásquez Muñoz, 2012; Winchester, 2006), 
puede constatarse que la definición más corriente del concepto tal vez sea la que se propuso en el 
famoso Brundtland Report de la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
(CMMAD) de las Naciones Unidas, según el cual el desarrollo sostenible debería implicar un proceso 
que permitiera ‘‘cubrir las necesidades del presente, sin socavar la capacidad de futuras generaciones 
de satisfacer las suyas’’3 (1987: s.n.p.), refiriéndose sobre todo a la importancia de solucionar el 
conflicto que se puede identificar entre la realización de objetivos de crecimiento económico continuo 
por un lado y esfuerzos de preservación medioambiental por otro (Ríos Osorio et al., 2005).  
 
Sin embargo, pese a que en general no se ha cuestionado la necesidad de la realización del proceso 
que describe, especialmente desde el campo académico han surgido críticas de este tipo de definición. 
Por ejemplo, como argumenta Tibán, un elemento problemático del Brundtland Report es el hecho de 
que trata la esfera económica (o la economía) como un ámbito ‘‘independiente de la política, de lo 
social, de lo cultural, etc.’’ (2000: s.n.p.), mientras que, como explica Lehtonen (2004), es importante 
darse cuenta que no hubiera economía sin la existencia de su contexto social. Además, otros han 
indicado que el reporte se caracteriza por una actitud altamente gerencial o normativa, que en 
realidad no cuestiona los modelos de desarrollo dominantes, sino que representa más bien un 
discurso que permite seguir con el statu quo, aunque con el objetivo adicional de preservar el 
medioambiente (Chiarella Quinhões, 2002; Lehtonen, 2004; Ríos Osorio et al., 2005; Robinson, 2004).  
 
No obstante, cabe destacar que con el paso del tiempo se ha ido desarrollando una versión más 
integral del concepto. Así, se ha llegado a concluir que la idea de desarrollo sostenible actualmente no 
sólo se basa en la búsqueda de un equilibrio entre el objetivo de realizar crecimiento económico 
continuo por un lado y la preservación del medioambiente por otro, sino también de un equilibrio 
entre esos dos elementos, lo social (y lo cultural) (Ríos Osorio et al., 2005). Por consiguiente, estos días 
suele interpretarse el concepto como un modelo que consiste de tres pilares fundamentales, a saber: 
un pilar económico, un pilar social y un pilar ambiental (Robinson, 2004), en el cual el punto de 																																																								
2 Traducción propia del original en inglés. 
3 Traducción propia del original en inglés.	
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equilibrio entre los tres pilares representa la situación ideal.4  
 
Pese a ello, se argumenta que una debilidad importante de ese modelo sigue siendo que no explica 
cómo lidiar con los conflictos que surgen a la hora de que se crucen los objetivos centrales de cada 
pilar, a saber: ‘‘racionalidad económica (rentabilidad), justicia social y equilibrio ecológico’’5, aparte de 
que da la impresión de que cada uno de sus pilares tiene el mismo nivel de importancia, mientras que 
existe bastante evidencia que permite concluir que cada contexto en realidad se caracteriza por otra 
jerarquía entre ellos (Lehtonen, 2004). Por ejemplo, Carley, Jenkins y Smith han encontrado que los 
problemas sociales que actualmente se observan en el mundo han cobrado más importancia que otros 
(2001), especialmente el problema de la desigualdad urbana (Samara, He y Chen, 2013).  
 
En consecuencia, como alternativa al modelo de los tres pilares, otros han optado por adherirse al 
llamado  modelo ‘bioeconómico’. En este modelo, los tres ámbitos centrales relacionados con el 
desarrollo sostenible no se interpretan como pilares, sino más bien como esferas subordinadas. 
Particularmente, en el modelo bioeconómico la economía no se considera como un elemento separado 
del ámbito social, sino como un elemento que se subordina a él, lo cual en su conjunto a su vez se 
subordina a los límites que le pone el medioambiente (Passet, 1996), planteando que las actividades 
económicas que se realizan en el mundo siempre deberían ponerse al servicio de las sociedades 
(Lehtonen, 2004).  
 
Aparte de lo anterior, cabe destacar que en los últimos años se ha ido otorgando un papel cada vez 
más importante a otros elementos relacionados con el tema de desarrollo sostenible, lo que implica 
una ampliación adicional de los modelos anteriormente mencionados. Por ejemplo, se ha señalado que 
es importante reconocer que también tiene un aspecto ‘espacial’, visto que se vincula tanto con 
contextos locales como globales (Winchester, 2006). Además, al mismo tiempo se ha ido prestando 
más atención a la importancia de otros factores como la gobernabilidad política, la participación 
ciudadana, instituciones y el fomento de capital social (Carley, 2001; Carley et al., 2001; Jenkins y 
Smith, 2001; Lehtonen, 2004; Velásquez Muñoz, 2012). No obstante, lógicamente podría argumentarse 
que, dependiendo de cómo se interpreten, este tipo de factores también pueden considerarse 
simplemente como parte de la esfera social que ya está presente en los dos modelos, por lo cual en el 
marco de este estudio no se considera necesario hacer una distinción adicional entre las dos cosas.    
 
1.1.2 El papel del transporte, la movilidad y la accesibilidad  
 
Basándose en lo anterior, entonces se permite concluir que el concepto de desarrollo sostenible es 
bastante abierto a la interpretación. No obstante, parece existir un consenso general en cuanto a que, 
para lograr un desarrollo más sustentable del mundo, es clave que a nivel de la ciudad se apliquen 
políticas de planificación efectivas, especialmente en los ámbitos de ‘transporte’, ‘movilidad’ y 
‘accesibilidad’. En el lado extremo, incluso hay quienes argumentan que ‘‘la movilidad es el mayor 
desafío de la vida urbana contemporánea’’ (Cabrera Arana, Velásquez Osorio y Orozco Arbeláez, 
2015: 429), visto que se vincula directamente con metas de ‘‘eficiencia económica, equidad social y 
sustentabilidad ambiental’’ (Gutiérrez, 2012: 63). 																																																								
4 Como indica Lehtonen (2004), a veces también se refiere a este modelo con el término ‘triple bottom line’, particularmente en 
los círculos empresariales.  
5 Traducción propia del original en inglés.  
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En efecto, resulta que particularmente la movilidad y las infraestructuras de transporte existentes en 
las ciudades tienen un impacto central en su desarrollo (espacial, social, económico, político, histórico 
y ecológico) (Banister y Lichfield, 1995; Rodrigue, Comtois y Slack, 2006), dejando una clara impronta 
en su configuración (Docherty y MacKinnon, 2013). Sin embargo, ¿qué se entiende por movilidad? 
Aunque debido a su intrínseca relación a veces se confunden las ideas de ‘transporte’ y ‘movilidad’, 
Gutiérrez (2010; 2012) indica que el transporte debería entenderse solamente como un mecanismo 
físico o técnico que facilita la movilidad, mientras que la movilidad en sí representa más bien el acto 
de desplazarse o una performance en el territorio. No obstante, cabe destacar que en los últimos años se 
ha ido mostrando una creciente conciencia acerca del hecho de que, gracias a importantes avances 
tecnológicos (como p.ej., los smartphones), la movilidad ya no solamente depende del lugar en el que 
uno se encuentre, sino que también puede implicar ‘desplazamientos’ virtuales o comunicativos 
(Mendoza-Hauchecorne, 2013; Sheller y Urry, 2006).  
 
Aparte de la distinción entre transporte y movilidad, también se hace una diferencia entre las ideas de 
movilidad y de ‘motilidad’. Como surge del párrafo anterior, la movilidad puede entenderse como la 
realización de un desplazamiento en un cierto territorio, sin embargo, claramente representa ‘‘lo que 
se puede y no necesariamente lo que se quiere [o se necesita] en materia de desplazamiento’’ 
(Gutiérrez, 2010: s.n.p.). Al contrario, ampliando esta definición, el concepto de motilidad se interpreta 
como ‘‘la capacidad que las entidades tienen de moverse en un espacio social o geográfico 
determinado’’6 (Kaufmann, Bergman y Joye, 2004: 750), prestando atención específica a la importancia 
de cómo las personas acceden a y se apropian de las opciones de movilidad que se les presentan en la 
vida diaria, dependiendo de su situación individual (ibíd.; Kjærulff, 2011), lo cual facilita el análisis del 
impacto socioespacial de cambios en esta materia.   
 
Independientemente de lo anterior, parece que una falta de movilidad puede influir negativamente en 
la calidad de vida de las personas, y luego también en el desarrollo sostenible de las ciudades. 
Básicamente, como señala Mendoza-Hauchecorne, ‘‘el principal objetivo de la movilidad no reside en 
el movimiento mismo, sino en [la facilitación d]el acceso a los recursos del territorio’’, por lo cual su 
carencia puede conllevar importantes problemas de exclusión para las personas que se ven afectadas 
por ella (2013: 571-572), algo que según Brand y Dávila (2011) se relaciona directamente con la 
marginalización geográfica que provoca, y que confirman varios otros autores, argumentando que la 
escasa movilidad dificulta el acceso a una amplia variedad de recursos claves como: trabajo, 
educación, actividades culturales y recreativas, atención social, comercio y alimentación, o sea, a la 
participación en la vida cívica y social general (Cabrera Arana et al., 2015; Leibler y Brand, 2012), y que 
de esta manera en esencia ‘‘influye [de modo negativo] en las perspectivas de desarrollo individual y 
forja desigualdades entre otras sociales, económicas y territoriales’’ (Leibler y Musset, 2011: 88). 
 
Cuando se considera la definición del concepto de ‘accesibilidad’, el cual es referido como la facilidad 
con la que uno puede acceder a lugares y recursos claves (Litman, 2011), entonces puede plantearse 
que la raíz de muchos problemas urbanos radica en el impacto de la ausencia de infraestructuras 
adecuadas (de transporte) y por tanto también de niveles adecuados de movilidad (o de motilidad) y 
de accesibilidad. Pese a ello, se resalta que, en contextos urbanos, las mejoras en el área mencionado 
no necesariamente conllevan un aumento de la calidad de vida de las personas, debido a que se 																																																								
6 Traducción propia del original en inglés.  
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consideran más importantes las maneras en las que esas mejoras complementan dinámicas 
socioeconómicas existentes, en lugar de cómo aumentan los modos de desplazamiento disponibles 
(Brand y Dávila, 2011), destacando de nuevo la importancia de la idea de motilidad. En consecuencia, 
teniendo presente la importancia del desarrollo urbano sostenible, incluso podría argumentarse que: 
 
‘‘paradójicamente, el transporte, de mano de la planificación, debe contribuir sobre todo a reducir la 
necesidad de que los habitantes urbanos se desplacen o, si lo tienen que hacer, que sea en distancias 
cortas y en modos de transporte que beneficien su salud, consuman un mínimo de energía fósil y 
permitan una mayor interacción social’’ (Dávila, 2012: 60).  
 
Mirando específicamente a América Latina, puede argumentarse que, a pesar del papel sumamente 
importante que el tema del transporte ha jugado allí, se ha prestado relativamente poca atención a su 
relación con el desarrollo de las ciudades que forman parte de la región, a pesar de que ha implicado 
importantes problemas como la ‘‘exclusión social, precarias condiciones de seguridad, desventajas 
económicas y el aislamiento de un alto número de personas’’ (Keeling, 2008: 133), y que, en general: 
 
‘‘el desarrollo de las últimas décadas ha introducido una separación extrema de funciones por barrios, la 
urbanización discontinua y la ocupación extensiva del territorio. (…) creando nuevos y graves 
problemas de habitabilidad y sostenibilidad’’ (Echebarría Miguel y Aguado Moralejo, 2003: 644).   
 
En años recientes, se ha establecido una relación causal entre este tipo de problemáticas y la difusión a 
nivel global de modelos de desarrollo y de planeación urbanos basados en el dogma neoliberal 
(Samara et al., 2013) (o su incapacidad de resolver los problemas en cuestión (Gwynne y Kay, 2004b)) –
que suele entenderse como una serie de reformas económicas en cinco ámbitos claves, a saber: ‘‘la 
gestión fiscal, la estabilidad macroeconómica, la privatización de empresas estatales, el mercado 
laboral y la liberalización del comercio’’7 (ibíd., 2004a: 15)– particularmente los que han tenido al 
automóvil como núcleo.  
 
Por ejemplo, se plantea que, debido a la reducción del Estado a sus funciones mínimas que ha 
implicado, el neoliberalismo se ha cristalizado en la privatización de infraestructuras, servicios (o 
instalaciones) y espacios urbanos (Klaufus, 2015), una lógica que ha creado el riesgo de producir 
‘‘intervenciones [estatales] dispersas y (…) hasta inconexas, dejando a sectores importantes de la 
población con escaso servicio y espacios de la ciudad desarticulados e inmovilizados’’ (Calonge, 2015: 
141-142). Además, algunos plantean que, particularmente en el Sur global (incluyendo América 
Latina), los problemas socioespaciales que caracterizan a las ciudades se han ido (re)produciendo 
justamente debido a la aplicación de políticas basadas en esta misma lógica (Samara et al., 2013).  
 
Asimismo, bajo el paradigma neoliberal, la planificación de las ciudades actuales se ha caracterizado 
por un claro enfoque en el automóvil (Gössling, 2016; Gutiérrez, 2010; Sheller y Urry, 2000), aunque 
desde hace poco tiempo puede apreciarse una ‘‘revalorización de los modos de desplazamiento 
olvidados por el monopolio del automóvil y la necesidad de rehabilitación urbana para su desarrollo’’ 
(Mendoza-Hauchecorne, 2013: 574), y un mayor interés en la introducción de modos de transporte 
urbano alternativos (Dávila, 2012). Sin embargo, como indican Samara et al. (2013), las políticas 
actuales de planificación urbana generalmente siguen implicando justamente lo opuesto, es decir, la 																																																								
7 Traducción propia del original en inglés.  
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reproducción del statu quo. Así, si bien en el ámbito político se han expresado muchos deseos de crear 
ciudades más inclusivas y de implementar sistemas de transporte urbanos más sostenibles, la práctica 
lo contradice.  
 
1.2 City branding como herramienta de desarrollo urbano 
 
Como se desprende de lo anterior, particularmente bajo la influencia del paradigma neoliberal, el 
objetivo de alcanzar un desarrollo más sostenible del mundo se ha vinculado claramente con las 
modalidades de planificación aplicadas a las ciudades, especialmente en los ámbitos del transporte, la 
movilidad y la accesibilidad. Sin embargo, en el área de la política urbana, paralelamente se destaca 
cada vez más la creciente importancia de otra actividad de carácter más bien transfronterizo a este 
respecto, es decir, la creación y la implementación de estrategias de city branding (también: ‘marca 
ciudad’ o ‘marketing urbano’), que pueden considerarse como un nuevo modelo para el desarrollo o la 
regeneración socioeconómica de las ciudades en el contexto de su creciente internacionalización.  
 
1.2.1 Fundamentos teóricos del city branding 
 
En esencia, el incremento gradual de la importancia de las estrategias de city branding representa una 
consecuencia directa de los procesos de globalización (y de neoliberalización (la liberalización e 
internacionalización de mercados (Brand y Prada, 2003)))  que se han dado en los últimos años y del 
subsecuente cambio de las formas en las que los países interactúan entre ellos debido a la erosión de 
sus fronteras, conllevando mayores niveles de interconexión y de interdependencia, lo cual a su vez 
parece haber llevado a que los gobiernos urbanos hayan adquirido un papel más dominante en la 
economía global (Anttiroiko, 2015; Lindstedt, 2015; San Eugenio Vela, 2013). En este contexto, la 
creciente competencia por recursos entre ciudades ha creado la necesidad de distinguirse por medio 
de marcas ciudad (Anttiroiko, 2015), algo que, como es generalmente sabido, se ha visto acompañado 
por la ocurrencia de fenómenos como ‘guerras competitivas’ y una ‘carrera hacia el fondo’ (race to the 
bottom) en lo que concierne a normas socioambientales claves. 
 
Por tanto, podría argumentarse que el objetivo principal de la aplicación de modelos de city branding 
consiste en convertir ciudades en destinos preferidos (véase Insch, 2011), desde múltiples ángulos. Por 
ejemplo, puede relacionarse la práctica con una amplia serie de metas, incluyendo: alcanzar ventajas 
competitivas, aumentar la inversión interna y la exportación de bienes y servicios, atraer turismo8 y 
talento, crear y fomentar una identidad (ciudadana) distintiva, guardar o ampliar la diversidad 
cultural, obtener credibilidad, prestigio y poder político en la arena internacional, incrementar la 
accesibilidad de la ciudad en cuestión y mejorar la calidad de vida de sus habitantes (Ham, 2008; 
Helmy, 2008; Herget, Petrů y Abrhám, 2015; Kavaratzis, 2004; San Eugenio Vela, 2013:; Varga, 2013). 
Cabe mencionar, sin embargo, que a pesar de que la narrativa que promueve el uso de tales 
estrategias de competitividad global insiste firmemente en sus beneficios ‘‘para el conjunto de las 
sociedades urbanas’’, presentándolas como ‘‘una lucha frontal contra el desempleo, la desigualdad y 
la injusticia social’’ (Brand y Prada, 2003: 27), todavía queda difícil argumentar que haya realizado 
estas metas o que haya contribuido ‘‘a reducir la pobreza e inequidad urbanas’’ en general (ibíd.: 29) 
 																																																								
8 Se supone que, actualmente, el turismo representa la industria global más grande.  
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Sin embargo, aparte de sus objetivos, ¿qué se entiende por city branding? Primero, se destaca que 
forma parte de un concepto más amplio, es decir, el de ‘place branding’ (Merrilees, Miller y Herington, 
2013), que puede interpretarse sencillamente como la aplicación de imágenes de producto a entidades 
geográficas (Kavaratzis y Ashworth, 2005). En segundo lugar, también parece importante distinguir 
entre city branding y city marketing (véase Lucarelli y Berg, 2011), visto que implican dos actividades 
estrechamente conectadas, pero distintas. Como explica Short (2015), mientras que el branding de 
ciudades puede entenderse como el conjunto de actividades que se realizan para crear una imagen 
positiva basada en sus rasgos distintivos, su marketing suele implicar más bien procesos a través de los 
cuales se busca vender esa misma imagen a nivel (inter)nacional. Por tanto, podría decirse que la 
primera representa una especie de ‘factor de atracción’ y la segunda más un ‘factor de empuje’.  Sin 
embargo, en la práctica suelen usarse los dos términos de forma intercambiable (frecuentemente se 
usa simplemente el término marketing urbano para referirse al conjunto de actividades que se amparan 
bajo los dos conceptos, el cual también se usará con esa connotación en el presente estudio).  
 
Si bien se desprende de lo anterior que el city branding entonces se basa fuertemente en ideas 
corporativas –o estrategias que se usan para vender ‘productos’9– en el debate actual sobre el tema se 
destaca una dificultad clave relacionada con ello. Según se argumenta, pese a que el branding de 
productos y de lugares en esencia tiene los mismos objetivos (crear una imagen positiva), los procesos 
que se requieren para lograrlos son de índole diferente en los dos contextos, particularmente debido a 
la complejidad del aspecto espacial de los lugares y por su pertenencia al dominio público, lo cual 
hace que sus implicaciones sociales sean más amplias que las de productos (Kavaratzis y Ashworth, 
2005; San Eugenio Vela, 2013), algo que según Helmy (2008) también se refleja en el hecho de que las 
marcas ciudad impactan en un público mucho más amplio que el de productos (‘el consumidor’), 
consistiendo de, entre otros: actores económicos y políticos, poblaciones locales y turistas.  
 
Asimismo, se resalta la importancia de tener en cuenta que, a diferencia del mercadeo de productos, el 
city branding implica mucho más que la mera realización de campañas publicitarias (Middleton, 2011), 
lo cual confirman Kavaratzis y Ashworth (2005), quienes indican que la creación de una marca ciudad 
debería basarse en más que técnicas corporativas como la invención de eslóganes y logos, porque a 
diferencia de empresas y productos, los lugares no adquieren de forma repentina nuevas identidades 
gracias a ello. Similarmente, como argumenta Dinnie, para ser efectiva, una estrategia sostenible de 
city branding debería representar ‘‘un compromiso a largo plazo (…) en vez de una serie de campañas 
ad hoc a corto plazo’’10 (2011a: 5-6). Así, recientemente se ha podido apreciar el aumento de la creación 
de nexos entre los ámbitos de city branding y de planificación urbana, algo que parece cristalizarse 
cada vez más en la realización de intervenciones físicas en áreas urbanas con el fin de hacerlas más 
competitivas (y de satisfacer los requisitos de su creciente internacionalización (Brand y Prada, 2003)) 
(Eshuis, Klijn y Braun, 2014; Kavaratzis y Ashworth, 2005),  una práctica a la que suele referirse con el 
término ‘place making’ (Helmy, 2008), y el uso de políticas urbanas consideradas como ‘mejores 
prácticas’ como estrategias de marca ciudad (Angotti y Irazábal, 2017). Principalmente, el fomento de 
capital simbólico por medio de la realización de proyectos urbanos emblemáticos se ha convertido en 
una estrategia de promoción clave a nivel de la ciudad (p.ej. en la forma de obras arquitectónicas o de 
infraestructura) (Andersson, 2014; Plaza et al., 2015; Riza, Doratli y Fasli, 2012; Short, 2015).  
 																																																								
9 Imágenes, bienes o servicios. 
10 Traducción propia del original en inglés.  
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Aparte de lo anterior, en el debate actual sobre el papel que desempeñan las marcas ciudad como 
herramienta alternativa de desarrollo urbano puede apreciarse una clara inclinación a favor de 
mayores niveles de participación en los procesos involucrados por parte de otras partes interesadas 
además de gobiernos locales. Por consiguiente, en la forma de alianzas público-privadas, las prácticas 
de city branding pueden involucrar a un número ilimitado de actores externos e internos, entre los 
cuales se destacan: consorcios de turismo, hoteles, museos, cámaras de comercio, municipalidades, 
empresarios (locales y extranjeros), inversores, organizaciones públicas, organizaciones ciudadanas, 
grupos de interés específico, organizaciones no gubernamentales (ONG’s), residentes locales, 
estudiantes, visitantes y turistas (Eshuis et al., 2014; Insch, 2011; Klijn, Eshuis y Braun, 2012).  
 
Sin embargo, se señala que suele subestimarse o incluso negarse completamente la importancia de la 
involucración en la creación y en la implementación de modelos de city branding de un actor en 
específico, es decir, la población local (Eshuis et al., 2014; Insch, 2011), a pesar de que podría 
argumentarse que justamente este actor representa un ‘embajador de marca’ clave y que en general 
cabe destacar que para poder lograr un desarrollo urbano sostenible, es necesario establecer acuerdos 
mutuamente aceptables para cada uno de los tres actores claves que interactúan en las ciudades, a 
saber: el Estado, el mercado y la sociedad misma (Jenkins y Smith, 2001), mientras que la participación 
de mayores números de partes interesadas en los procesos mencionados en general puede contribuir 
significativamente a su efectividad (Eshuis et al., 2014; Gelder, 2011; Houghton y Stevens, 2011; Klijn et 
al., 2012; Short, 2015).  
 
Según Kavaratzis y Hatch (2013), es de suma importancia evitar la toma de decisiones a puerta 
cerrada que ignoran los intereses de la población local, o en otras palabras, la toma de decisiones de 
carácter impositivo o top-down. Similarmente, siguiendo a Inch (2011), puede decirse que en esencia no 
debería iniciarse ninguna campaña de city branding sin haber consultado con residentes locales, 
involucrándolos en los planes de desarrollo social, económico y ecológico cuya realización se 
considera necesaria para la construcción de la imagen deseada, mientras que al mismo tiempo se 
plantea que otra ventaja de la construcción de marcas de ciudad negociadas con la ciudadanía local se 
refleja en el alcance de mayores niveles de apropiación y de identificación con ella (San Eugenio Vela, 
2013), lo cual contribuye así a su legitimidad y credibilidad.   
 
1.2.2 El papel de zonas urbanas marginadas 
 
Aparte de lo expuesto en el párrafo 1.2.1, se critica el hecho de que la mayoría de las campañas de 
marca ciudad suelen poner el énfasis en promocionar las ciudades como lugares económicos 
competitivos, en vez de en la necesidad de fomentar la inclusión y la justicia social, excluyendo 
sistemáticamente a sectores marginados (Andersson, 2014; Short, 2015). Así, frecuentemente implican 
una representación selectiva e idealizada de los lugares, tratando de ocultar temas como la existencia 
de asentamientos informales (Ooi, 2011), ya que esos supuestamente representan ‘‘lo opuesto a lo que 
usualmente una estrategia de marca ciudad quiere mostrar: riqueza, desarrollo y belleza’’ (Hernández 
García, 2012: 86). Por otro lado, también pueden representar una especie de guión para el desarrollo 
futuro de los lugares, por lo cual pueden promocionar imágenes que todavía no se hayan realizado 
(Ooi, 2011), aunque se afirma que ello puede resultar contraproducente (Dinnie, 2011b).  
 
Considerando lo anterior, se resalta la importancia de preguntarse quiénes específicamente se 
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benefician de las estrategias de city branding: ‘‘[¿]multinacionales, la meritocracia global, y élites 
locales, o residentes locales?’’11 (Anttiroiko, 2015: 247), teniendo en cuenta que tales políticas de 
competitividad siempre implican la necesidad de ‘‘realinear y coordinar las acciones del Estado local 
con el sector privado’’ (Brand y Prada, 2003). Por tanto, en este contexto: 
 
‘‘la marca de ciudad puede discutirse positivamente como una herramienta social y económica para 
aumentar el bienestar de la gente; sin embargo, se puede ver de otro modo si esos beneficios son sólo 
para algunos’’ (Hernández García, 2012: 90).  
 
Aunque hay pocos efectos positivos de prácticas de city branding que pueden sustentarse en estudios 
empíricos (Andersson, 2014), parece que, específicamente en relación con zonas urbanas marginadas y 
deprimidas (o asentamientos informales), pueden generar un impacto positivo en términos de 
desarrollo sostenible (véase Mekawy, 2015), particularmente en América Latina, donde representan 
una realidad ineludible debido a su tamaño, aunque surge que allí ‘‘han sido tradicionalmente 
ignorados en cuanto a su contribución a la ciudad y a cualquier estrategia turística y de marca de 
ciudad’’, mientras que existe evidencia que sugiere que efectivamente sí pueden contribuir de forma 
activa a todo ello (Hernández García, 2012: 85), principalmente por medio del llamado ‘turismo de 
tugurios’ (también: ‘turismo de favelas’, ‘turismo en barrios populares’ o ‘slum tourism’).  
 
Pese a que la ciudad informal tradicionalmente ha sido interpretada de forma muy negativa, 
retratándola como un área ‘‘de pobreza, exclusión, inseguridad y estancamiento’’12 (Burgold, Frenzel y 
Rolfes, 2013: 100), o sea, como un problema que se necesita combatir, paralelamente ha ido cobrando 
cada vez más importancia una perspectiva más positiva, según la cual representa más bien un lugar 
de alto potencial creativo, o una propuesta alternativa en términos de desarrollo urbano y de 
organización espacial, que pone en tela de juicio los modelos de desarrollo dominantes a través de la 
exploración de formas diferentes de construir ciudad (AlSayyad, 1993; Fiori y Brandao, 2010; 
Hernández García, 2012; Holston, 2008; Kellett, 2002; Mehrotra, 2012; Perlman, 1976; Vekstein, 2012).  
 
Asimismo, como indican Dürr y Jaffe, se ha ido destacando el hecho de que no todas esas zonas son 
uniformes o homogéneas (2012), sino que pueden señalarse diferencias muy marcadas entre ellas, 
tanto en términos sociales como en términos estéticos (Burgold et al., 2013; Frenzel y Koens, 2012). Por 
tanto, como plantea Hernández García, incluso podría argumentarse que pueden desempeñar un 
papel importante con respecto al enriquecimiento de estrategias de city branding en el ámbito del 
turismo, dado que ‘‘muestran características físicas y sociales particulares’’, incluyendo expresiones 
culturales y sociales únicas, y una arquitectura que es distintiva (2012: 90).   
 
Si bien la conceptualización académica alrededor del tema del turismo de tugurios todavía se basa 
fuertemente en estudios de caso, pueden presentarse varias ideas y teorías generales que pueden 
aplicarse a contextos distintos, como también indican Frenzel y Koens (2012). En esencia, resulta que 
la actividad generalmente implica la mercantilización de asentamientos informales y la conversión en 
productos turísticos de los problemas que los afectan, entre los cuales se destacan la pobreza, la 
miseria y la violencia (Dürr y Jaffe, 2012; Frenzel y Koens, 2012). Según Korstanje (2016), ello es 
problemático, porque requiere que todos los servicios, empresas, personas e infraestructuras (de 																																																								
11 Traducción propia del original en inglés.  
12 Traducción propia del original en inglés. 
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transporte) involucrados en la práctica se despliegan en función de la pauperización, lo cual dificulta 
que el turismo tenga un impacto positivo en las zonas involucradas, convirtiendo la pobreza en un 
elemento necesario para la rentabilidad de la actividad, impidiendo así su reducción. Como resultado, 
se han expresado preocupaciones sobre las consecuencias éticas de la práctica, describiéndola como 
‘‘la explotación organizada de la pobreza’’13 (Rogerson y Mthombeni, 2015: 320).   
 
Además, aunque puede argumentarse que en teoría los asentamientos informales podrían 
desempeñar un papel importante en cuanto a estrategias de city branding, la realidad demuestra que el 
fenómeno involucra varios procesos que pueden tener efectos contraproducentes. Como se indica, 
pocas investigaciones del fenómeno han incorporado estudios de las percepciones de poblaciones 
locales en cuanto a cómo el turismo impacta en su vida (Burgold et al., 2013; Frenzel et al., 2015), 
mientras que, como plantea Mekawy (2015), para lograr un impacto positivo a través del turismo, es 
clave mantener un enfoque centrado en la comunidad, estableciendo nexos entre residentes locales y 
los demás actores involucrados en el ámbito, lo cual facilita que la población local pueda beneficiarse 
de la contribución que el turismo proporciona a la economía local. Asimismo, se argumenta que sólo 
el turismo autogestionado puede contribuir efectivamente al aumento de su calidad de vida 
(Korstanje, 2016). Sin embargo, la realidad demuestra que en muy pocos casos se cumple este 
requisito, ya que pocos residentes locales suelen beneficiarse económicamente del turismo en los 
barrios populares, algo que parece relacionarse también con el hecho de que muchas veces atrae a 
operadores y guías turísticos, y a otros agentes externos que actúan como intermediarios entre la 
comunidad local y los turistas (Frenzel et al., 2015). Además, como señala Hernández García, un riesgo 
adicional de la mercantilización de asentamientos informales consiste en su subsecuente gentrificación 
(2012), un proceso que puede implicar el desplazamiento de sus habitantes debido al incremento del 
precio del suelo (Frenzel et al., 2015).  
 
A pesar de que la incorporación de asentamientos informales en estrategias de city branding entonces 
parece tener pocas ventajas económicas para la población local, sí puede destacarse un efecto 
simbólico o social importante. Como explican varios autores, a través del creciente turismo hacia los 
barrios populares, puede cambiarse en sentido positivo su reputación por medio de la eliminación 
(parcial) de su estigma social, influyendo en los imaginarios existentes ligados a ellos (Burgold y 
Rolfes, 2013; Dürr y Jaffe, 2012; Frenzel y Koens, 2012). No obstante, por otro lado, resulta que este 
proceso también puede tener un efecto contradictorio, es decir, la reproducción de imágenes clichés 
negativas de los lugares en cuestión (Dürr y Jaffe, 2012; LeBaron, 2014).  
 
Aparte de lo anterior, en último lugar se hace evidente que el turismo de tugurios ha adquirido un 
papel importante como nuevo instrumento de política pública: aparte de haber funcionado como 
modelo de desarrollo social, también ha sido utilizado para aumentar la seguridad pública en sectores 
fuera del control del Estado –o para facilitar intervenciones más amplias en este sentido– y como 
estrategia para fortalecer la imagen internacional del lugar en cuestión (Burgold et al., 2013; Frenzel et 
al., 2015; Korstanje, 2016). Asimismo, Steinbrink (2013) afirma que puede interpretarse como un 
mecanismo que permite la relegitimación del rol del Estado a través de la demostración de su 
voluntad y capacidad para resolver problemas ligados a la pobreza urbana, aunque esta práctica suele 
implicar que se ocultan las áreas más problemáticas de ciudades de la mirada del público, centrando 																																																								
13 Traducción propia del original en inglés. 
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su atención en las que sí se pueden controlar, algo que sin embargo tiene un aspecto importante que 
debe tomarse en cuenta, es decir, el riesgo de ‘‘desdramatizar y de despolitizar el sufrimiento y la 
inequidad que constituye la pobreza’’14 (Burgold et al., 2013: 101). Entonces, parece que, pese a que las 
zonas urbanas marginadas podrían jugar un papel importante en el branding de ciudades, existen 
serios escollos que deben tenerse en cuenta cuando se analiza el fenómeno.    
 
1.3 Políticas urbanas y justicia espacial 
 
Si se consideran las secciones 1.1 y 1.2, se hace evidente que en el debate académico alrededor de los 
temas de desarrollo urbano, planificación urbana y city branding se ha ido destacando cada vez más la 
necesidad de analizar críticamente las modalidades en las que se desarrollan las ciudades y de discutir 
cómo podría contribuirse a su desarrollo tanto más sostenible como más ‘justo’. Por tanto, no 
sorprende que en el análisis de las grandes problemáticas urbanas actuales se haya ido otorgando un 
papel cada vez más importante a la llamada teoría de la ‘justicia espacial’, la que, como resultará a 
continuación, en esencia condensa esas discusiones en un marco de análisis general, y que por ello 
facilita un entendimiento más profundo de las ‘(in)justicias’ socioespaciales que hoy en día 
caracterizan a las ciudades. Sin embargo, ya que es aún relativamente ‘joven’, primero es importante 
profundizar en otro concepto en el que se basa fuertemente, es decir: el ‘derecho a la ciudad’.   
 
1.3.1 El derecho a la ciudad 
 
Como explica Soja (2010), en los últimos años, las ciudades nuevamente parecen haber cobrado más 
importancia en términos sociales, ya que han llegado a representar el campo de batalla principal para 
las luchas por la democracia, la igualdad y la justicia (social). A este respecto, se subraya en particular 
el papel del hemisferio sur global, donde las ciudades se caracterizan por una profunda división, 
mientras que la gobernanza urbana simultáneamente se ha convertido en un ámbito en el cual 
compiten intereses contrapuestos, buscando ejercer influencia política sobre los espacios que 
conforman las ciudades para poder imponer sus propias agendas, facilitando así la creación de 
ciudades excluyentes gracias a la dominancia de grupos influyentes (Samara et al., 2013).  
 
Según Samara et al., puede argumentarse que la causa radical de este tipo de problemas es el auge del 
dogma del neoliberalismo, que ha implicado la (re)producción de procesos profundamente arraigados 
de división socioespacial, que han implicado el fomento de la desigualdad económica y la 
marginalización de ciertos sectores sociales a través de la creación de geografías de tipo centro-
periferia y la mercantilización de los mercados de vivienda y de tierras, lo cual se ha concretizado en 
tres formas de exclusión importantes, a saber: física, social y política (2013).15 En este contexto, con el 
objetivo de desafiar la realidad descrita, se ha dado lugar al resurgimiento del uso del concepto del 
derecho a la ciudad como mecanismo de contestación y de oposición política (véase Costes, 2014).  
 
En su sentido original, el concepto –propuesto por Henri Lefebvre en su obra Le droit à la ville (1968)– 
ya representaba una clara reacción a los efectos negativos inducidos por los procesos de 																																																								
14 Traducción propia del original en inglés.	
15 Véase Brand y Prada (2003); Brawley (2009); Gwynne y Kay (2004a; 2004b); Maricato (2017); Morange y Fol (2014) y Torres 
Ribeiro (2009) para más información sobre la relación directa existente entre el paradigma neoliberal y la (re)producción de 
problemas socioespaciales en las sociedades contemporáneas.   
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industrialización y de comercialización relacionados con el capitalismo: según él, el punto de partida 
del derecho a la ciudad debería consistir justamente en (contrarrestar) los problemas creados por esos 
mismos procesos y la inclinación por parte de desarrolladores urbanos, gobiernos y arquitectos a 
abordar la planificación urbana partiendo de una lógica administrativa, siempre en función de lo 
mismo, es decir, la acumulación de capital y la creación de sociedades consumistas (1996[1968]).  
 
Aunque Lefebvre (ibíd.) destacó en particular la importancia de la participación en la creación (y la 
apropiación) de las oeuvres u obras sociales que son las ciudades de sus habitantes, se explica que, 
viéndose controladas por una clase dominante y sus respectivos intereses económicos, han pasado de 
representar sitios de ‘participación’ a ser sitios de ‘expropiación’, lo cual ha implicado que la 
producción de los espacios que las conforman se ha realizado más bien ‘para’ en lugar de ‘por’ sus 
habitantes (Mitchell, 2003). Por tanto, el derecho a la ciudad puede interpretarse básicamente como 
una demanda por la recuperación del control sobre la producción social de los espacios urbanos por 
parte de sus residentes (Lefebvre, 1968, citado por Mathivet, 2010; Pugalis y Giddings, 2011), 
particularmente por parte de grupos marginados; luego, en esencia representa el deseo de reconstruir 
las ciudades con el fin de fomentar la justicia social (véase Alves dos Santos Junior, 2014; Fawaz, 2013; 
Marcuse, 2012; Soja, 2010).  
 
No obstante, parece importante reconocer que el concepto tiene implicaciones adicionales más 
radicales, ya que, aparte de lo anterior, aboga por una revisión total de la noción de ‘ciudadanía’ y de 
las relaciones de poder (social, económico y político) que caracterizan a las sociedades urbanas, 
buscando desplazar el poder sobre la producción de ‘ciudad’ del Estado y del sector privado al 
habitante común (Bengtsson, 2016; Purcell, 2002). Asimismo, se ha señalado la existencia de una 
posible relación entre el derecho a la ciudad por un lado y la realización de una especie de revolución 
basada en una lucha de clases por otro. Como planteó Harvey (2003; 2008), puede interpretarse el 
concepto no solamente como el simple derecho a participar en la configuración de las ciudades, sino 
también como una oportunidad para cambiarlas al gusto de sus residentes, o para facilitar una amplia 
movilización social para retomar el control sobre los procesos involucrados.  
 
Sin embargo, a pesar de que se sostiene que el derecho a la ciudad debería representar en esencia un 
medio de contestación política para todos los habitantes de las ciudades, han surgido diferentes 
interpretaciones más bien selectivas de la idea (particularmente por parte de organizaciones 
internacionales) (Fawaz, 2013; Kipfer, Saberi y Wieditz, 2012). Se ha criticado principalmente el hecho 
de que el concepto haya sido cooptado por ‘‘la doxa neoliberal’’ o por los mismos actores cuyo poder 
busca desafiar, facilitando que se continúe con el statu quo, aunque difundiendo un discurso político 
más correcto y más fácilmente aceptable (Musset, 2015; Samara et al., 2013; Soja, 2010).  
 
Por ejemplo, se resalta que han habido casos en los cuales se ha utilizado la idea solamente para 
facilitar la apropiación de espacios urbanos por parte de grupos específicos (Centner, 2013), mientras 
que, si bien se ha interpretado el concepto como medio para lograr avances en lo que respecta a varios 
ámbitos relevantes (véase Brown y Kristiansen, 2009; Costes, 2014), como el derecho al acceso a 
recursos urbanos claves como (servicios públicos y privados en los ámbitos de) bienestar social, 
empleo, salud, educación, vivienda, participación política y acceso a información (Mathivet, 2010; 
Soja, 2010), su enfoque central no debería ser eso, sino el derecho al acceso al poder sobre los procesos 
que (re)producen ciudades injustas en primer lugar (Costes, 2014; Soja, 2010). Por consiguiente, en 
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resumen, como también señala Costes (2014), podría argumentarse que hoy en día existen dos 
interpretaciones centrales del derecho a la ciudad, a saber: (1) una que otorga un papel clave a la 
necesidad de realizar una amplia movilización social desde abajo contra la lógica neoliberal que 
domina la gobernanza urbana, y (2) una más superficial y selectiva que lo entiende sobre todo como 
un instrumento político para facilitar la gestión urbana.  
 
1.3.2 La teoría de la justicia espacial 
 
Aunque podría argumentarse que el concepto del derecho a la ciudad ha perdido parte de su 
significado por una variedad de razones, incluyendo: (1) su anteriormente mencionada cooptación por 
el discurso neoliberal, (2) el hecho de que simplemente permite demasiadas interpretaciones (Costes, 
2014), y (3) porque no ofrece ningún marco normativo para el análisis de políticas urbanas (McCann, 
2002) (especialmente en el marco de la globalización resulta difícil enfocarse puramente en la escala 
territorial de ‘ciudad’ (Merrifield, 2011)), al mismo tiempo se indica que aún representa un punto de 
partida clave para la transformación de la política urbana en una más enfocada en el habitante 
(Purcell, 2002), mientras que se afirma que: 
 
‘‘[las] cuestiones de justicia [social actuales] no pueden contemplarse independientemente de la 
condición urbana, no solamente porque la mayor parte de la población mundial reside en ciudades, sino 
sobre todo porque ellas condensan las numerosas tensiones y contradicciones que forman parte de la 
vida moderna’’16 (Swyndegouw, 2006: 80).  
 
Asimismo, se reconoce el hecho de que las ideas básicas relacionadas con el concepto del derecho a la 
ciudad permanecen relevantes hoy en día, particularmente las reflexiones que provoca en cuanto a 
nuestra interpretación de lo que representan los espacios urbanos, es decir: que representan mucho 
más que un mero fondo físico, fijo y vacío sobre el cual se efectúan los fenómenos sociales 
(Philippopoulos-Mihalopoulos, 2015; Soja, 2010). Así, se ha ido desarrollando la idea de que los 
espacios representan un producto que se (re)produce socialmente (Bromberg, Morrow y Pfeiffer, 2007; 
Harvey, 2009; Lefebvre, 1991), concluyendo que constituyen medios de control y de dominio que 
representan una fuente importante de las injusticias sociales que afectan las sociedades (Dikeç, 2009). 
Por tanto, surge que para poder lograr un desarrollo más ‘justo’ de las ciudades, tiene que prestarse 
más atención a su aspecto espacial (Bromberg et al., 2007).  
 
Cuando se considera todo lo anterior, entonces no sorprende que la llamada teoría de la justicia 
espacial se base fuertemente en los pensamientos relacionados con el derecho a la ciudad (Manuel, 
2016), destacando de forma parecida la necesidad de que los residentes urbanos obtengan más control 
sobre la (re)producción social de los espacios que habitan, buscando promover el activismo social y el 
fomento de una política urbana más participativa (Soja, 2010). Similarmente, resulta lógico que, al 
igual que el derecho a la ciudad, en el marco de la dominancia del paradigma neoliberal en la política 
actual, la justicia espacial pueda considerarse como una herramienta para contrarrestar su impacto 
negativo en la vida urbana (Brawley, 2009), al cual se ha referido en párrafos anteriores.  
 
Sin embargo, surge que el potencial de la idea de justicia espacial consiste más bien en su uso como 																																																								
16 Traducción propia del original en inglés. 
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una lente a través de la cual pueden analizarse más efectivamente las problemáticas urbanas actuales, 
porque implica una reinterpretación de las relaciones entre los aspectos social, histórico (o temporal) y 
espacial de la vida humana (el llamado ‘giro espacial’) (Soja, 2010). Se ha ido resaltando la necesidad 
de establecer un mejor equilibrio entre los niveles de importancia de cada una de las tres dimensiones 
mencionadas, y de otorgar en particular más importancia al aspecto espacial de las (in)justicias 
(sociales) que se observan en el mundo (ibíd..), ya que ‘‘tradicionalmente se ha dado mayor énfasis en 
cómo lo social configura o determina lo espacial y no al revés’’, tanto en cuanto a ‘‘las relaciones 
interpersonales’’ como a ‘‘las relaciones de clase y de estratificación social’’ (Link, 2011: 173-174).  
 
Partiendo de estas ideas, puede decirse entonces que la teoría de la justicia espacial se basa en tres 
suposiciones generales, a saber: (1) la idea de que los seres humanos son tanto seres sociales y 
temporales como seres espaciales, (2) la idea de que los espacios urbanos representan un producto 
social y que por tanto pueden transformarse socialmente, y (3) el reconocimiento de la existencia de 
una dialéctica socio-espacial que implica que el aspecto espacial de la vida humana impacta de 
manera igual en su aspecto social como al revés (Soja, 2009), lo cual confirman múltiples académicos 
que plantean que es necesario dejar de separar las cuestiones de justicia social y espacial, porque 
oscurece el entendimiento de cómo se producen y se pueden mitigar las injusticias que se observan en 
las sociedades contemporáneas (Bromberg et al., 2007; Manuel, 2016; Marcuse, 2009b).  
 
Aunque suele interpretarse la justicia espacial como algo que se alcanza sobre todo por medio de 
iniciativas de ‘abajo hacia arriba’, según explica Albet (2011) (contrariamente al derecho a la ciudad) 
también puede fomentarse por medio de esfuerzos estatales, enfocándose principalmente en su 
relación con el acceso a y la distribución equitativa sobre los espacios urbanos de los recursos 
existentes en ciudades (véase p.ej. Álvarez Rojas, 2013; Needham, 2014; Reynaud, 1981). Por ejemplo, 
en esta línea de pensamiento, se ha planteado que: 
 
 ‘‘[e]l Estado, con sus intervenciones, puede transformar la desigualdad en injusticia si favorece a los 
territorios más dotados; o alternativamente puede transformar el espacio con el fin de reducir las 
disparidades, haciendo así un acto de justicia espacial’’ (Leibler y Brand, 2012: 372), ‘‘[por lo cual l]os 
estudios de justicia espacial invitan a una reflexión en cuanto al papel del Estado en la gestión de esas 
desigualdades’’ (Leibler y Musset, 2010: s.n.p.). 
 
No obstante, como explica Soja (2009), la organización política y el funcionamiento estándar de las 
ciudades representan importantes fuentes de injusticia espacial, ya que generalmente facilitan la 
acumulación de recursos claves en sectores ya privilegiados, en perjuicio de grupos marginados. Por 
tanto, en esencia, ‘‘la desigualdad distributiva representa la expresión más evidente de la injusticia 
espacial’’17 (ibíd., 2010: 47).  
 
Si bien en un amplio rango de campos científicos la teoría de la justicia espacial fue acogida 
favorablemente, en los últimos años han surgido dos críticas principales de ella. En primer lugar, 
Marcuse (2009a; 2009b) ha argumentado que el enfoque espacial que promueve puede resultar 
problemático, visto que quizás otorgue demasiada importancia al rol que los espacios juegan en la 
creación de injusticias (urbanas), destacando la necesidad de abordar primero sus causas estructurales 
–las cuales suelen ser de todos modos históricas, políticas, económicas y sociales– ya que ‘‘nunca 																																																								
17 Traducción propia del original en inglés.  
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habrá justicia espacial en un sistema político, económico y social que en sí es injusto’’18 (ibíd., 2009b: 4), 
una idea que parece compartir Dikeç (2009), cuando plantea que, aunque las injusticias sociales tienen 
una clara dimensión espacial, es clave prestar atención a las dinámicas estructurales que las 
(re)producen en primer lugar.  
 
En segundo lugar, el pensar en términos de justicia espacial parece conllevar el riesgo de promover 
ideas utópicas (Bret, Didier y Dufaux, 2012), mientras que se argumenta que nunca debería 
representar una visión utópica ni debería interpretarse como una panacea para las problemáticas 
(urbanas) actuales, sino más bien como un concepto que sirve para explicarlas mejor (Philippopoulos-
Mihalopoulos, 2015). No obstante, cabe mencionar que se ha reconocido este hecho, planteando que la 
justicia espacial simplemente no podría representar una solución a todos los problemas urbanos, 
porque el fenómeno del desarrollo (urbano) siempre es desigual en términos geográficos, por el 
simple hecho de que los procesos sociales no se llevan a cabo de forma uniforme sobre los espacios 
(Soja, 2010). Por ello, parece que la justicia espacial intenta más bien promover el reconocimiento de la 
idea de que los espacios influyen concretamente en la creación de desigualdades e injusticias sociales 
(y espaciales), y de que, dándose cuenta de que representan un producto social, existe la posibilidad 
de reconfigurarlos a través de la política y el activismo social (ibíd.). 
 
Cuando se considera todo lo que se ha discutido en este capítulo, por sus elementos superpuestos e 
interrelacionados, entonces puede establecerse un claro nexo entre los diferentes temas que se han 
tratado, a saber: (1) el concepto de desarrollo sostenible y su relación con la planificación urbana en los 
ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad; (2) el city branding (o el marketing urbano) y el 
papel de la ciudad informal en cuanto a la aplicación de esta práctica, y (3) la teoría de la justicia 
espacial y su vínculo con el concepto del derecho a la ciudad. Con esta idea en mente, en el análisis de 
la política urbana en la que se enfoca la presente tesis se intentará aprovechar de la riqueza de los 
diferentes pensamientos expuestos, aunque escogiendo la teoría de la justicia espacial como factor 
conector central entre ellos, ya que esa en esencia condensa su contenido en un marco de análisis 
general, el cual, puede argumentarse, además facilita el estudio más profundo del impacto de la 
política en cuestión gracias a su enfoque espacial adicional. Cabe indicar, sin embargo, que en línea 
con las ideas de que no existe una ‘receta’ fija para el fomento de la justicia (espacial) (Bromberg et al., 
2007) y que debería tenerse en cuenta que ‘‘una injusticia que aparece claramente para el investigador 
no sea objeto de quejas y reclamos por parte de los que la sufren’’ (Leibler y Musset, 2010: s.n.p.), este 
estudio no pretende evaluar el impacto del objeto de estudio como ‘justo’ o ‘injusto’, sino ofrecer una 
interpretación más crítica de sus implicaciones en términos de justicia espacial.  
  
  
 
																																																								
18 Traducción propia del original en inglés.  
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Capítulo 2 
 
Procesos de desarrollo urbano en América Latina: la crisis y transformación de 
Medellín (Colombia) 
 
Para poder llegar a un mejor entendimiento de sus orígenes y de sus implicaciones, antes de pasar al 
análisis de la política urbana que representa el núcleo de esta tesis, es preciso situarla en su contexto 
sociohistórico, económico y político, aparte de ahondar en su contenido. Por consiguiente, en este 
capítulo primero se explorarán las tendencias generales que han caracterizado al desarrollo urbano de 
América Latina a partir del siglo XX hasta el presente, para enseguida enfocarse en el caso de 
Colombia y en los procesos que moldearon la ciudad de Medellín tal como está hoy en particular. 
Finalmente, se profundizará en el nexo existente entre todo lo anterior y el surgimiento de la política 
en cuestión, prestando atención específica al contenido de sus dos aspectos claves, a saber: (1) el 
urbanismo social y (2) la estrategia neoliberal de marca ciudad de Medellín.  
 
2.1 Procesos de desarrollo urbano en América Latina 
 
Como ya se ha mencionado en el capítulo 1, según cifras recientes de ONU-Habitat (2012), hoy en día 
la región latinoamericana representa la zona más urbanizada del mundo, ya que concentra alrededor 
del 80 por ciento de su población en ciudades. Sin embargo, se indica que este tipo de estadísticas 
regionales oculta parte importante de las ‘‘grandes diferencias existentes entre los distintos países, y 
también (…) a nivel subnacional’’ (Winchester, 2006: 9), lo cual se refleja claramente en las 
disparidades en cuanto a ‘‘los tiempos, ritmos y formas’’ que han caracterizado a su proceso 
urbanizador (Díaz Orueta, 1997: 8). No obstante, de todas formas pueden identificarse varias 
tendencias centrales vinculadas con el desarrollo urbano de América Latina desde comienzos del siglo 
XX, las cuales han tenido consecuencias concretas para su estado actual.    
 
2.1.1 Tendencias generales desde principios del siglo XX 
 
Antes de nada, para poder comprender la condición actual de las ciudades latinoamericanas, parece 
importante considerar su herencia colonial relacionada con su planificación. Como explica Angotti 
(1996), en aquella época, prácticamente por toda América Latina la organización socioespacial de las 
ciudades se basaba en las llamadas ‘Leyes de Indias’ impuestas por la Corona española, según las 
cuales deberían planearse alrededor de una plaza central (el centro económico y político). Además, 
con el objetivo de facilitar su gestión, estas leyes posibilitaban que las zonas urbanas (y sus habitantes) 
se organizaran de forma altamente ordenada y jerárquica (cuánto más lejos del centro, más baja la 
clase social), lo cual implicaba la restricción de cada uno de sus sectores a funciones específicas y la 
imposición del típico plano ortogonal o de cuadrícula19 (Goldstein, 2004; Hernández y Kellett, 2012), 
factores que todavía caracterizan a muchas ciudades en la región.  
 																																																								
19 Una red de calles rectilíneas que se cruzan de forma perpendicular, también conocido como ‘plano damero’. 
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A pesar de su clara influencia en la configuración de las ciudades latinoamericanas, a partir del siglo 
XX se ha podido observar la transformación (a veces parcial) del modelo colonial, gracias a la 
realización de nuevos procesos de urbanización y la subsecuente introducción de modelos de 
modernización (Griffin y Ford, 1980; Hernández y Kellett, 2012). Como señala Parias Durán, desde 
aquella época, una tendencia clave en la mayor parte de América Latina ha sido la ocurrencia de 
procesos de urbanización acelerada, ‘‘que se explica por un fuerte crecimiento demográfico en las 
grandes ciudades jalonado por la concentración de la actividad económica’’ (2008: 1-2). Así, en el 
período de 1900 a 1950, la población urbana pasó de representar del 10% al 41% de la población total 
de la región, tras lo cual hasta el año 2000 siguió creciendo a una tasa anual de 3,5% en promedio 
(Brea, 2003), dando lugar a la creación de un efecto de ‘primacía urbana’20 (Rodgers, Beall y Kanbur, 
2012) y la aparición de una cantidad relativamente alta de megalópolis (Da Cunha y Rodríguez 
Vignoli, 2009). 
 
En el caso de América Latina, se plantea que el fenómeno de la creación de clústers económicos 
subyacente al crecimiento de la población urbana fue impulsada por la introducción de pautas de 
industrialización basadas en modelos de sustitución de importaciones (ISI), una dinámica que se veía 
acompañada por procesos de tecnificación y de modernización en el ámbito de la agricultura, lo cual 
en su conjunto llevó al desplazamiento de una parte significativa de la población rural y a la 
subsecuente creación de flujos masivos de migración rural-urbana (Chase y Place, 2011; Da Cunha y 
Rodríguez Vignoli, 2009; Parias Durán, 2008). Adicionalmente, como plantea Angotti (2013), durante 
todo el siglo XX los procesos de desposesión y de desplazamiento ligados a esta dinámica no 
solamente representaban una consecuencia de la industrialización de América Latina, sino también 
del creciente control sobre sus tierras por parte del capital global.  
 
Aparte de lo anterior, otra dificultad relacionada con el desarrollo urbano de los países 
latinoamericanos consistió en el hecho de que este se desvinculó de ‘‘un progreso económico, social e 
institucional como el experimentado en los países actualmente desarrollados’’, lo cual dio lugar a ‘‘la 
acumulación de déficits en infraestructura, recursos y regulaciones que provocaron que (…) 
estuvieran marcados por la pobreza, la precariedad, la informalidad y el desorden’’ (Da Cunha y 
Rodríguez Vignoli, 2009: 27-28). Como consecuencia del hacinamiento de sus ciudades, surgieron 
varios problemas sociales relacionados con el mercado de la vivienda y el mercado laboral, 
especialmente a partir de la década de 1940 (Klaufus, 2015); la migración rural-urbana conllevó una 
crisis de vivienda, mientras que, al mismo tiempo, las economías latinoamericanas registraban ‘‘una 
incapacidad sistemática’’ para acomodar el aumento explosivo de la oferta de trabajo y ‘‘una 
precarización progresiva de las condiciones de trabajo’’, lo cual no solamente se tradujo en la creación 
de un amplio sector informal, sino también en fenómenos de ‘tugurización’ (Parias Durán, 2008: 2), 
principalmente en las zonas periféricas de las ciudades (Hernández y Kellett, 2012).  
 
A causa de la crisis de vivienda, en un contexto de desigualdad social y de pobreza generalizada, la 
mayoría de los migrantes internos se vio obligada a autoconstruir sus hogares, dado que los gobiernos 
locales sólo lograron acomodar una cantidad muy limitada de personas a este respecto (Gilbert, 1998), 
mientras que, paralelemante, como respuesta al crecimiento de la ciudad informal, intencionalmente 
se crearon dinámicas de segregación socioespacial y de suburbanización por parte de las élites y las 																																																								
20 La concentración de partes significativas de la población nacional en ciudades primarias. 
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clases medias21 (Portes y Roberts, 2005), con el intento de alejarse física y socialmente de los ‘pobres’, 
lo cual a su vez creó un vacío social en el que sólo se mantenían una cantidad limitada de instituciones 
gubernamentales, las cuales sin embargo no serían capaces de gestionar los efectos provocados por el 
crecimiento explosivo de las ciudades (Portes, 1971), ya que el poder necesario para realizar tales 
actividades seguiría concentrado en organismos nacionales o provinciales, en detrimento de las 
capacidades de los gobiernos locales (Hardoy, 1982). 
 
Por tanto, en esencia, los asentamientos informales representan la forma principal en la que se 
fundieron las bases de la mayor parte de las ciudades latinoamericanas contemporáneas (Angotti, 
1996), aunque irónicamente sus gobernantes han solido considerarlos más bien como una mancha que 
debería borrarse del mapa urbano. Si bien con el paso del tiempo se ha ido transformando la actitud 
negativa tradicional hacia la informalidad urbana (como se ha explicado en el capítulo 1), parece que 
todavía se considera más bien como un fenómeno que no cabe dentro del funcionamiento formal de 
las ciudades en lugar de como un modo alternativo de desarrollo urbano. En efecto, como explican 
Hernández y Kellett, en América Latina, las ciudades se han visto marcadas por una ‘‘tensión entre 
sus dimensiones formales y informales’’: se ha considerado la ciudad formal como la representación 
del orden y la ciudad informal como una zona incoherente, inestable e informe (2012: 1). Aunque ya 
no se considera políticamente viable ‘erradicar’ zonas informales (Griffin y Ford, 1980), lo cual 
lógicamente se relaciona con su impresionante tamaño, se indica que todavía se intenta restringirlas 
por medio de otros canales como su integración en la ciudad formal mediante programas de 
mejoramiento urbano, políticas de zonificación y modelos de planificación participativa (Angotti, 
2013; Angotti y Irazábal, 2017; Chase y Place, 2011; Winchester, 2006).  
 
2.1.2 Transformaciones claves a partir del cambio de siglo (1980-presente) 
 
A partir de las últimas décadas del siglo XX, empezó a transformarse radicalmente el carácter del 
desarrollo urbano de América Latina. A causa de las crisis económicas (incluyendo el fracaso del 
modelo ISI y la acumulación de la deuda externa), bajo el llamado ‘Consenso de Washington’22 se 
adoptaron modelos económicos neoliberales en la mayoría de los países latinoamericanos, los cuales 
darían lugar a la realización de procesos de desregulación y de descentralización (Rodgers et al., 2012), 
debido a la imposición de una ideología de libre mercado y de reducción del aparato del Estado 
(Portes y Roberts, 2005) que dirigiría ‘‘las políticas urbanas hacia el capital privado’’ (Brand, 2009: 9) y 
que conllevaría la integración gradual de las economías latinoamericanas en los procesos de 
globalización (Díaz Orueta, 1997), lo cual también ha llevado al llamativo incremento de la aplicación 
de políticas de competitividad urbana (de city branding) en la región en años recientes. 
 
De esta manera, la expansión de sus zonas urbanas empezó a caracterizarse más bien por flujos de 
migración entre las mismas en lugar de por flujos de migración rural-urbana (Roberts, 2015), dando 
lugar al crecimiento de las llamadas ciudades secundarias. Asimismo, el auge del neoliberalismo 
implicó el desmantelamiento de los modelos centralizados de planificación urbana mencionados 
anteriormente, aunque todavía sin transferir mayores capacidades financieras y de gestión a las 
administraciones locales (Almandoz, 2015; ONU-Habitat, 2012; Roberts, 2015). En lugar de ello, la 
reducción de los aparatos estatales propagada por el dogma neoliberal implicaría la privatización de 																																																								
21 Aunque las zonas formales de las ciudades permanecían como enclaves de grupos de la élite (Angotti, 2013). 
22 ‘Recetados’ por el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y el Departamento del Tesoro de los Estados Unidos.  
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elementos urbanos claves, como infraestructuras, instalaciones y espacios públicos (Klaufus, 2015). 
 
En el mismo contexto, también se dio un cambio importante en cuanto a la organización socioespacial 
de las ciudades latinoamericanas. Como explica Roberts (2015), particularmente los asentamientos 
informales que se formaron a principios del siglo XX empezaron a consolidarse en el período 
indicado, tanto a través de su formalización parcial como por medio de la instalación de 
infraestructuras básicas. No obstante, al mismo tiempo se observaron el aumento de la pobreza y el 
surgimiento del crimen y de la violencia como nuevos factores generadores de desorden urbano 
(Roberts, 2015), por lo cual se introdujeron nuevos fenómenos de segregación socioespacial como los 
‘enclaves fortificados’, las ‘comunidades cerradas’ y los malls (Angotti, 2013; Griffin y Ford, 1980; 
ONU-Habitat, 2012; Roberts, 2015), aparte de la proliferación general de fenómenos de vigilancia 
privada debido a la incapacidad de los gobiernos para garantizar la seguridad pública (Koonings y 
Kruijt, 2007), lo cual en esencia implicó la sustitución de espacios públicos por espacios privados 
vigilados.  
 
Además de ello, desde fines del siglo XX también se ha podido identificar la existencia de déficit en el 
ámbito del transporte en muchas ciudades latinoamericanas, lo cual ha tenido importantes 
consecuencias tanto para el medio ambiente como en términos de accesibilidad y de movilidad. Se 
plantea que un factor altamente problemático del desarrollo urbano en América Latina ha sido la 
prioridad que se ha otorgado al automóvil como modo de transporte central (Angotti, 1996). 
Especialmente a partir de la década de 1990, la dominancia del automóvil y ‘‘la mayor demanda de 
transporte y uso vial ha[n] conducido a un aumento de la congestión, las demoras, los accidentes y los 
problemas ambientales en (…) la región’’, aparte de haber impactado negativamente en la calidad de 
las infraestructuras de transporte público existentes en ella, mientras que la mayoría de sus habitantes 
sigue dependiendo de las últimas para poder desplazarse en la vida diaria (Winchester, 2006: 17-18).  
 
Aunque debido a las diferentes problemáticas vinculadas con el desarrollo urbano de América Latina 
que se han descrito arriba se ha solido asociar la región con una falta de planificación urbana, se 
destaca que la realidad refleja justamente lo opuesto (Angotti, 1996; Goldstein, 2004), si bien puede 
preguntarse: ¿para quiénes? Resulta que la ciudad planificada ha representado sobre todo las áreas 
formales y los estratos más altos de las sociedades latinoamericanas, los cuales tradicionalmente han 
recibido la mayor parte de las inversiones en infraestructuras y servicios públicos, a expensas de otros 
sectores sociales (Angotti, 2013; Griffin y Ford, 1980; Irazábal, 2004, citado por Angotti y Irazábal 2017; 
Parias Durán, 2008). Así, muchas ciudades latinoamericanas se han ido desarrollando según un patrón 
típico que parte de la lógica ‘mientras más lejos del centro (o el distrito comercial y la zona de estrato 
alto), más baja la calidad de los servicios e infraestructuras públicos, y mayor el nivel de informalidad’ 
(véase las figuras 1 y 2 infra) (Ford, 1996; Griffin y Ford, 1980), la cual evidentemente ha implicado la 
creación de profundas injusticias socioespaciales.  
 
Consecuentemente, no sorprende que en las últimas décadas hayan surgido múltiples movimientos 
sociales y políticos que han buscado desafiar esta realidad, y que el uso de conceptos como el derecho 
a la ciudad y la justicia espacial haya adquirido un papel cada vez más importante en este tipo de 
‘luchas’ sociales, aunque Musset (2009) ha destacado que este tipo de conceptos con el paso del tiempo 
han sido cooptados por actores públicos para legitimar cualquier política urbana. Particularmente, se 
destacan los conflictos que han tenido lugar en cuanto al control sobre y el acceso a suelos urbanos, 
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que pueden interpretarse como el reflejo de luchas sociales más amplias, ya que los espacios urbanos 
no solamente representan elementos físicos, sino también productos sociales (Angotti, 2013), en línea 
con las ideas propuestas bajo los conceptos del derecho a la ciudad y de la justicia espacial.  
 
Figuras 1 y 2 
El típico modelo de desarrollo urbano latinoamericano  
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Griffin y Ford (1980: 406) (izquierda); Ford (1996: 438) (derecha) 
 
A pesar de que queda claro que el desarrollo urbano de América Latina ha tenido un impacto bastante 
negativo en su condición actual, ya que la mayoría de sus ciudades todavía están altamente 
segregadas, duales y fragmentadas, se ha argumentado que la estabilización de las tasas de 
crecimiento demográfico (urbano) y la adquisición de nuevas capacidades de gestión urbana por parte 
de los gobiernos en la región deberían facilitar su desarrollo más sostenible mediante la realización de 
una nueva transición urbana hacia la mejora significativa de la calidad de vida de sus habitantes 
(ONU-Habitat, 2012). Sin embargo, hasta el presente, la respuesta estatal común a la realidad descrita 
ha sido más bien la aplicación de políticas neoliberales (y tecnocráticas) de ‘buen gobierno’ (véase 
Franz, 2016; Khan, 2008), que a pesar del noble discurso que las rodea no han atacado las raíces de las 
grandes problemáticas urbanas contemporáneas. Por tanto, como ya se indicó hace varios años (véase 
Winchester, 2006), cuando se miran las grandes urbes latinoamericanas, todavía resulta difícil 
argumentar que su desarrollo sea más sostenible.   
 
2.2 Procesos de desarrollo urbano en Colombia: el caso de Medellín 
 
Como se ha mencionado al comienzo de este capítulo, a pesar de que pueden identificarse algunas 
características generales del proceso urbanizador en América Latina, lógicamente existen diferencias 
entre los distintos contextos nacionales que forman parte de la región, las cuales deben tenerse en 
cuenta cuando se analizan temas sociales relacionados. Teniendo esto en cuenta, para el presente 
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estudio, que se enfoca específicamente en la ciudad de Medellín, se considera importante situar su 
proceso de desarrollo urbano en su contexto nacional, el caso de Colombia, y describir cómo encaja 
dentro (y difiere) de los procesos urbanos generales que se han dado en este país. 
 
2.2.1 Procesos de desarrollo urbano en Colombia a partir del siglo XX  
 
Tras haber consultado la literatura existente con respecto al desarrollo urbano de Colombia desde 
comienzos del siglo XX, puede concluirse que las dinámicas involucradas han seguido, en líneas 
generales, la mayoría de las tendencias latinoamericanas claves en esta materia. Sin embargo, cuando 
uno analiza los rasgos específicos del caso colombiano, se hace evidente que de todas formas difiere 
bastante de otros contextos latinoamericanos, en la medida en que ha estado caracterizado por un 
contexto sociopolítico único y altamente complejo, el cual ha impactado de modo decisivo en la 
composición demográfica y en la organización socioespacial de las ciudades colombianas.    
 
A diferencia de otros países latinoamericanos, el proceso urbanizador se inició relativamente tarde en 
Colombia, es decir, en los años 1930 (Hardoy, 1974). Pese a este hecho, se resalta la llamativa rapidez 
con la que en los años siguientes se llevaría a cabo la transformación del paisaje nacional (véase 
Gatica, 1975): en el período entre 1938 y 1973 se realizó una inversión completa de la proporción entre 
la población rural y urbana en el país23 (Urbano Campo, 1977), mientras que en el período entre 1960 y 
2015 la población urbana pasó de representar aproximadamente del 45% al 76% de la población total 
(Banco Mundial: 2017a), lo cual implicó un cambio drástico de la composición demográfica de 
Colombia, dado que su población total se incrementó de aproximadamente 16,5 millones de 
habitantes en 1960 a más de 48 millones en 2015 (ibíd., 2017b). 
 
Aunque sorprendentemente el índice de primacía urbana del país ha permanecido relativamente bajo 
(Da Cunha y Rodríguez Vignoli, 2009) –un hecho que puede explicarse sin embargo por el 
surgimiento de una importante industria manufacturera en la segunda ciudad del país, Medellín, que 
frenó la concentración de la población en la capital de Bogotá (Brea, 2003)– de todos modos se crearon 
problemas de planificación urbana relacionados con el surgimiento de asentamientos informales en 
las ciudades colombianas y fenómenos de segregación socioespacial, particularmente a partir de los 
años 1950 (Campo Urbano, 1977; Sánchez Steiner, 2008; Torres Tovar, 2009). Así, la ciudad informal ha 
llegado a representar alrededor de una quinta (o incluso una cuarta (Torres Tovar, 2009)) parte de la 
población total (ONU-Hábitat, 2008) y la economía informal casi el 50% de la economía nacional 
(Bonet, Pérez y Chiriví, 2016; Departamento Administrativo Nacional de Estadística [DANE], 2017a).24 
 
Aparte de todo lo anterior, la urbanización de Colombia ha estado intrínsecamente vinculada con un 
factor ineludible que lo distingue de otros contextos nacionales, a saber, el hecho de que las 
migraciones internas en el país no solamente han representado una consecuencia de la introducción 
de modelos de modernización y de industrialización (o del ‘‘rápido crecimiento demográfico producto 
de las altas tasas de fecundidad y el descenso de las tasas de mortalidad en las zonas urbanas’’ 
(Sánchez Steiner, 2008: 60-61)), sino también un efecto del desplazamiento forzado de gran parte de la 																																																								
23 Resulta interesante comprobar que ‘‘si bien el porcentaje de población rural, con respecto a la población urbana, ha 
disminuido progresivamente, el número absoluto de habitantes del campo ha crecido lentamente o permanecido prácticamente 
invariable’’ (Ruiz Ruiz, 2008: 102).  
24 Cabe mencionar que la medición exacta de la informalidad urbana no es factible, tanto porque representa una ‘zona gris’ 
como porque no existe consenso sobre la línea que separa lo formal de lo informal.  
	 27 
población rural causado por ‘La Violencia’, producto del estallido de una guerra civil relacionada con 
el surgimiento de luchas y conflictos territoriales entre campesinos (colonos pioneros) y especuladores 
urbanos desde fines de los años 1940 hasta mediados de la década de los 1960 (Almandoz, 2015; 
Fajardo, 2002; Sánchez Steiner, 2008; Urbano Campo, 1977), supuestamente originados en tensiones ya 
existentes entre adherentes de los partidos Liberal y Conservador en el país (Rehm, 2014).25  
  
Sin embargo, como indica Ortiz Sarmiento ‘‘el ocaso de la confrontación cruenta entre las 
colectividades liberal y conservadora no cesó enteramente la modalidad de la violencia en el ejercicio 
de la política’’ (1995: 371), ya que a partir de los años 1960 se continuó el conflicto armado debido al 
surgimiento de varios movimientos guerrilleros –entre los cuales se destacan las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia (FARC), el Ejéricito de Liberación Nacional (ELN) y el Movimiento 19 
de Abril (M-19)26– y la subsecuente aparición de grupos paramilitares creados por grupos de 
terratenientes con el fin de defender sus intereses de acciones guerrilleras, los cuales luego se unirían 
en una organización nacional: las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) (Rozema, 2007; 2016). 
 
Aunque con el paso del tiempo se han realizado varios procesos de desarme, de desmovilización y de 
reintegración en la sociedad de algunos grupos armados (véase Centro Nacional de Memoria 
Histórica [CNMH], 2013), entre los cuales se resalta la reciente conclusión del acuerdo de paz con las 
FARC, se plantea que, particularmente durante el auge del narcotráfico bajo el liderazgo de Pablo 
Escobar y el cartel de Medellín en los años 1980 y 1990, la crisis generada por la aparición de y la 
interacción entre una amplia variedad de (nuevos) actores armados y criminales ha resultado en la 
normalización y la institucionalización de la violencia en la vida urbana diaria, particularmente en los 
barrios populares de las ciudades colombianas (Koonings y Kruijt, 2007; Rozema, 2007). 
 
De este modo, la violencia se ha traducido en cambios llamativos en la organización socioespacial de 
las ciudades, dando lugar al aumento significativo de la vigilancia urbana y de la introducción de 
medidas de seguridad privada (Koonings y Kruijt, 2007), paralelamente a la aparición de nuevos 
fenómenos de segregación socioespacial como los conjuntos y comunidades cerrados (Parias Durán, 
2008). Además de eso, la continuación del conflicto interno en Colombia parece haber representado un 
factor clave en cuanto al desplazamiento forzado intraurbano que se ha podido observar en el país en 
las últimas décadas (Atehortúa Arredondo, Sánchez y Jiménez, 2009; Torres Tovar, 2009) y las 
dinámicas de ocupación informal del suelo urbano asociados (Sánchez Steiner, 2008). 
 
Si bien hoy en día en Colombia existen legislaciones concretas en las cuales se enfatiza un compromiso 
estatal con el desarrollo sostenible del país, interpretado como el modelo dominante a nivel 
internacional que divide este objetivo en metas económicas, ecológicas y sociales (el modelo de los tres 
pilares; véase p.ej. Congreso Nacional de Colombia, 1993), como se ha explicado en el capítulo 1, hoy 
en día este tipo de compromisos parecen representar más bien un mecanismo discursivo que permite 
seguir con el statu quo en lugar de un verdadero esfuerzo de desarrollo sostenible. De hecho, resulta 
que, también en el caso de Colombia, ‘‘existen dos países al mismo tiempo: uno en el papel y otro en la 
realidad, y en esa dialéctica permanente, el país retórico lleva la ventaja’’ (Velásquez Muñoz, 2012: 92). 
Asimismo, pese a que se ha argumentado que algunas de las ciudades principales del país –Bogotá y 																																																								
25 Alternativamente, se propone que el asesinato de Jorge Eliécer Gaitán –candidato presidencial del Partido Liberal– en 1948 y 
la subsecuente reacción popular (el ‘bogotazo’) representaron el verdadero origen del fenómeno (Almandoz, 2015).	
26 Otros múltiples movimientos guerrilleros han surgido a lo largo de los años.  
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Medellín– han representado el escenario de ‘‘renacimientos urbanos’’27 en los últimos años (Castro y 
Echeverri, 2011: 97), se resalta que: 
 
‘‘no se ha consolidado aún un (…) sistema de planeación urbanística coherente con las exigencias del 
desarrollo de las ciudades, ni una verdadera cultura de urbanismo, concebida como una forma de 
entender la ciudad y actuar sobre ella’’ (Torres Tovar, 2009: 84). 
 
Siguiendo más bien la tendencia latinoamericana general en materia de planificación urbana, en el 
transcurso de los años, se han aplicado modelos de planeación bastante incoherentes (Torres Tovar, 
2009) y selectivos en Colombia, enfocados principalmente en la realización de inversiones públicas 
ligadas a los intereses de los sectores formales y de estrato alto, a expensas de la calidad de vida de los 
sectores urbanos (informales y) de bajos recursos y de la calidad de los servicios e infraestructuras 
existentes en ellos (Gilbert y Ward, 1982; Parias Durán, 2008), parcialmente debido a que para la 
financiación de proyectos urbanísticos se ha creado un instrumento tributario al que se refiere como 
‘la contribución por valorización’, que dirige las inversiones públicas hacia las comunidades con 
mayor capacidad de pago (Parias Durán, 2008), lo cual lógicamente ha contribuido a los notorios 
problemas de accesibilidad y de movilidad que actualmente afectan los sectores informales y de 
estrato bajo en las grandes ciudades colombianas, entre otras cosas.  
 
También en el ámbito de la vivienda han surgido muchos problemas en las últimas décadas, entre los 
cuales se destacan la existencia de un ‘‘déficit cualitativo y cuantitativo’’ en el área y de dificultades 
para ‘‘acceder a una vivienda digna y justa por medio del mercado inmobiliario formal’’ por parte de 
la población empobrecida (Velásquez, 2011: 73), fuertemente relacionados con la neoliberalización de 
Colombia a partir de la promulgación de la Constitución Nacional de 1991, que abrió la puerta para la 
realización de procesos de liberalización, de privatización, de internacionalización y de 
descentralización administrativa (Franz, 2016; Londoño Valencia, 2012), incluyendo el desmontaje de 
‘‘la política de vivienda (…) basada en la participación directa del Estado en la producción y 
financiación de vivienda popular’’, la cual se reemplazó por un sistema en el que el sector privado se 
encargaría de esas actividades (Parias Durán, 2008: 7-8), convirtiéndola en ‘‘una política [más bien] 
financiera’’ centrada en la ‘‘población que es sujeto de crédito’’, que ‘‘una visión sostenida a largo 
plazo para enfrentar la magnitud de la problemática (…) en el país’’ (Torres Tovar, 2009: 94-95).  
 
En el marco de la neoliberalización del país, también se subraya la importancia de la introducción de 
una nueva modalidad de planificación urbana mediante la promulgación de la llamada Ley 388 de 
1997, que dio origen a los llamados ‘Planes de Ordenamiento Territorial’ (POT) (Torres Tovar, 2009), 
en los que se establecen directrices estratégicas para el desarrollo a largo plazo de los territorios 
urbanos en Colombia. Aunque en teoría los POT deberían haber facilitado el desarrollo más sostenible 
de las ciudades colombianas (Parias Durán, 2008: 12), su condición actual permite concluir que 
todavía queda difícil señalar avances en esta materia, mientras que, según Torres Tovar (2009), sí 
puede decirse que, gracias a los nuevos instrumentos de gestión urbana que ha proporcionado, ha 
facilitado que el Estado se relegitimara y ejerciera mayor control sobre el desarrollo de los sectores en 
los que la acción pública tradicionalmente ha sido muy débil (o sea: la ciudad informal). 
 																																																								
27 Traducción propia del original en inglés. 
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Además, se plantea que los POT representan más bien un mecanismo adicional a través del cual se ha 
ido fortaleciendo la dominancia de pautas de desarrollo urbano neoliberales en el país, promoviendo 
tanto su ajuste a la globalización del mundo como intentos de anular el sector informal (Torres Tovar, 
2009). En años recientes, esto se ha reflejado, entre otras cosas, en la creación de diferentes estrategias 
colombianas de competitividad global (incluyendo marcas de ciudad). Sin embargo, llamativamente, 
como plantea Hernández García (2012; 2013), la ciudad informal tradicionalmente ha sido 
prácticamente ignorado en lo que concierne a estas actividades, pese a que los asentamientos 
informales aún representan áreas mayoritarias en Colombia, que en algunos casos se han convertido 
en importantes escenarios de turismo (específicamente para el turismo de tugurios).  
 
2.2.2 El caso de Medellín: crisis y transformación urbana 
 
Quizás, una de las ciudades latinoamericanas que han recibido más cobertura mediática y académica 
a nivel internacional en los últimos años sea la segunda ciudad de Colombia, Medellín. Gracias a su 
historia violenta y su subsecuente transformación radical a partir del cambio de siglo –mediante la 
cual pasó de representar la capital mundial del asesinato y del tráfico de cocaína a representar un 
lugar competitivo y un hotspot turístico– hoy en día suele percibirse la ciudad como el escenario de la 
realización de un verdadero ‘milagro’ urbano, por lo cual actualmente se consideran las políticas 
públicas que han facilitado su ‘renacimiento’ como un modelo de buen gobierno de alta estimación (el 
‘Modelo Medellín’) (Angotti e Irázabal, 2017; Brand, 2013; Maclean, 2014; McGuirk, 2014; McLaren y 
Agyeman, 2015). Sin embargo, las observaciones realizadas en el marco de este estudio confirman la 
necesidad de matizar esta visión, ya que todavía está vigente la siguiente descripción de la urbe: 
 
‘‘Un gigantesco anfiteatro bordeado por montañas. Abajo, en lo profundo del valle atravesado por el río 
Medellín, edificios que señalan el centro, autopistas repletas de coches y, a medida que la mirada 
asciende por las laderas, miles de viviendas apiñadas colgadas de barrancos, quebradas y desfiladeros 
que las sucesivas oleadas de migrantes domeñaron, convirtiéndolas en una suerte de ciudad vertical’’ 
(Zibechi, 2015: 40). 
 
Ubicada en el ‘Área Metropolitana del Valle de Aburrá’ (AMVA) (véase las imágenes 1 y 2), Medellín 
representa la capital del departamento de Antioquia. Formalmente, la ciudad se divide en seis 
sectores, a saber, las zonas: nororiental, noroccidental, centro-oriental, centro-occidental, suroriental y 
suroccidental, las cuales a su vez se dividen en 16 comunas, compuestas por un alto número de 
barrios de carácter tanto formal como informal, los cuales hoy en día suelen clasificarse según estrato 
socioeconómico (véase el anexo 1: mapa 1), lo que permite constatar la existencia de una división 
marcada entre las zonas norte, centro-oriental y centro-occidental (incluyendo las laderas de la 
ciudad) clasificadas como sectores (informales) de estrato bajo por un lado, y las zonas central y sur 
por otro, donde se concentran los barrios formales de estrato medio y alto.  
 
Aunque Medellín contaba con relativamente pocos habitantes a principios del siglo XX (unos 60.000 
(Domínguez Rendón, 2007)), la ciudad rápidamente se expandió debido a intensos flujos 
demográficos (véase el anexo 1: mapa 2), por lo cual en 1951 ya contaba con unos 360.000 habitantes 
(Drummond, Dizgun y Keeling, 2012), cifra que luego aumentaría a 2.486.723 en 2017 (Alcaldía de 
Medellín, 2017). En primer lugar, este fenómeno de urbanización acelerada ha representado la 
consecuencia del despegue industrial de la ciudad (Maclean, 2014), mediante el cual se convirtió en el 
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centro industrial de Colombia, cuyo efecto llamada después generó importantes flujos de migración 
rural-urbana. En segundo lugar, la urbanización de Medellín se ha visto influida considerablemente 
por el surgimiento y la continuación del conflicto interno en el país, hasta tal punto que se estima que 
‘‘[c]uatro de cada diez habitantes llegaron desplazados’’ por la violencia (Zibechi, 2015: 40). 
Particularmente a partir del año 1950, el desplazamiento forzado de pobladores rurales implicaría el 
crecimiento explosivo de la ciudad (Maclean, 2014), como resultado del período de ‘La Violencia’ 
(Betancur, 2007) y como efecto de la usurpación de sus tierras ‘‘por terratenientes, megaproyectos 
hidroeléctricos, mineros, monocultivos, narcos y paramilitares’’ (Zibechi, 2015: 40).  
  
Imagen 1 
Medellín, vista desde Pueblito Paisa, hábitat informal en las laderas de la ciudad 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imagen del autor 
 
Imagen 2 
Medellín, vista desde El Tesoro, hábitat formal vertical versus hábitat informal a lo lejos 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imagen del autor 
 
Debido a que no logró satisfacerse el incremento significativo en la demanda de vivienda (Echeverri y 
Orsini, 2010), ni absorberse el aumento en la oferta de trabajo en la economía local inducidos por el 
crecimiento demográfico acelerado de Medellín a partir del siglo XX (Betancur, 2007; Torres Tovar, 
2009), durante los años se ha podido observar la puesta en práctica de varios fenómenos de 
autogestión y de autoconstrucción en la ciudad, lo cual ha implicado la creación de un alto número de 
barrios comúnmente catalogados como asentamientos informales, aunque cabe destacar que gracias a 
la realización de procesos de consolidación gradual hoy en día resulta difícil distinguir entre ciertos 
barrios formales e informales. No obstante, la ciudad informal aún representa una parte esencial de 
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Medellín, ya que alberga casi la mitad de la población local (McGuirk, 2014)28 y constituye poco menos 
de la mitad de la economía local (Medellín Cómo Vamos, 2015).  
 
Al igual que en otras ciudades latinoamericanas, el crecimiento descontrolado de la ciudad no 
solamente ha conllevado problemas en los ámbitos del mercado laboral y de la vivienda, sino también 
en lo que concierne a factores como el transporte, la movilidad, la accesibilidad y la inclusión social en 
la ciudad, lo cual a su vez ha generado grandes retos en cuanto a su desarrollo sostenible, el fomento 
de la justicia espacial (y la garantización del derecho a la ciudad de todos sus habitantes). Como 
señalan Echeverri y Orsini, Medellín aún se caracteriza por ‘‘una profunda segregación de orden 
fisíco, social y económico’’ (2010: 134), como resultado de la ‘‘exclusión de los pobladores pobres en la 
ciudad (…) por su imposibilidad de acceso al suelo urbano a través del mercado formal, al igual que 
por la dificultad de acceso a los servicios públicos e infraestructura urbana’’ (Torres Tovar, 2009: 125), 
en gran parte debido a que, hasta recientemente, el Estado estaba prácticamente ausente en los barrios 
populares29 de la ciudad (Calvin, 2014), tanto por un aparente desinterés (el rechazo de la ciudad 
informal) como por factores geográficos y sociopolíticos que dificultaban su intervención allí.  
 
Así, los distintos sectores de Medellín han llegado a definirse por su ubicación geográfica (Zibechi, 
2015), algo que se ha reflejado en la existencia de un claro desequilibrio entre los estándares de vida de 
los sectores de estrato bajo por un lado y los de estrato medio y alto por otro (Betancur, 2007), y en la 
estigmatización social de los primeros (Campo Urbano, 1977; Moreno Bedoya, 2003), también 
relacionada con el hecho de que particularmente esos sectores se convirtieron en zonas no-go durante 
los años 1980 y 1990, cuando la ciudad fue objeto de dos crisis, a saber: (1) una crisis económica creada 
por el declive de industrias locales y (2) una crisis de violencia vinculada con el Cartel de Medellín y 
su líder Pablo Escobar (véase CNMH, 2013), ‘‘a tal punto que llegó a tener una tasa de 381 homicidios 
por cada cien mil habitantes’’ (Alcaldía de Medellín, 2009a: 26). 
 
Debido a que la violencia se concentraba sobre todo en las comunas de las zonas centro-oriental, nor-
oriental y nor-occidental (Giraldo Ramírez, 2008; Giraldo Ramírez y Preciado Restrepo, 2015; Moreno 
Bedoya, 2003), en un contexto de escasa presencia estatal, sus barrios se convirtieron en ‘‘el hábitat 
natural’’ de combos30, ‘‘sicarios a las órdenes de los narcotraficantes’’, y otros delincuentes (Echeverri 
y Orsini, 2010: 134), aparte de grupos armados como milicias, paramilitares y guerrillas (Rozema, 
2007), dando lugar a fenómenos de desplazamiento forzado intraurbano (Maclean, 2014)31, mientras 
que, de forma contrastante, en los sectores de estrato medio y alto simultáneamente empezaron a 
formarse las típicas urbanizaciones cerradas (y los malls) que todavía los caracterizan. Aunque con el 
curso del tiempo la situación ha mejorado bastante (véase la figura 3 infra), el trabajo de campo 
realizado en el marco de este estudio indica que todavía existen ‘fronteras invisibles’32 en muchos 
barrios populares de Medellín, aunque no se muestran en los mapas oficiales.33  
 
Como se puede desprender de todo lo anterior, al igual que en otros países en América Latina, en 
Medellín, la planificación urbana ha tenido un carácter altamente selectivo, lo cual también confirma 																																																								
28 No obstante, se indica que el 25% de la población habita barrios verdaderamente marginales (Echeverri y Orsini, 2010). 
29 Es decir, aproximadamente el 70% de la ciudad (Martin y Martin, 2016). 
30 Bandas delictivas. 
31 Para más información, véase p.ej. Atehortúa Arredondo et al. (2009) y Ocampo González (2010).  
32 Fronteras creadas con el fin de delimitar sectores urbanos pertenecientes a un grupo armado o actor criminal específico.   
33 Para más información, véase p.ej. Quijano (2013).  
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Maclean (2014), cuando plantea que su desarrollo ha sido marcado sobre todo por los intereses de 
grupos de élite, que han descuidado la necesidad de incluir a otros sectores de la sociedad 
(particularmente los sectores informales de bajos ingresos) en los procesos involucrados, dando origen 
a altos niveles de desigualdad y de exclusión social. No obstante, cabe destacar que con el paso del 
tiempo el gobierno local sí ha aumentado su presencia en algunas áreas informales (Betancur, 2007), 
paralelamente con el reemplazamiento de su actitud de ‘rechazo’ hacia las mismas por una que 
reconoce su existencia (Velásquez, 2011), y que busca mejorar las condiciones de vida en ellas 
mediante intervenciones urbanísticas.      
 
Figura 3 
La evolución de la mortalidad por homicidio en Medellín (1985-2014) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Giraldo Ramírez y Preciado Restrepo (2015: 3) 
 
Sin embargo, esta transformación de la política urbana en Medellín no surgió de la nada. En el 
contexto de la crisis de gobernabilidad general que afectaba la ciudad a fines del siglo XX, el gobierno 
local buscaba aumentar su control sociopolítico sobre sus sectores (informales) de bajos ingresos 
(Brand, 2013), mientras que los problemas causados por la ola de violencia y el declive económico que 
la afectaban provocaron el cuestionamiento de la hegemonía económica y política de la oligarquía 
tradicional que hasta entonces había controlado su desarrollo (Franco Restrepo, 2006; Franz, 2016; 
Gutiérrez Sanín et al., 2012; Maclean, 2014), fenómenos que coincidieron con la iniciación de procesos 
de globalización y de liberalización económica, que implicaban la necesidad de aumentar su posición 
competitiva global, lo cual se ha reflejado en una creciente orientación hacia el mundo externo 
(Maclean, 2014) y últimamente el llamativo cambio de la imagen de la ciudad. 
 
A partir del cambio de siglo, la influencia de estos acontecimientos se ha reflejado en documentos 
oficiales como el POT de 2000 para Medellín, que propuso como referente indispensable para el 
desarrollo a largo plazo de la ciudad convertirla en una que fuese ‘‘competitiva, ambientalmente 
sostenible, socialmente equilibrada, acogedora e integrada espacial y funcionalmente a partir de los 
ejes estructurantes y del sistema de centralidades’’ (Alcaldía de Medellín, 2000: 4), o sea, una ciudad 
que apostase por el desarrollo sostenible (siguiendo claramente al típico modelo de los tres pilares) y 
la competitividad global, una visión a la que la versión revisada del POT de 2000 (el POT de 2014) da 
seguimiento, la cual además ha introducido explícitamente la garantía del derecho a la ciudad de 
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todos sus habitantes como una directriz clave para el proceso de desarrollo urbano mencionado (ibíd., 
2014a), mientras que en el POT de 2000 se refería más bien de forma implícita a este concepto.   
 
Asimismo, de forma consistente, tanto implícitamente como explícitamente, en los planes de 
desarrollo propuestos por las distintas administraciones de turno de Medellín, se ha subrayado 
reiteradamente la necesidad de promover su desarrollo sostenible y de fomentar una especie de 
justicia espacial en la ciudad, mediante medidas como la mejora de su posición de competitividad 
global, la construcción de ‘ciudad’ en colaboración con sus residentes (a través de procesos de 
participación ciudadana, especialmente en el ámbito de la planificación urbana), la garantización del 
derecho a la ciudad de los mismos (en algunos casos se ha referido explícitamente a este concepto) y la 
realización de un Medellín más equitativo e incluyente en general (véase Alcaldía de Medellín, 2001; 
2004; 2008a; 2012a; 2016a), aunque según se verá en el capítulo 3, ha habido llamativas diferencias 
entre el discurso oficial por un lado y la realidad por el otro.     
 
2.3 La política urbana contemporánea de Medellín: el urbanismo social 
 
Como consecuencia de la crisis urbana que se dio en Medellín, desde comienzos de la década de los 
1990 –más por necesidad que por decisión propia– se ha podido observar la ocurrencia de importantes 
cambios en la esfera política de la ciudad, un proceso que ha facilitado la realización de cambios 
llamativos en el área de la política urbana local, no solamente en lo que concierne a la gestión del 
desarrollo urbano en un plano general (los POT y los planes de desarrollo), sino también, como ya se 
ha mencionado brevemente, con respecto a la actitud estatal hacia la ciudad informal, lo cual a partir 
del 2004 en su conjunto se ha ido cristalizando en el llamado modelo del urbanismo social (o el 
‘Modelo Medellín’), el cual se ha considerado como el motor de la transformación radical de la ciudad 
y cuyo contenido a continuación se discutirá en mayor detalle.  
 
2.3.1 El modelo del urbanismo social 
 
Como explican Gutiérrez Sanín et al. (2012), la crisis urbana creó una importante ventana de 
oportunidad para la invención de una nueva ‘fórmula’ de gobernanza, facilitada por la 
reconfiguración de las relaciones de poder existentes entre distintos actores cívicos, políticos y 
económicos en Medellín, y su mutuo acercamiento frente a la existencia de problemas comunes (los 
cuales se han descrito en la sección 2.2.2). Además de eso, se resalta la importancia de la 
implementación simultánea de una serie de procesos de descentralización del poder a nivel nacional, 
lo cual también favoreció la creación y la creciente influencia de nuevas alianzas políticas (incluyendo 
a actores de la sociedad civil) (Maclean, 2014).   
 
Gracias a estos acontecimientos, en la década de 1990 se formó el llamado ‘Compromiso Ciudadano’, 
un nuevo movimiento político que reunió a actores académicos, económicos, públicos, mediáticos y 
ONG’s (Franz, 2016), y que buscaría realizar sus aspiraciones políticas bajo el liderazgo de Sergio 
Fajardo, alcalde de Medellín en el período 2004-2007. Bajo su mandato, se cambiaría drásticamente el 
papel del Estado en cuanto al mejoramiento y el desarrollo futuro de la ciudad informal, ya que 
apostó por ‘‘una política pública enfocada a reducir las profundas deudas sociales acumuladas [en 
Medellín] durante décadas’’ (Echeverri y Orisini, 2010: 138) –es decir, las deudas a las que se ha hecho 
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referencia anteriormente, vinculadas con la planificación selectiva y la práctica ausencia estatal en los 
barrios populares de la ciudad– a la cual administraciones subsecuentes (Alonso Salazar, (2008-2011); 
Aníbal Gaviria, 2012-2015, y Federico Gutiérrez, 2016-presente) han dado seguimiento, aunque en 
diferente medida y bajo otros nombres que han permitido su apropiación por cada gobernante de 
turno (p.ej. el ‘urbanismo cívico-pedagógico’ de Aníbal Gaviria Correa).34   
 
Es así como se produce la introducción del modelo del urbanismo social, una política urbana que ha 
implicado la realización de intervenciones focalizadas en las zonas más deprimidas de la ciudad, 
relacionadas con un amplio rango de temas, que incluye: la seguridad pública; la creación de espacios 
públicos y obras arquitectónicas; la provisión de servicios e infraestructuras; la consolidación y la 
formalización de vivienda informal; la educación; la cultura (ciudadana) y el fomento de la economía 
local. Cabe mencionar, sin embargo, que la política no ha sido del todo nueva, sino que se ha basado 
fuertemente en experimentos urbanos previos, como el ‘Programa Integral de Mejoramiento de 
Barrios Subnormales en Medellín’ (PRIMED) (véase Velásquez, 2011), esfuerzos de reforma urbana 
realizados en Bogotá durante los años 1990 y la filosofía de ‘acupuntura urbana’ aplicada en Barcelona 
(España), que promueve la realización de transformaciones urbanas radicales mediante intervenciones 
urbanísticas focalizadas (de alto impacto simbólico) (Brand, 2013).  
 
En esencia –es decir, en términos teóricos–  puede entenderse el urbanismo social como un deseo de 
fomentar la justicia espacial y la sostenibilidad del desarrollo urbano en Medellín (incluyendo la 
garantía del derecho a la ciudad de todos sus habitantes) a través del alivio de las problemáticas que 
tradicionalmente la han afectado (principalmente la segregación socioespacial) y del reconocimiento 
de que en su (re)producción subyacen factores tanto sociales como espaciales (véase Castro y 
Echeverri, 2011; Mclaren y Agyeman, 2015; Sotomayor, 2016), aunque principalmente por medio de 
iniciativas impuestas ‘desde arriba’ (Gutiérrez Sanín et al., 2012; McGuirk, 2014), si bien se ha 
aumentado la participación ciudadana en la planificación urbana mediante el llamado ‘Programa de 
Planeación Local y Presupuesto Participativo’ (PPLPP), lo que ha permitido que los residentes de la 
ciudad decidieran cómo invertir alrededor del 5% del presupuesto público anual destinado a su 
desarrollo.    
 
A partir de 2004, el gobierno local ha buscado convertir el discurso político alrededor del urbanismo 
social en logros concretos a través de la realización de ‘Proyectos Urbanos Integrales’ (PUI)35 (véase el 
anexo 1: mapa 3), planes urbanísticos altamente focalizados, que combinan intervenciones físicas 
(políticas de mejoramiento urbano) con componentes programáticos y sociales complementarios 
(Castro y Echeverri, 2011), cuya implementación ha sido guiada por una entidad descentralizada del 
gobierno local, la Empresa de Desarrollo Urbano (EDU), y en colaboración con el Metro de Medellín 
(una organización estatal adscrita a la Empresa de Transporte Masivo del Valle de Aburrá (ETMVA)), 
que cuentan con el apoyo financiero de las Empresas Públicas de Medellín (EPM), una empresa de 
servicios públicos domiciliarios que transfiere el 30% de su beneficio anual neto a las arcas del 
Municipio de Medellín (Bateman, Duran Ortíz y Maclean, 2011), aunque también se subraya el papel 
de inversiones y préstamos extranjeros a este respecto (Zamora Aviles, 2016). 																																																								
34 Aunque ya no se refiere explícitamente a la política urbana con el término ‘urbanismo social’, en el discurso político 
claramente se mantienen las mismas nociones y modalidades de desarrollo urbano claves que se relacionan con él.   
35 Se utilizaron índices de calidad de vida y de desarrollo humano para identificar las zonas más deprimidas de Medellín, en las 
cuales se focalizarían los PUI. Normalmente, cada PUI benificia a los habitantes de aproximadamente 20 barrios (Martin y 
Martin, 2016).  
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Un punto de partida clave en el marco de los PUI ha sido la creación de ‘parques biblioteca’ en las 
comunas donde se han llevado a cabo, edificios en los que se ofrece el acceso gratuito a edudación, 
tecnologías de la información, actividades culturales y de recreo, programas sociales y servicios de 
apoyo a iniciativas locales de emprendimiento (Brand, 2013) (se destaca el papel de los llamados 
Centros de Desarrollo Empresarial Zonal (CEDEZO’s) y del Banco de las Oportunidades, que bajo el 
programa ‘Cultura E’ han ofrecido servicios gratuitos de asesoramiento empresarial por un lado, y el 
otorgamiento de microcréditos a la población local, por otro (Bateman et al., 2011)), gracias a lo cual se 
han convertido en importantes lugares de encuentro para sus residentes.   
 
Además, otras intervenciones catalizadoras alrededor de las cuales se han implementado los PUI han 
sido proyectos destinados a mejorar la movilidad y la accesibilidad en sus zonas de influencia. Entre 
ellos se destacan las escaleras eléctricas de la comuna 13 (San Javier) (véase la imagen 3) y ciertos 
elementos del llamado ‘Sistema Integrado de Transporte del Valle de Aburrá’ (SITVA) (véase el anexo 
1: mapa 4), cuyo componente central ha sido un sistema de metro operativo desde 1995, el cual bajo la 
influencia del urbanismo social en colaboración con el Metro de Medellín se ha ido extendiendo con 
varias otras ramas del transporte público, incluyendo el ‘Metroplús’ (un sistema de buses de tránsito 
rápido (BRT)), varias rutas integradas de buses, el ‘Tranvía de Ayacucho’ (véase la imagen 4) y una 
famosa red de ‘Metrocables’ (sistemas de transporte por cable aéreo; véase la imagen 5), que hoy en 
día cuenta con cuatro líneas operativas (las líneas H, operativa desde fines de 2016; J, operativa desde 
2008; K, operativa desde 2004, y L, una línea netamente turística que posibilita el acceso a un parque 
natural (el Parque Arví), operativa desde 2010) y otra en construcción (la línea M), las cuales se han 
convertido en elementos emblemáticos de la política urbana.  
 
Imagen 3 
La línea K del Metrocable 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imagen del autor 
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Imagen 4 
El tranvía de Ayacucho 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imagen del autor 
 
Imagen 5 
Las escaleras eléctricas de la comuna 13 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imagen del autor 
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Fuera del marco de los PUI, cabe mencionar, entre otros, el ‘Proyecto de Construcción de Hábitat y 
Consolidación de Vivienda en la Quebrada Juan Bobo’, complemento del llamado PUI nororiental 
(focalizado en las comunas 1 y 2 de Medellín, Popular y Santa Cruz), el primer PUI que se realizó en la 
ciudad y suele presentarse como un logro clave del urbanismo social, y otras intervenciones asociadas 
con la política, como el proyecto ‘Moravia’ (que implicó la tranformación urbanística y estética de un 
basurero situado en la zona nororiental de Medellín en el que se habían construido asentamientos 
informales (véase el anexo 2: documento 1)), las llamadas ‘Unidades de Vida Articulada’ (UVA) (que 
‘‘buscan aprovechar los espacios de infraestructura para el almacenamiento de agua (tanques de 
EPM), como una oportunidad de acercamiento con la comunidad’’, desarrollando así ‘‘espacios 
dinamizadores de cultura, recreación y esparcimiento’’ (EPM, 2017)), algunos proyectos más bien 
enfocados en la regeneración urbana de Medellín en un plano general –es decir, no puramente 
focalizados en sus zonas deprimidas– incluyendo un vasto plan para la construcción del llamado 
‘Cinturón Verde Metropolitano’ en el anillo montañoso que rodea la ciudad, un amplio proyecto que 
implicará la construcción de un borde de zonas verdes alrededor de Medellín que podrá recorrerse en 
un monorraíl (véase el anexo 1:  mapa 5), y un plan para revitalizar y reordenar el centro de la ciudad 
(del cual el ya existente Tranvía de Ayacucho representa un elemento clave).  
 
Cuando se considera todo lo anterior, podría argumentarse que el urbanismo social representa un 
modelo de desarrollo urbano de carácter extraordinariamente social en su contexto, teniendo en 
cuenta la ruptura que ha significado con respecto a la historia negativa de la planificación urbana en 
Medellín. Sin embargo, como se explicará en la última sección de este capítulo y en el análisis que se 
presentará en el siguiente, también puede interpretarse de otro modo, es decir, como un mecanismo 
que ha facilitado la aplicación de políticas que pueden interpretarse, en primer lugar, como 
neoliberales. Primero, como se explicará en la sección 2.3.2, puede argumentarse que el urbanismo 
social se ha convertido en un elemento clave de la estrategia neoliberal de marca ciudad que se ha ido 
desarrollando para Medellín con el fin de mejorar su posición competitiva en el mundo. Además, 
podrá quedar claro que también han servido para relegitimar el Estado y su control sociopolítico 
sobre la ciudad informal después de la crisis urbana que se dio en la urbe a fines del siglo XX, ya no 
por medio de intentos políticamente inviables de anularla, sino más bien por medio de estrategias 
tecnocráticas y focalizadas de mejoramiento urbano, las cuales sin embargo no atacan las causas 
fundamentales de las problemáticas socioespaciales que la han afectado desde hace décadas.  
 
2.3.2 El urbanismo social como herramienta de city branding  
 
Como se ha recalcado en párrafos anteriores, la ampliamente alabada transformación de la política 
urbana de Medellín en los años recientes no solamente puede interpretarse como una respuesta a la 
crisis de gobernabilidad general que enfrentaba el gobierno local a fines del siglo XX, sino también 
hasta cierta medida un mecanismo de ajuste a los procesos de globalización y de liberalización 
económica que se iniciaron a nivel mundial en aquel período, los cuales conllevaron la adopción de un 
modelo de gobernanza neoliberal para la ciudad con el fin de facilitar su inserción en la economía 
internacional en un contexto de creciente competencia global por recursos económicos. En 
consecuencia, parece que, gracias a la confluencia de estas dos dinámicas, se produjo la llamativa 
alineación de una agenda de ‘renacimiento’ urbano basada en un modelo de urbanismo social por un 
lado, y la adopción de una agenda neoliberal de internacionalización, por el otro.  
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Con el paso del tiempo, la consolidación de la política urbana descrita lógicamente ha implicado la 
introducción de estrategias de competitividad global como directrices centrales para el desarrollo de 
Medellín a largo plazo, lo cual no solamente se refleja en los documentos oficiales principales 
relacionados con la gestión del proceso de desarrollo de la ciudad misma, como los POT y los planes 
de desarrollo para la ciudad (como se ha explicado en la sección 2.2.2), sino también en varias de las 
estrategias centrales que se han establecido para el desarrollo futuro del Área Metropolitana del Valle 
de Aburrá, la cual representa la capital en general, como los planes turísticos para la región (véase p.ej. 
AMVA, 2007) y el llamado plan director ‘BIO 2030’, que en esencia representa la prolongación a escala 
metropolitana del modelo de urbanismo social aplicado en Medellín (Velásquez, 2011) y que ha 
identificado como reto futuro clave para el área el fortalecimiento de su rol económico y su posición 
de competitividad a nivel nacional e internacional (Alcaldía de Medellín, 2011a).  
 
Entre otras cosas, esta agenda de internacionalización ha conllevado el diseño cuidadoso de 
estrategias a través de las cuales el gobierno local ha buscado facilitar la concesión de préstamos, 
inversiones y ayudas financieras extranjeros para poder financiar sus programas (sociales) y proyectos 
(de infraestructura) (Zamora Aviles, 2016), y como consecuencia lógica, se ha podido observar cómo 
han surgido nuevas entidades públicas y privadas para promocionar Medellín en la arena global y 
cómo múltiples actores externos de uno u otro modo han llegado a involucrarse en la política urbana 
local, como p.ej.: la Agencia Francesa de Desarrollo (AFD); el Atelier Parisien d’Urbanisme (APUR);  el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y el Banco Mundial. A nivel nacional, múltiples 
instituciones y organizaciones han participado en el proceso de internacionalización de la ciudad 
(véase Hernández García, 2014), aunque se destaca sobre todo el papel de 
ProColombia’(anteriormente Proexport), ‘‘la entidad [pública] encargada de promover el Turismo, la 
Inversión Extranjera en Colombia, las Exportaciones no minero energéticas y la imagen del país’’ [sic] 
(ProColombia, 2017).  
 
Además, a nivel local han surgido otras dos entidades importantes que han llegado a desempeñar un 
papel dominante al respecto. En primer lugar, con el objetivo de facilitar la búsqueda de cooperación 
internacional en un amplio rango de ámbitos, en 2002 se creó la ‘Agencia para la Cooperación 
Internacional de Medellín’ (ACI), una asociación entre varias entidades públicas36 que a partir de 2007 
también se ha encargado de atraer recursos de inversión extranjera directa a Medellín, convirtiéndose 
en la ‘Agencia de Cooperación e Inversión de Medellín y el Área Metropolitana’ (ACI, 2017). Además, 
desde 2009, esta entidad ha empezado a promover la transformación de la ciudad y el rol del 
urbanismo social (o de las denominadas ‘buenas prácticas’ relacionadas con el modelo) a este respecto 
‘‘como una acción estratégica para extender y fortalecer relaciones internacionales clave para 
posicionar la ciudad como modelo de administración pública’’ y con el fin de ‘‘posicionarla como sede 
ideal de eventos de negocios, académicos o políticos de interés internacional’’ (ibíd.), gracias a lo cual 
actualmente lidera el proceso de internacionalización de Medellín.  
 
El gobierno local participa en la ACI a través de la Secretaría Vicealcaldía de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, Desarrollo Económico, Internacionalización y Alianzas Público Privadas (Hernández 
García, 2014), a la cual también están adscritas varias otras entidades, como la Secretaría de Desarrollo 
Económico’(a la cual a su vez está adscrita la Subsecretaría de Turismo), la Plaza Mayor (el centro de 																																																								
36 Esto es, la Alcaldía de Medellín, la EPM, el AMVA y las Empresas Varias de Medellín (EEVVM). 
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convenciones y exposiciones de Medellín) y el Medellín Convention & Visitors Bureau (de aquí en 
adelante se referirá a esta entidad como ‘el Bureau’) (Zamora Avilés, 2016). Después de la ACI, 
particularmente el Bureau –una fundación privada sin ánimo de lucro– ha jugado un papel 
importante en cuanto a la promoción de la nueva imagen de Medellín a nivel nacional e internacional, 
tanto por medio de la promoción del turismo vacacional hacia el destino como por medio de la 
atracción de grandes eventos. 
 
En gran parte debido a los esfuerzos de las entidades mencionadas, Medellín ha recibido una gran 
cobertura mediática positiva en los últimos años y se ha convertido en un importante objeto de interés 
para actores económicos internacionales. Aparte, como explica Federico Gutiérrez (el actual alcalde de 
Medellín), frecuentemente se reciben delegaciones de gobiernos ‘‘que quieren conocer las buenas 
prácticas y lecciones aprendidas de la que fue la ciudad más violenta del mundo y hoy es reconocida 
por ser la estudiante aplicada’’ (ACI, 2016).37 Asimismo, el gobierno local ha recibido un gran número 
de reconocimientos internacionales 38  por la supuesta reinvención de la ciudad a través de la 
transformación de su tejido sociourbano. Por ejemplo, en 2012, bajo el título de ‘la ciudad más 
innovadora del mundo’, Medellín recibió el premio ‘City of the Year’ concedido por el Urban Land 
Institute, el Wall Street Journal y Citigroup, y por motivos similares, en 2016, la ciudad ganó el 
denominado ‘Premio Nobel’ de las ciudades (El Espectador, 2016), es decir, el premio ‘Lee Kuan Yew’.  
 
Un elemento central de los esfuerzos mencionados ha sido la creación de una estrategia de city 
branding para Medellín a partir de comienzos del siglo XXI, aunque cabe indicar que hasta el presente 
no ha habido una marca ciudad claramente definida, pensada a largo plazo, es decir, desvinculada de 
las ambiciones del gobierno de turno. Si bien bajo el liderazgo del Bureau a partir de 2008 empezaron 
a realizarse intentos para construir una marca fija para la ciudad, la cual se lanzó en 2010 bajo la 
campaña ‘Medellín es Primavera’, fue necesario replantear la estrategia porque no fue acogida 
favorablemente por la población local, debido a lo cual en 2015 se reemplazó por la campaña ‘Actitud 
Medellín’. Sin embargo, actualmente de nuevo se está a punto de reemplazar esa marca (en este 
momento, el Bureau está trabajando con el concepto promocional ‘Medellín dice ¡Hola!’) y que esta 
vez constituirá una estrategia pensada a más largo plazo, en mayor grado desvinculada, en teoría, de 
la arena política.  
 
Según Orozco Múnera y Giraldo, lo anterior ha facilitado la realización de un claro proceso de cambio 
de imagen a través del cual se ha buscado concentrar los ojos del mundo en el ‘‘renacer [de Medellín] 
después de aquél oscuro pasado’’ [sic] (2015: 616), en el cual se ha utilizado el papel del urbanismo 
social (o del ‘Modelo Medellín’) al respecto como una narrativa cautivante y facilitadora del aumento 
de su competitividad global (véase Calvin, 2014; Calvo Isaza, 2014; Hernández García, 2013), lo cual 
confirman los distintos actores con los que se sostuvieron entrevistas formales y conversaciones 
informales en el marco de este estudio (desde miembros de la población local hasta empleados del 
Bureau y de la Alcaldía de Medellín). De hecho, tanto las observaciones realizadas en Medellín por el 
autor de este estudio como los materiales recolectados in situ confirman que se han utilizado un gran 
número de proyectos sociales que se han llevado a cabo en las comunas tradicionalmente marginadas 
de Medellín bajo el sello del urbanismo social como elementos de la estrategia de city branding para la 
ciudad (véase el anexo 1: mapa 6; el anexo 2: documento 1).  																																																								
37 En 2014 fue anfitriona de un evento político internacional prominente, el ‘Foro Urbano Mundial’ organizado por UN-Hábitat. 
38 Véase Calvin (2014) para una lista completa de los premios que Medellín ha recibido en los últimos años.  
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Considerando su carácter innovador y su llamativa estética, la cual contrasta drásticamente con la de 
los barrios en los que se sitúan, no es de extrañar que sobre todo las distintas líneas del Metrocable y 
las escaleras eléctricas de la comuna 13 se hayan vuelto importantes emblemas de Medellín39, las 
cuales así han pasado de representar infraestructuras puramente destinadas a aumentar la movilidad 
y la accesibilidad en la ciudad informal40 a objetos que han facilitado la internacionalización de la 
ciudad. Además, también ciertos elementos vinculados con los PUI que se han realizado alrededor de 
este tipo de proyectos se han convertido en importantes componentes de la marca ciudad de Medellín, 
especialmente los parques biblioteca, que actualmente representan sitios muy frecuentados por los 
turistas, pero también otros como el proyecto ‘Moravia’. Además, en años recientes, se han propuesto 
nuevas intervenciones emblemáticas relacionadas con la filosofía del urbanismo social, como el 
‘Parque Vial del Río’ (un proyecto de espacio público ambiental a lo largo del Río Medellín que 
todavía se encuentra en construcción), el ‘Cinturón Verde’ y nuevas infraestructuras de transporte 
público (las líneas H y M del Metrocable, el Metroplús y el Tranvía de Ayacucho) y el plan para 
revitalizar y reordenar el centro.   
 
Sorprendentemente, como también ha señalado Hernández García (2013), estas actividades parecen 
haber significado que, después de un largo período de negligencia por parte del Estado, las zonas más 
deprimidas de Medellín (la ciudad informal), han llegado a constituir un elemento clave de su 
estrategia de city branding. De hecho, como se ha observado durante el trabajo de campo realizado en 
Medellín en el marco de este estudio y como se refleja en los reportes anuales del Sistema de 
Indicadores Turísticos Medellín-Antioquia (SITUR) sobre las dinámicas turísticas en Medellín (2008; 
2009; 2010; 2011; 2012; 2013; 2014; 2015; 2016; 2017), se ha ido desarrollando una nueva dinámica de 
‘turismo de tugurios’ hacia los sectores indicados (principalmente las comunas 1, 2, (7) y 13, donde se 
concentran los proyectos emblemáticos del urbanismo social), que ha implicado la realización de 
‘tours de transformación’ coordinados por una variedad de guías locales informales, centros 
culturales (p.ej. Casa Kolacho) y operadores turísticos externos (como p.ej. Palenque Tours, Real City 
Tours y Toucan Spanish School), entre los cuales el grafitour en la comuna 13 (un recorrido histórico, 
estético y político) representa un circuito altamente popular. Asimismo, en años recientes, la Alcaldía 
de Medellín y el Bureau han organizado recorridos de este tipo, aunque en un contexto muy distinto: 
para mostrar la transformación de Medellín a delegaciones políticas y periodistas internacionales.  
 
Considerando todo lo anterior, entonces puede plantearse con seguridad que la política urbana en 
torno al urbanismo social que se ha aplicado en Medellín a partir de principios del siglo XXI no 
solamente ha representado una serie de políticas públicas enfocadas en aumentar el desarrollo 
sostenible de –y la justicia espacial en– la ciudad formal e informal, sino que también ha representado 
un mecanismo a través del cual se ha podido establecer una estrategia neoliberal de city branding que 
ha facilitado la promoción de la ciudad a nivel internacional. Por consiguiente, uno puede preguntarse 
cuáles han sido las consecuencias de este fenómeno de alineación entre políticas que, a primera vista, 
suelen considerarse como contradictorias e incompatibles con los objetivos originales del urbanismo 
social, dado lo cual se presentará un análisis más detallado del caso en el capítulo siguiente.   
 
 																																																								
39 Medellín representa la primera ciudad del mundo en utilizar estas tecnologías como infraestructuras de transporte público 
(los ‘Metrocables’) y para facilitar la accesibilidad de barrios informales (las escaleras eléctricas).    
40 Aparte de la línea L del Metrocable, que es netamente turística.  
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Capítulo 3 
 
Análisis de los efectos en la justicia espacial de la convergencia entre urbanismo 
social y una estrategia neoliberal de city branding en Medellín (2004-2016) 
 
En este capítulo, se presentará el análisis final del caso de estudio, que se enfoca en el período entre 
2004 (cuando el urbanismo social se convirtió en el concepto guía para el desarrollo futuro de 
Medellín) y 2016 (cuando se realizó el trabajo de campo para este estudio41), y mediante el cual se 
busca responder la pregunta central de en qué medida la convergencia entre urbanismo social y una 
agenda neoliberal de city branding ha facilitado u obstaculizado el fomento de la justicia espacial en 
Medellín. Ya que los componentes de la política urbana original se han dividido en dos categorías 
principales: (1) proyectos destinados a mejorar la movilidad y la accesibilidad en los sectores 
informales tradicionalmente marginados de la ciudad y (2) una serie de Proyectos Urbanos Integrales 
(PUI) implementados en los mismos áreas (planes urbanísticos y programas socioeconómicos), para 
poder responder la pregunta central, el análisis de la política se organizará según tres ejes, a saber: (1) 
sus efectos en los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad, (2) sus efectos 
socioeconómicos localizados y (3) la interpretación del impacto de la confluencia entre urbanismo 
social y prácticas de city branding en ambos ámbitos a partir del concepto de justicia espacial.  
 
El análisis se fundará en los datos que se produjeron durante el trabajo de campo, los cuales se 
complementarán con los hallazgos que se presentan en las fuentes primarias y secundarias que se 
recolectaron in y ex situ. Estos datos consisten de informaciones obtenidas a través de tres métodos de 
investigación, a saber: (1) la conducción de entrevistas semiestructuradas con cinco actores 
directamente relacionados con el objeto de estudio, testigos de primer nivel de lo que ha significado el 
proceso de transformación de Medellín a partir de la introducción de la política urbana en torno al 
modelo del  urbanismo social (incluyendo a un experto en movilidad urbana, dos funcionarios 
públicos, un actor social y una profesional), (2) la realización de observaciones participantes y (3) la 
conducción de una encuesta en las comunas tradicionalmente marginadas de Medellín para conocer la 
opinión de la población local sobre el impacto del objeto de estudio (véase el anexo 3 para un 
panorama detallado de las actividades realizadas y la especificación del perfil de los entrevistados).  
 
En cuanto a la encuesta (véase la ficha técnica y el formulario de encuesta en el anexo 3: tablas 3, 4 y 
5), por motivos de seguridad personal42 y para poder obtener una muestra representativa de la 
opinión de la población local, se decidió realizarla en las inmediaciones directas de cada una de las 
estaciones de las líneas J y K del Metrocable, las cuales cruzan la mayor parte de las áreas de Medellín 
cuyos habitantes representaban el universo de la encuesta, a saber: las comunas 1 (Popular), 2 (Santa 
Cruz), 7 (Robledo) y 13 (San Javier), donde el urbanismo social lleva más tiempo implementado. Sin 
embargo, cabe destacar de antemano que, aunque se intentó obtener una muestra lo más variada 
posible, al final resultó que los encuestados provenían sobre todo de los barrios más cercanos a los 
Metrocables, lo cual deberá tenerse en cuenta a la hora de interpretar sus resultados. La muestra de la 																																																								
41 Durante el período del 24 de septiembre al 27 de diciembre de 2016. 
42 Aún hay problemas de seguridad pública en las áreas que representaban el universo de la encuesta.  
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encuesta estuvo integrada por 40 personas: 20 residentes de la zona de influencia de la línea J del 
Metrocable y 20 residentes de la zona de influencia de la línea K del Metrocable, incluyendo a 19 
mujeres y 21 hombres de edades variadas (siempre mayores de 18 años de edad43). Ya que las dos 
zonas cuentan con un número similar de habitantes y pueden considerarse como homogéneas en 
términos socioeconómicos, se decidió encuestar a la misma cantidad de personas en ambas áreas.  
 
3.1 Eje I: efectos en los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad  
  
Como se ha señalado en el capítulo 2, la existencia de déficits en los ámbitos del transporte, la 
movilidad y la accesibilidad han tenido graves consecuencias sociales en el caso de Medellín, 
incluyendo la creación de una fuerte dinámica de segregación socioespacial entre la ciudad formal e 
informal (o entre los barrios de estrato medio y alto y los de estrato bajo en general) y la exclusión 
social de los residentes de la segunda. A continuación, se analizarán los efectos que la política urbana 
en torno al urbanismo social ha tenido a este respecto, mirando por separado los efectos relacionados 
con sus dos dimensiones, a saber: (1) el urbanismo social en función de su (implícito) objetivo original 
(el fomento de la justicia espacial) y (2) su uso como una herramienta de city branding.     
 
3.1.1 Efectos de la aplicación del urbanismo social en función de su objetivo original 
 
Aunque a lo largo de los años las distintas administraciones de turno de Medellín han llevado a cabo 
un rango de intervenciones enfocadas en mejorar la movilidad y la accesibilidad en la ciudad, a la 
hora de mirar específicamente las que se han realizado bajo el sello del urbanismo social, se destaca 
sobre todo el papel de los Metrocables, dado que son precisamente esos los que según el discurso del 
gobierno local han facilitado la iniciación de un proceso de (re)integración de las comunas 
tradicionalmente marginadas de Medellín en el tejido urbano formal. Por ejemplo, como argumentó el 
profesional de gestión social del Metro de Medellín: ‘‘¿Qué son los cables? Para mí, la mejor 
experiencia (…) de inserción urbana’’ (Jairo de Jesús Gutiérrez Henao, entrevista con el autor, 
07/12/2016). Sin embargo, ¿en qué medida pueden interpretarse los Metrocables y otras intervenciones 
en materia de infraestructura urbana realizadas bajo la influencia del urbanismo social como una 
mejora tangible de la movilidad y la accesibilidad en sus zonas de influencia?  
 
En lo que concierne a los Metrocables, tanto en estudios previos del sistema (Agudelo Vélez et al., 
2011; Bocarejo et al., 2014; Drummond et al., 2012; Brand y Dávila, 2011; Dávila, 2012; Dávila y Daste, 
2011) como durante el trabajo de campo que se realizó para este estudio se dio a conocer que existen 
dos factores centrales que pueden utilizarse para medir sus efectos, esto es: (1) su impacto en los 
costos de viaje de su público objetivo y (2) su impacto en los tiempos de viaje vinculados con los 
desplazamientos que ese público realiza a diario. En este caso, el análisis se enfoca principalmente en 
los efectos que las líneas J, K (y L) del Metrocable han tenido en las comunas 1 (Popular – líneas K y 
L); 2 (Santa Cruz – línea K); 7 (Robledo – línea J) y 13 (San Javier – línea J) (véase el anexo 1: mapa 1), 
ya que esas llevan una trayectoria operativa más larga que las otras líneas existentes (la H, inaugurada 
en diciembre de 2016, y la M, aún en construcción).  
 																																																								
43 Ya que este estudio se enfoca en el período de 2004 a 2016, sólo se realizaron encuestas con personas mayores de 18 años 
de edad para facilitar la producción de datos relevantes.  
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Cuando se miran las tarifas de los distintos modos de transporte que pueden usarse para desplazarse 
desde las zonas de influencia de los Metrocables hacia otras partes de Medellín, parece que deberían 
haber tenido un efecto positivo en la movilidad de su público objetivo y su grado de acceso a la 
ciudad en general. Anteriormente, los buses que no forman parte del Sistema Integrado de Transporte 
del Valle de Aburrá (SITVA) y que representan la mayoría de las líneas de buses existentes en la 
ciudad constituían prácticamente la única oferta de transporte público allí. Sin embargo, un viaje 
ordinario desde las comunas 1, 2, 7 o 13 hacia el centro o a la zona Sur de la ciudad, donde se 
concentran el comercio y los centros de empleo en los que gran parte de la población local trabaja, 
muchas veces requiere de la compra de más de un solo boleto de bus. Si bien la diferencia entre el 
costo de un viaje de ida con el bus44 y el de uno con el Metrocable45 es marginal, el último permite 
combinar múltiples de los modos de transporte público que están integrados al SITVA46 a un precio 
radicalmente descontado47 (los cuales cubren la mayor parte de la ciudad como se puede ver en el 
anexo 1), por lo cual puede interpretarse como un modo de transporte más económico y más práctico 
cuando se trata de desplazamientos que normalmente implican varios viajes enlazados. Los resultados 
de la encuesta que se realizó alrededor de las estaciones de las líneas J y K del Metrocable parecen 
confirmar lo anterior. Como indican las cifras que figuran en la tabla siguiente, la mayoría de los 
encuestados señaló estar ‘de acuerdo’ o ‘totalmente de acuerdo’ con la afirmación de que el 
Metrocable ha implicado una disminución del costo de sus viajes diarios.  
 
Sin embargo, pese a que la opinión local sobre el efecto que los Metrocables han tenido en el costo del 
uso del transporte público parece ser bastante positiva, es necesario matizarla. En primer lugar, es 
importante reconocer que, debido a que la mayoría de los encuestados provenía de los barrios más 
cercanos a los cables, no aborda la opinión de las personas que por la distancia entre sus hogares y las 
estaciones de los sistemas han tenido más dificultades para beneficiarse directamente de ellos. En 
segundo lugar, las conversaciones informales que se sostuvieron con vendedores ambulantes activos 
en diferentes zonas de Medellín en el marco de las observaciones participantes que se realizaron para 
este estudio permitieron constatar que existe un gran grupo de habitantes en las zonas de influencia 
de los Metrocables que simplemente no puede hacer uso del sistema, porque la manera en la que sus 
integrantes se ganan la vida depende fuertemente de la posibilidad de llevar equipamientos portátiles 
a los lugares donde venden sus servicios o productos (véase las imágenes 6 y 7 infra). Aunque es 
sabido que el sector informal constituye casi la mitad de la economía local en Medellín (Medellín 																																																								
44 Un billete de ida simple cuesta entre €0,63 (COL$2000) y €0,66 (COL$2100) (Secretaría de Movilidad de Medellín, 2017).  
45 Cuando se posee una ‘tarjeta cívica’ (una tarjeta chip gratuita), un viaje de ida simple vale €0,63 (COL$2000) (ibíd.). Para 
acceder a la línea turística ‘L’ sí se necesita pagar una tarifa adicional de €1,63 (COL$5200) (Metro de Medellín, 2017b). En 
todo caso, se ofrecen descuentos adicionales a adultos mayores, personas de movilidad reducida, estudiantes y beneficiarios 
de programas sociales.  
46 Se permite hacer combinaciones específicas como: Metro + Metrocable (sin costo adicional); Metroplús o Tranvía + Metro o 
Metrocable (precio integrado); rutas de buses integradas + Tranvía o Metroplús (precio integrado) (véase el anexo 1: mapa 4).  
47 El precio exacto depende de los modos de transporte que se combinen.  
48 Porcentajes de los 20 encuestados en las inmediaciones de las estaciones de la línea K. 
49 Porcentajes de los 20 encuestados en las inmediaciones de las estaciones de la línea J. 
50 Porcentajes del total, líneas K + J (40 encuestados). 	
Afirmación 6: El Metrocable ha disminuido los costos de sus viajes diarios, lo que a usted le permite gastar más 
en otras necesidades básicas (personales o de su familia). 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
45% 35% 10% 10% 0% Línea K48 
25% 55% 20% 0% 0% Línea J49 
35% 45% 15% 5% 0% Total50 
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Cómo Vamos, 2015) y que particularmente en las comunas 1, 2, 7 y 13 de la ciudad incluso se supera 
esa cifra (Coupé, 2012) –según Leibler y Musset (2011), el sector formal sólo representa alrededor del 
10% de la población local en esas áreas– el Metro de Medellín no permite que se entre a sus 
instalaciones con objetos grandes, tanto por razones prácticas (simplemente no hay espacio) como por 
adherir a la llamada ‘cultura Metro’51, a través de la cual se ha buscado mantener el SITVA en buenas 
condiciones de higiene y orden, lo que prácticamente ha impedido el acceso a ellas por parte de 
trabajadores informales. Aunque ya se señaló este problema hace varios años (Brand y Dávila, 2011; 
Dávila y Daste, 2011; Drummond et al., 2012), todavía persiste.   
 
Imágenes 6 y 7  
Equipamientos típicos de trabajadores informales 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imágenes del autor 
 
Cuando se analiza el impacto que los Metrocables han tenido en relación con los tiempos de 
desplazamiento vinculados con los viajes ordinarios que se realizan desde sus áreas de influencia 
hacia otras partes de Medellín, surgen dificultades similares a las tratadas arriba. Aunque la llegada 
de los Metrocables ha implicado una reducción radical de esos tiempos de desplazamiento –por 
ejemplo, antes, un viaje desde la última estación de la línea K del Metrocable al Río Medellín (donde 
se conecta con el metro) duraba más de una hora, mientras que, actualmente, demora unos 15 minutos 
(Brand y Dávila, 2011)– no todos los habitantes de las comunas en las que se sitúan han podido 
beneficiarse de este fenómeno; según la opinión de habitantes de los barrios más alejados de los 
Metrocables, esto se debe a la distancia entre sus hogares y las estaciones del sistema. Además, como 
explicó un experto local en movilidad urbana, los ‘cables’ han tenido efectos contradictorios en 
términos de accesibilidad, debido a la valorización del suelo que han provocado en sus inmediaciones: 
 
‘‘[Alrededor de los Metrocables] los territorios se valorizaron mucho. Entonces, mucha gente se tuvo que 
ir, porque ya no era capaz de pagar lo que tenía que pagar por ello. Eso me parece un poco 
contradictorio, porque propusimos una infraestructura de transporte que normalmente utiliza la gente 
de bajos recursos y deberíamos garantizar que esa gente estuviera lo más cercana posible a las 
estaciones, pero como el precio del suelo aumenta tanto, ya a estas personas les toca vivir más lejos y 
tienen que caminar [largas distancias] para poder volver a llegar acá [al Metrocable], o utilizar otras 
maneras de desplazamiento para viajar.’’ (Juan Pablo Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
Por ende, cuando se toma en cuenta que la idea de ‘movilidad’ representa ‘‘lo que se puede y no 
necesariamente lo que se quiere [o se necesita] en materia de desplazamiento’’ (Gutiérrez, 2010: s.n.p.) 
y se presta atención específica a cómo las personas se apropian de las opciones de movilidad que se 
les presentan en la vida diaria dependiendo de su contexto geográfico y social (el concepto de 																																																								
51 Para más información, puede consultarse Metro de Medellín (s.f.). 
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‘motilidad’) (Kaufmann et al., 2004; Kjærulff, 2011), se hace evidente que, independientemente de lo 
innovador que sean los Metrocables, debido a su alcance limitado, sus efectos contradictorios y su 
conexión intrínseca con la ‘cultura Metro’, no suplen las necesidades reales de la población local y se 
ha impedido que ella efectivamente se beneficiara del sistema de transporte. 
 
Por otro lado, también resulta difícil argumentar que los Metrocables todavía significan un posible 
ahorro de tiempo para sus usuarios en general, visto que ya desde hace varios años funcionan al límite 
de su capacidad: 
 
‘‘El metrocable cada vez se colapsa más, cada vez son más habitantes, cada vez son más visitantes. (…) 
en cinco años va a ser un caos mayor.’’ (K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016).  
 
‘‘Muchas personas que viven en el norte se desplazan a trabajar en el sur. ¿Por qué? Porque en el sur es 
donde están concentradas las industrias y muchas fuentes de empleo para estas personas de bajos 
recursos. ¿Esto en qué se traduce en términos de movilidad? El metro y el cable están muy 
congestionados en ese sentido en la mañana y en el otro sentido por la tarde, es decir, desde el sur hacia 
el norte. Esta infraestructura fue pensada para un movimiento de alrededor de 3000 pasajeros por hora. 
Estas zonas son las más pobres, son las más densas de la ciudad. Obviamente esa demanda iba a 
sobrepasar la capacidad para la cual fue pensada. Entonces, hoy en día (…) una persona llega a la 
estación y se puede demorar media hora para montarse en Metrocable.’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista 
con el autor, 19/10/2016).  
 
Efectivamente, cuando se consideran las cifras del SITUR sobre el uso de los Metrocables J, K y L en el 
período entre 2008 y 2016 (véase la figura 4 infra), se puede concluir que, particularmente en el caso de 
las líneas J y K, el incremento significativo de su número de usuarios ha significado una creciente 
presión sobre su capacidad 52 , lo cual también se confirmó in situ durante la realización de 
observaciones diarias de las dinámicas de desplazamiento relacionadas con el sistema; especialmente 
durante las horas punta, se producían largas filas tanto para la compra de billetes (o la recarga de la 
llamada ‘tarjeta cívica’) como para poder montarse en el sistema.   
 
Figura 4 
Pasajeros movilizados por los Metrocables J, K y L 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: elaboración propia, en base a cifras de SITUR (2011; 2012; 2013; 2014; 2016; 2017) 
 
Considerando lo anterior, resulta interesante comprobar que, desde el punto de vista de los 
encuestados en sus inmediaciones directas, los cables de todas formas facilitan un ahorro de tiempo en 																																																								
52 Aunque se trata de cifras de SITUR, reflejan el número total de pasajeros movilizados, no solamente turistas.   
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sus viajes diarios, mientras que todavía parecen representar un modo de transporte preferido por 
ellos, tanto para desplazarse hacia su trabajo como para desplazarse en su tiempo libre, como lo  
muestran las tablas siguientes. 
 
Sin embargo, como se puede ver en el anexo 3 (tabla 6), gran parte de los encuestados indicó usar 
múltiples modos de transporte en la vida diaria, por lo cual no se pueden hacer afirmaciones 
definitivas sobre la jerarquía entre ellos en términos de preferencia. No obstante, sí puede plantearse 
que una de las razones principales por las cuales los Metrocables todavía parecen representar un 
modo de transporte muy usado a pesar de sus defectos parece ser que la gente de todos modos 
prefiere sacar ventaja del ahorro que facilita en términos financieros en comparación con otros modos 
de transporte que podrían ser más rápidos. En cuanto a las lógicas de desplazamiento de los 
habitantes de las áreas de influencia de los cables, se explicó lo siguiente: 
 
‘‘Para venir al centro, ellos muchas veces prefieren venir en bus, porque a veces es más rápido, les evita 
toda la congestión que se presenta en los cables para acceder a las estaciones. Solamente tienen que 
pagar un tiquete de bus. Ahora, si tiene que pagar dos, la gente prefiere hacer media hora de fila, para no 
tener que pagar ese tiquete adicional.’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016).  
 
Aparte de la aparente inefectividad creciente de los Metrocables, parece existir un problema más 
amplio en el ámbito de la movilidad en Medellín que ha impedido que tuvieran un impacto mayor. 
Según las observaciones diarias que en el marco de este estudio se realizaron de las lógicas de 
desplazamiento relacionadas con el transporte (público) en la ciudad por parte de sus usuarios, 
especialmente durante las horas punta, el SITVA en su totalidad colapsa consistentemente porque se 
sobrepasa su capacidad. Como se demuestra en la figura 5 infra, ello no es de extrañar, ya que entre 
2008 y 2016, casi se ha duplicado su número de usuarios, pasando de más de 150 millones en 2008 a 
más de 273 millones en 2016. Aunque puede explicarse parte de este incremento por las nuevas líneas 
de transporte agregadas al SITVA en los últimos años, por su baja capacidad y al atraer a más 
pasajeros, esas parecen haber contribuido más bien a la creciente presión sobre el sistema que al alivio 
de los problemas de congestión que sufre. Fuera del SITVA, se observó que durante las horas punta la 
Afirmación 5: El Metrocable ha disminuido los tiempos de viaje, lo que a usted le permite estar más tiempo con su 
familia. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
65% 20% 15% 0% 0% Línea K 
45% 50% 0% 5% 0% Línea J 
55% 35% 7,5% 2,5% 0% Total 
¿Cuál es el tipo de transporte que usted más usa en su tiempo libre? (más de una opción es posible) 
Caminata Bicicleta Moto Carro (auto) 
Bus 
(colectivo) Metro Metrocable Tranvía Metroplús Otro Línea: 
20% 15% 5% 5% 30% 45% 40% 0% 5% 0% Línea K 
45% 10% 25% 15% 35% 40% 35% 0% 0% 0% Línea J 
32,5% 12,5% 15% 10% 32,5% 42,5% 37,5% 0% 2,5% 0% Total 
¿Cuál es el tipo de transporte que usted más usa para ir a trabajar? (más de una opción es posible) 
Caminata Bicicleta Moto Carro (auto) 
Bus 
(colectivo) Metro Metrocable Tranvía Metroplús Otro Línea: 
25% 10% 5% 15% 30% 80% 70% 0% 10% 0% Línea K 
25% 5% 20% 0% 35% 60% 50% 0% 5% 0% Línea J 
25% 7,5% 12,5% 7,5% 32,5% 70% 60% 0% 7,5% 0% Total 
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movilidad general de los habitantes de Medellín también se ve afectada por la congestión de las vías 
principales que se usan principalmente para desplazarse en bus, taxi, auto o motocicleta53.  
 
Figura 5 
Pasajeros movilizados por el SITVA (2008-2016)  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: elaboración propia, en base a cifras de SITUR (2011; 2012; 2013; 2014; 2016; 2017) 
 
En consecuencia, también cabe cuestionar el valor de la introducción de nuevas infraestructuras de 
transporte bajo el sello del urbanismo social (incluyendo el Tranvía de Ayacucho y los cables H y M, 
entre otros), cuando a nivel de la ciudad aún existen grandes retos de sostenibilidad en los ámbitos del 
transporte, la movilidad y la accesibilidad que impiden que tengan un impacto más amplio, y por 
tanto, en el caso de Medellín, parece aplicarse más bien la idea general de que, ‘‘paradójicamente, el 
transporte, de mano de la planificación, debe contribuir sobre todo a reducir la necesidad de que los 
habitantes urbanos se desplacen’’ (Dávila, 2012: 60). A pesar de lo anterior, sin embargo, cabe 
reconocer que ese tipo de infraestructuras sí han tenido un importante impacto simbólico. Como 
indicaron Leibler y Musset con respecto a las zonas de influencia de los Metrocables, ‘‘los habitantes 
se sienten incluidos y orgullosos. (…) señalan que les gusta la idea de poder ir a cualquier parte de la 
ciudad (…) aunque no lo hagan’’ (2011: 98). Esto también se refleja en la tabla siguiente, que 
demuestra que la mayoría de los encuestados alrededor de los cables J y K señaló estar de acuerdo 
(60% del total) o totalmente de acuerdo (35% del total) con la afirmación de que esos han resuelto los 
problemas de acceso que antes afectaban sus comunidades.  
 
 
Tampoco puede ignorarse que en el marco de los PUI se han llevado a cabo múltiples proyectos de 
mejoramiento urbano en las comunas donde se ubican los Metrocables, incluyendo proyectos 
emblemáticos como las escaleras eléctricas de la comuna 13 y, como explicaron Echeverri y Orsini: 
‘’un proceso de consolidación barrial (…) a través de obras y proyectos de carácter público como 
equipamientos comunitarios, parques, calles, paseos y puentes peatonales’’ (2010: 140-141). Durante el 
trabajo de campo quedó claro cómo estos, gracias a su contribución a la seguridad pública por su 
posicionamiento estratégico –las intervenciones mencionadas se realizaron en zonas que 
anteriormente se dividían por fronteras invisibles (ibíd.)– han aumentado la accesibilidad de las 
																																																								
53 Sólo recién se ha empezado a incorporar ciclovías y más andenes peatonales en el sistema vial general.  
Afirmación 4: El Metrocable ha resuelto los problemas de acceso que antes afectaban a su comuna.  
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
35% 60% 5% 0% 0% Línea K 
35% 60% 0% 5% 0% Línea J 
35% 60% 2,5% 2,5% 0% Total 
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comunas mencionadas, también gracias a que obras como los Metrocables y las escaleras eléctricas de 
la comuna 13 cuentan con personal de vigilancia y seguridad. Como explicó uno de los entrevistados:   
 
‘‘Por un lado, se generaron vías que permitieran acceder a las grandes estaciones del cable. Estas 
conexiones se hicieron con dos intenciones. Una primaria, muy básica, era garantizar que la gente 
pudiera llegar a las estaciones. Pero adicionalmente, era que estas vías tuvieran continuidad hacia otros 
sectores de las mismas comunas, porque en la época de violencia compleja esto era un territorio 
dominado por un grupo X y este era otro territorio dominado por otro grupo Y. Y si tú venías de este a 
este, pues te mataban. Entonces, había fronteras invisibles. Estas vías lo que buscaban era también 
generar vínculos entre estos barrios.’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
El impacto positivo de este proceso parece confirmarse en los resultados altamente positivos de la 
encuesta que se realizó en las inmediaciones de los Metrocables, aunque cabe indicar de nuevo que no 
refleja la opinión de los habitantes que viven fuera de sus zonas de influencia directa, donde según la 
población local todavía existen fronteras invisibles (véase la imagen 8): 
 
Imagen 8 
Fronteras invisibles en la comuna 13 de Medellín54 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imagen del autor 
 
3.1.2 Efectos del uso del urbanismo social como una herramienta de city branding  
 
Si bien suele argumentarse que los proyectos de infraestructura urbana que se han ido construyendo 
bajo el nombre del urbanismo social se pensaron en primer lugar para aumentar la movilidad y la 
accesibilidad en las comunas más deprimidas de la ciudad, al mismo tiempo se ha podido concluir 
que han tenido un efecto importante en la movilidad de los habitantes de los demás sectores de 																																																								
54 Fíjese en los zapatos colgantes en la imagen, es sabido que las pandillas usan este método para demarcar su territorio.  
Afirmación 7:  A partir de 2004, las instalaciones del Metrocable han permitido que el público se sienta más 
seguro cuando viaja. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
55% 40% 5% 0% 0% Línea K 
45% 50% 5% 0% 0% Línea J 
50% 45% 5% 0% 0% Total 
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Medellín (véase Brand, 2013) y la de visitantes extranjeros –particularmente los Metrocables, que han 
funcionado como la principal puerta de entrada para la iniciación del proceso de (re)integración de las 
áreas tradicionalmente marginadas de Medellín en el tejido urbano formal: 
 
‘‘(…) había en cierta medida una tendencia a pensar que esos eran territorios desconocidos para otros 
habitantes de la ciudad. Entonces, el Metrocable, aunque no fue la primera intención, motivó a que 
muchas personas de la ciudad fueran a esos sectores que antes (…) eran de las zonas más peligrosas de 
la ciudad.’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
En los últimos años, simultáneamente con el creciente uso del urbanismo social como componente 
central de una estrategia neoliberal de marketing urbano para Medellín –tanto por parte de la Alcaldía 
de Medellín como por parte de otras entidades como la ACI, el Bureau y ProColombia– se ha podido 
apreciar el incremento explosivo del número de turistas55 que la ciudad recibe anualmente, el cual ha 
pasado de 270.080 mil turistas en 2008 (SITUR, 2009) a más de 700 mil turistas durante la temporada 
de 2016 a principios de 2017 (Vásquez Moreno, 2017).56 En consecuencia, como la participación en las 
dinámicas turísticas centrales en la ciudad permitió constatar, aunque el urbanismo social ha creado 
nuevos espacios de movilidad para su público objetivo original y para los residentes de otros sectores 
de la ciudad, esos espacios simultáneamente se han convertido en una especie de atracción turística. 
Cuando se toma en cuenta el hecho de que Medellín ya está enfrentando grandes retos en los ámbitos 
del transporte, la movilidad y la accesibilidad, cabe preguntarse en qué medida este fenómeno ha 
representado un obstáculo para la realización de su meta inicial: la mejora de la movilidad de los 
residentes de las zonas más deprimidas de la ciudad. Como explicó un funcionario del Metro de 
Medellín, el turismo en la ciudad se ha vinculado fuertemente con el uso del transporte público: 
 
 ‘‘En los últimos 50 años, lo que más ha jalonado el desarrollo del turismo en Medellín es el tema de la 
integración intermodal; una ciudad que tiene metro, buses, cables y tranvía articulado. (…) El metro es el 
gran referente para Medellín, porque es una ciudad ‘conectada a un metro de’: a un metro de museo; a 
un metro de la plaza pública; a un metro de restaurante; a un metro del escenario deportivo (…).’’ (J.J. 
Gutiérrez Henao entrevista con el autor, 07/12/2016).  
 
Entonces, en términos hipotéticos, parece que el creciente turismo hacia Medellín como efecto del uso 
del urbanismo social como herramienta de city branding efectivamente podría haber generado una 
presión adicional sobre el transporte público en la ciudad, lo cual a su vez podría haber tenido un 
impacto negativo en la movilidad del público objetivo cuya movilidad se ha buscado aumentar 
mediante la política en primer lugar, la cual como se ha explicado en la sección 3.1.1. ya se ha visto 
afectada por problemas más amplios existentes en el ámbito del transporte (público), la movilidad y la 
accesibilidad en la ciudad. Sin embargo, como se desprende del siguiente fragmento, se dio a conocer 
que, cuando se analizan los patrones de comportamiento de los turistas que llegan a Medellín, resulta 
difícil argumentar que impactan de forma significante en la movilidad en la ciudad: 
 
‘‘Normalmente, los turistas, ¿en qué horarios se mueven? Normalmente un turista (…) va a entrar 
cuando los habitantes están saliendo del barrio. Quizás en la tarde sí se puedan mezclar ambos, pero 
normalmente el ingreso a estos barrios por lo general se da entre las 10 de la mañana y las 3 o 4 de la 																																																								
55 Estas cifras incluyen tanto a extranjeros no residentes como a colombianos no residentes (viajeros que ingresaron a Medellín 
por puntos oficiales de control migratorio). No existen datos completos sobre el turismo en el período antes de 2008.  
56 Además, para el año 2020, incluso se busca atraer a un millón de turistas (Medellín Convention & Visitors Bureau, 2017). 
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tarde. (…) Entonces, pensaría yo que no sea tan representativo el impacto del turismo sobre una 
congestión adicional que se pueda generar. Pero lo digo hipotéticamente, pensando un poco en los 
patrones de comportamiento.’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
La vigencia de esta idea la confirman las observaciones que se realizaron de las lógicas de 
desplazamiento relacionadas con el uso del transporte (público) en Medellín por parte de sus 
residentes y los turistas que visitan la ciudad. Como se muestra en la figura 6 infra, en un día de 
semana regular, hay tres momentos que pueden calificarse como horas punta: uno en la mañana 
(entre las 6am y 9am), uno durante la hora del almuerzo (entre las 12pm y 2pm) y uno en la tarde 
(entre las 4.30pm y 7.30pm).57 Según se observó, la mayoría de los turistas intenta desplazarse a 
propósito fuera de las horas punta cuando usan el transporte público, para evitar la incomodidad que 
crea su hacinamiento durante esas horas. Además, cuando se trata de desplazamientos desvinculados 
de los atractivos turísticos relacionados con el urbanismo social, suelen hacer uso de taxis o servicios 
similares como Uber, los cuales no sólo representan una alternativa atractiva al transporte público en 
términos de confort, sino también por sus tarifas relativamente bajas (gracias a la relativa debilidad 
del peso colombiano en comparación con monedas extranjeras como el euro y el dólar).  
 
Figura 6 
La lógica de desplazamiento de los turistas que visitan Medellín en un día de semana regular 								
 
Fuente: elaboración propia 
 
Es más, según la Jefa de Prensa y Relaciones Públicas del Bureau, el creciente turismo hacia Medellín 
incluso conllevaría un efecto positivo en la movilidad urbana: 
 
 ‘‘(…) en Medellín somos conscientes de que el turismo es una fuente de desarrollo económico y de 
mejoramiento de la calidad de vida de las personas. Al traer más viajeros, esos viajeros gastan más en el 
destino y al gastar más se genera más empleo, más movilidad, más consumo de servicios, más hotelería, 
más restaurantes.’’ (Natalia Eugenia Ángel Henríquez, entrevista con el autor, 06/10/2016).  
 
Por cierto, parece que el deseo del gobierno local (y sus aliados públicos y privados) de convertir 
Medellín en una ciudad que sea competitiva a nivel internacional y que represente un hotspot turístico 
ha generado nueva voluntad política para invertir fondos en la mejora de la movilidad y la 
accesibilidad en la ciudad, aunque siguiendo la tendencia general que a escala global se ha podido 
apreciar en el ámbito de la política urbana en años recientes, es decir, la aplicación de estrategias de 
city branding que implican prácticas de place making, es decir, la construcción de obras (o 
infraestructuras) emblemáticas (capital simbólico) en ciudades para hacerlas más competitivas 																																																								
57 Lógicamente, las horas punta exactas difieren levemente dependiendo del día.  
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(Andersson, 2014; Eshuis et al., 2014; Kavaratzis y Ashworth, 2005; Plaza et al., 2015; Riza et al., 2012; 
Short, 2015) y para satisfacer los requisitos de su creciente internacionalización (Brand y Prada, 2003). 
Esto se refleja claramente en las propuestas que las distintas administraciones de turno han 
presentado a partir de 2004 para la construcción de nuevos proyectos de alto impacto simbólico como 
las escaleras eléctricas de la comuna 13, líneas adicionales de Metrocables (las líneas H y M, entre 
otras58), el Tranvía de Ayacucho y el Cinturón Verde.59  
 
Pese a que se ha solido presentar tales proyectos como instrumentos de política pública destinados a 
facilitar la realización del objetivo original del urbanismo social –el fomento de la justicia espacial– 
podría decirse luego que se han caracterizado por cierto grado de ambigüedad, lo cual se refleja en las 
entrevistas que se sostuvieron con personas directamente vinculadas con la política urbana, de las 
cuales puede deducirse que ha habido fricciones entre el discurso político mediante el cual se ha 
buscado promoverlos como proyectos sociales, por un lado, y el discurso publicitario en el cual se los 
ha presentado como componentes de una estrategia de internacionalización, por otro. Desde el Bureau 
se dejó en claro que ciertos proyectos en materia de infraestructura urbana que originalmente se 
inauguraron como proyectos de tipo urbanismo social (y la política en sí) han llegado a representar 
elementos claves de la estrategia de city branding de Medellín: 
 
‘‘Lo que es Metrocable y escaleras eléctricas de la comuna 13, esos dos referentes para nuestro discurso 
promocional son muy importantes (…) Nosotros trabajamos con unos productos turísticos priorizados 
(…) y entre ellos está, diría yo, como primero, o uno de los más importantes, el turismo de 
transformación’’ (N.E. Ángel Henríquez, entrevista con el autor, 06/10/2016). 
 
Aparte de lo anterior, algunos entrevistados formularon críticas del uso de infraestructuras de carácter 
originalmente social como elementos de marketing urbano. Por ejemplo, con respecto al Tranvía de 
Ayacucho y las escaleras eléctricas de la comuna 13, K-Bala, integrante central del centro cultural Casa 
Kolacho de la comuna 13, señaló:  
 
‘‘En temas de movilidad (…) todo el tiempo se están creando cosas. Lo que pasa es que muchas de estas 
cosas no suplen las verdaderas necesidades de la comunidad. Metrocable suple las necesidades de la 
comunidad, pero [las] escaleras eléctricas no las suplen (…). Es un tema neto de imagen y de vender la 
ciudad y lo logró. Y eso está muy bien y lo aplaudimos, hay turismo, hay economía, pero si hablamos de 
las necesidades reales de la comunidad, ese proyecto no las suple.’’ (entrevista con el autor, 27/10/2016).60 
 ‘‘[El tranvía] obviamente es un tema turístico. Y bien, cierto, se recupera una parte del centro que es 
importante, ese tipo de cosas son buenas cuando hablamos de evolución a nivel de la ciudad y de la 
economía. De lo que no nos podemos olvidar es que hay otras necesidades de la misma ciudad.’’ (ibíd.). 
 
Asimismo, desde la Alcaldía de Medellín se indicó lo siguiente sobre los planes que se están 
realizando en el ámbito de la movilidad urbana en el marco del vasto plan para la construcción del 
llamado Cinturón Verde en el anillo montañoso que rodea la ciudad, donde se concentran sus zonas 
informales y deprimidas: 
 																																																								
58 El gobierno local ha expresado el deseo de llegar a un total de nueve cables en el futuro.  
59 Por la aplicación innovadora de las tecnologías que involucran, particularmente los Metrocables, las escaleras eléctricas de 
la comuna 13 y el Tranvía de Ayacucho parecen haberse convertido en una fuente importante de capital simbólico. 
60 Según habitantes locales, el sistema sólo beneficia directamente a unas 1.000 personas, lo cual es poco si se considera que 
la comuna 13 tiene unos 138 mil habitantes (Alcaldía de Medellín, 2011d). 	
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‘‘Ahora, este año (…) estamos inaugurando dos nuevas líneas de cables [los cables H y M] desde ese 
tranvía [el Tranvía de Ayacucho], que son netamente sociales.’’ (Mauricio Jaramillo García, entrevista 
con el autor, 12/10/2016).  
 
Sin embargo, sobre el mismo plan, que también implicará la construcción de un monorraíl, y que 
entonces se presenta como un proyecto de carácter predominantemente social desde la Alcaldía, el 
experto local en movilidad, señaló: 
 
‘‘En este período justamente se propuso la construcción de un cable (…) desde el tranvía hay dos cables 
[los cables H y M]. La propuesta de ese monorraíl por allá arriba era para unir esta estación, Santo 
Domingo [la última estación del cable K], con la estación Miraflores [la última estación del tranvía], por 
toda la zona periférica de la ciudad. Nosotros desde Urbam, nos opusimos a ese proyecto. La lógica de 
los habitantes de esa zona (…) normalmente ellos tienen interés de ir al centro o ir al sur de la ciudad, 
poco interés tienen de irse a pasear por encima de la montaña. Entonces, ¿cuál sería el interés de 
proponer un monorriel o cualquier infraestructura pensada por acá arriba que implica (…) transferencias 
de un sistema al otro adicionales? Eso me duplica o me triplica el tiempo de recorrido de lo que me 
demoro en bus. Entonces, el gran interrogante era: ¿esto es para quién?, ¿es para los habitantes o es para 
el turista que quiere venir a pasear acá?’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
A manera de conclusión, entonces parece que, a pesar de que se han solido presentar los proyectos en 
materia de infraestructura urbana vinculados con el urbanismo social como proyectos cuyo primer 
objetivo es lograr un impacto social, al mismo tiempo se hace evidente que han llegado a representar 
componentes claves de la estrategia de internacionalización o de city branding que se ha ido aplicando 
en Medellín, lo cual parece haber creado fricciones entre la realización de sus objetivos respectivos. 
Queda claro que el uso del urbanismo social como un instrumento destinado a atraer turismo y a 
internacionalizar la ciudad ha creado una dinámica en la cual se han ido introduciendo nuevos 
proyectos en materia de infraestructura urbana que ya no necesariamente priorizan la mejora de la 
movilidad (y la motilidad) del público objetivo original de la política urbana (mejoras internas) sobre 
la de visitantes externos (mejoras externas), lo cual, podría decirse, hace objeto de crítica el hecho de 
que en el discurso político del Estado local sigue reiterarse la necesidad de fomentar la justicia espacial 
en la ciudad después de décadas de negligencia de sus barrios populares (informales).   
 
3.2 Eje II: efectos socioeconómicos localizados  
 
Contrariamente al estudio de los efectos del urbanismo social en los ámbitos del transporte, la 
movilidad y la accesibilidad, a la hora de ahondar en su impacto socioeconómico localizado más 
amplio surgen varios problemas que dificultan su análisis. Debido a la influencia de otras políticas 
públicas, los ciclos macroeconómicos y la falta de datos existentes sobre la evolución de la ciudad 
informal, resulta difícil establecer relaciones directas entre la política y los cambios que se han podido 
observar en las comunas tradicionalmente marginadas de Medellín desde su introducción (Brand, 
2012, 2013; Brand y Dávila, 2011; Martin y Martin, 2016). Por ello, a continuación se intentará explicar 
más bien en líneas generales qué efecto la política (en sus dos dimensiones) ha tenido en la dinámica 
tradicional en la cual los estándares de vida de los habitantes de los distintos sectores de la ciudad se 
han definido fuertemente por su ubicación geográfica (Betancur, 2007; Zibechi, 2015), una lógica en la 
cual los sectores de estrato bajo han representado los más desfavorecidos.       
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3.2.1 Efectos de la aplicación del urbanismo social en función de su objetivo original 
 
Como se ha señalado, en el discurso del gobierno local de Medellín se ha promovido el urbanismo 
social como una apuesta por la reducción de ‘‘las profundas deudas sociales acumuladas [en la 
ciudad] durante décadas’’ (Echeverri y Orsini, 2010: 138). Efectivamente, se ha planteado que existe 
evidencia sólida de que la política ha aumentado la calidad de vida de su público objetivo (Martin y 
Martin, 2016) y que desde su introducción ha habido ‘‘dinámicas económicas superiores a las de 
épocas anteriores’’ en las comunas más deprimidas de la ciudad (Coupé y Cardona, 2012: 93). De 
nuevo, los Metrocables parecen haber jugado un papel clave a este respecto. Aunque ha quedado claro 
que el impacto del sistema de transporte en sí ha sido bastante limitado, de los siguientes fragmentos 
se deduce que fueron los cables los que posibilitaron el arranque del proceso mediante el cual el 
gobierno local ha podido realizar su agenda de urbanismo social a partir de 2004: 
 
‘’Se logró desarrollar esa idea como medio de transporte. ¿Qué pasó? El siguiente gobernante –que fue 
Sergio Fajardo– encontró que ese elemento podría ser el que jalonara una transformación en la parte 
inferior (…) lo que está por debajo.’’ (M. Jaramillo García, entrevista con el autor, 12/10/2016). 
 
‘’En una primera etapa, se construyó ese sistema, pero era una infraestructura simplemente. (…) 
Posteriormente, otra administración distinta llega (…). Antes normalmente quiebraba lo que se hacía. 
Una administración que llegaba nueva decidía invertir su presupuesto un poco acá, otro poco acá, otro 
poco acá y otro poco acá. Lo que buscó esta administración (…) fue generar un gran polígono de 
intervención, de manera que mucha parte del presupuesto del municipio se concentrara allí.’’ (J.P. 
Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016).  
 
Gracias a ese proceso, en primer lugar, según las observaciones realizadas sobre todo en las comunas 
1, 2, 7 y 13 de Medellín en el marco de este estudio, a partir de 2004 se ha dado un proceso de 
dinamización de las dinámicas económicas en las principales zonas de intervención de la política 
urbana. Hoy en día, particularmente en las inmediaciones directas de los Metrocables J y K, y de otras 
obras como las escaleras eléctricas de la comuna 13, se puede observar la existencia de una dinámica 
económica conformada por una creciente cantidad de pequeños negocios (informales). Asimismo, 
como se indicó en otros estudios del impacto económico del urbanismo social, particularmente debajo 
de las estaciones de los Metrocables, se ha podido apreciar una tendencia positiva en el ámbito de la 
vivienda, en la forma de proyectos de mejoramiento de viviendas, el aumento de las transacciones 
inmobiliarias y el aumento del valor del suelo (Bocarejo et al., 2014; Brand, 2013; Leibler y Musset, 
2011). En la tabla siguiente se muestra que el efecto positivo de estos procesos se confirma claramente 
en los resultados de la encuesta que se realizó alrededor de los Metrocables J y K: el 75% de los 
encuestados indicó estar de acuerdo (en mayor o menor grado) con la idea de que el urbanismo social 
ha mejorado la situación económica de su comuna dentro de la ciudad.  
 
 
Afirmación 2: El urbanismo social ha mejorado la situación económica de su comuna dentro de la ciudad. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
35% 30% 15% 15% 5% Línea K 
45% 40% 10% 5% 0% Línea J 
40% 35% 12,5% 10% 2,5% Total 
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Sin embargo, no puede ignorarse que un 12,5% indicó no estar de acuerdo con la idea en mayor o 
menor grado, y que el mismo porcentaje señaló no haber apreciado una mejora (ni tampoco un 
descenso) notable de la situación económica en su comuna, lo cual sugiere que, incluso dentro de las 
principales zonas de intervención mismas de la política urbana, su impacto económico ha tenido un 
carácter bastante focalizado. De hecho, como indicaron Leibler y Musset, en el caso de las comunas 1 y 
2 en específico, ‘‘se aclara una diferenciación territorial vertical y horizontal’’ en cuanto al impacto 
(socio)económico de la política (2011: 101). Sin embargo, según las observaciones que se realizaron en 
otras áreas de la ciudad informal durante el trabajo de campo para el presente estudio, como las 
comunas 7 y 13, esta diferenciación del impacto del urbanismo social parece darse en todas sus 
principales zonas de intervención, donde se aplica la regla ‘mientras más lejos de los proyectos 
emblemáticos de la política urbana, más indirecto el impacto’. Además, en términos más generales, se 
ha planteado que la política urbana prácticamente ha ignorado las crisis de vivienda y de empleo en 
sus áreas focales (Brand, 2013), lo cual se confirma en otros estudios (Bateman et al., 2011) y en la 
entrevista que se sostuvo con un actor social activo en la comuna 13, en la que se dio a conocer que las 
dinámicas económicas en esas áreas aún son predominantemente informales y a pequeña escala: 
 
‘‘Tienes que salir al otro lado de la ciudad para trabajar, porque no hay trabajo acá. Aquí no hay 
empresas, o sea, hay mucho trabajo informal y muchos negocios, pero hablando de una industria donde 
tienes empleados, mil, dos mil personas, no, no la hay.’’ (K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016). 
 
Efectivamente, como se hizo evidente durante las conversaciones informales que se realizaron con 
emprendedores locales activos en las comunas 1, 2, 7 y 13 de Medellín, hay un factor en particular que 
ha frenado el impacto económico del urbanismo social. Si bien suele reconocerse que en comparación 
con la situación anterior a la introducción de la política actualmente hay más economía, la falta de 
demanda local para mercancías y servicios impide el fomento de una dinámica económica barrial que 
tenga efectos más generalizados y más profundos. Esta dificultad también se señaló en otros estudios 
(Bateman et al., 2011; Leibler y Musset, 2011), sin embargo, no sorprende que todavía persista, ya que 
los residentes de las zonas de influencia del urbanismo social suelen ganar el salario mínimo legal 
vigente (o incluso menos, cuando se participa en el sector informal) –que actualmente equivale a unos 
€230 (COL$737.717) por mes61 (Ministerio del Trabajo de la República de Colombia, 2016)– lo cual no 
alcanza para gastar en algo que no tenga relación directa con sus necesidades básicas.  
 
Aunque según las estadísticas oficiales la pobreza monetaria62 ha disminuido significativamente en 
Medellín en el período entre 2002 y 2015 (pasando de 36,1% de la población local en 2002 al 14,3% en 
2015) (DANE, 2012a; 2016), en el último reporte del DANE (2017b) sobre la pobreza monetaria en 
Colombia se puede ver que esta tendencia ha coincidido con la que ha habido a nivel nacional. 
Además, si bien el coeficiente de Gini63 de Medellín también ha bajado levemente en los últimos años, 
todavía es relativamente alto (0,489 en 2015) (DANE, 2012b; 2016), lo cual demuestra que aún existen 
grandes disparidades en la distribución del ingreso a nivel local. Aparte, cuando se toma en cuenta el 
hecho de que aún existe una falta de datos sobre la evolución socioeconómica de los barrios 
informales de la ciudad, puede dudarse si estas cifras representan un fiel reflejo de la realidad.  
 																																																								
61 Excluyendo un auxilio de transporte de unos €26 (COL$83.140) (Ministerio del Trabajo de la República de Colombia, 2016).  
62 Porcentaje de la población cuyo ingreso per cápita se encuentra por debajo de la línea de pobreza (extrema).   
63 El coeficiente de Gini representa un número entre 0 y 1 que se usa para medir la desigualdad en los ingresos; 0 representa 
una situación en la cual hay perfecta igualdad y 1 corresponde con un contexto en el cual hay desigualdad total.  
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En cuanto al ámbito de la vivienda, también ha habido varios problemas que han impedido que el 
urbanismo social tuviera un impacto mayor. En primer lugar, como se ha explicado en la sección 3.1.1 
supra, la valorización del suelo y la relocalización de viviendas que ha implicado ha resultado en 
efectos contradictorios relacionados con la creación de una problemática social vinculada con el 
desplazamiento forzado de habitantes locales, no solamente alrededor de algunas de sus 
intervenciones claves (como los Metrocables), sino también en otras áreas: 
 
‘‘(…) todos estos asentamientos que estaban localizados en los márgenes de las quebradas, en situación 
de riesgo, lo que se procuró fue desplazarlos o relocalizarlos más bien a nuevos territorios de vivienda 
que se construyeron allí. (…) pero sacaron esta gente de acá y se los llevaron por allá a otros extremos de 
la ciudad (…) y todavía hay consecuencias de eso, problemáticas sociales inmensas asociadas solamente 
a ese desplazamiento forzado, pero propuesto por el mismo gobierno.’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista 
con el autor, 19/10/2016). 
 
Además, en las comunas tradicionalmente marginadas de Medellín todavía hay un importante déficit 
cualitativo y cuantitativo de vivienda, especialmente en comparación con la ciudad formal (véase las 
imágenes 9, 10 y 11 infra), mientras que la población de bajos recursos aún se ve desfavorecida por una 
falta de acceso al mercado inmobiliario formal (Velásquez, 2011), y a servicios básicos como 
electricidad y alcantarillado (Kavilando, 2012, citado por Zibechi, 2015; Leibler y Musset, 2011).64  
 
Imágenes 9, 10 y 11  
Vivienda formal versus vivienda informal en Medellín 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 																																																								
64 La participación del estrato socioeconómico 2 (el segundo estrato socioeconómico más bajo después del estrato 1, los cuales 
juntos representan a la mayoría de los habitantes de las zonas de influencia del urbanismo social) es la más alta en la 
distribución de morosos en la ciudad para servicios básicos claves (agua, energía y gas) (Medellín Cómo Vamos, 2016).  
     Comuna 13 (San Javier): zona informal  	
Comuna 14 (Poblado): zona formal de estrato alto  
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Fuente: imágenes del autor 
 
Entonces, a pesar de que en el discurso político del gobierno local (y de instituciones internacionales 
claves) se ha presentado el urbanismo social como una panacea para las grandes problemáticas 
socioespaciales que han afectado a Medellín desde hace mucho tiempo, al parecer no se ha logrado 
solucionar los problemas más amplios que subyacen a ellas, lo cual también se refleja en los resultados 
de la encuesta que se realizó en las comunas 1, 2, 7 y 13. Aunque puede decirse que la opinión de los 
encuestados sobre los efectos de la política urbana en su vida diaria es generalmente positiva, la 
mayoría de todos modos señaló que no ha reducido las diferencias (socioeconómicas) que 
tradicionalmente ha habido entre sus comunas y los demás sectores de Medellín (los de estrato medio 
y alto), mientras que, como ya se ha resaltado varias veces, las personas encuestadas provenían 
justamente de las zonas donde su impacto social ha sido más directo: 
 
 
Al mismo tiempo, sin embargo, puede plantearse que la realización de tal transformación radical 
tampoco hubiera sido posible en un plazo inferior a dos décadas (2004-2016) y solamente por medio 
de las intervenciones altamente focalizadas que han representado el núcleo del urbanismo social, por 
lo cual de todas formas puede interpretárselo como un importante paso hacia la reducción de las 
disparidades socioeconómicas existentes entre los sectores formales e informales de Medellín. 
Adicionalmente, tampoco debería subestimarse la importancia de su valor simbólico (Brand y Dávila, 
2012). Por ejemplo, en varios estudios se ha comprobado que tanto en la zona de influencia de la Línea 
K del ‘Metrocable’ (Leibler y Brand, 2012) como en la zona de influencia de la Línea J (Coupé, 2012), se 
redujo significativamente el grado de estigmatización social. Asimismo, si bien en un estudio 
detallado de los patrones de comportamiento de los habitantes de las zonas focales de la política 
urbana (Brand y Dávila, 2011) y en las entrevistas que se sostuvieron para este estudio también se 
																																																								
65 Aunque para evitar problemas de comprensión no se preguntó específicamente sobre la opinión de los encuestados en 
cuanto al urbanismo social y su impacto en las diferencias socioeconómicas entre los distintos sectores de la ciudad bajo la 
afirmación 14, se les explicó que se buscaba llegar a un mejor entendimiento de su opinión sobre los cambios provocados en 
su vida diaria por el urbanismo social.  
Afirmación 14: Aunque ahora hay Metrocable y más turismo, las diferencias entre los distintos sectores de la 
ciudad de Medellín se mantienen.65 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
20% 65% 10% 0% 5% Línea K 
20% 65% 5% 10% 0% Línea J 
20% 65% 7,5% 5% 2,5% Total 
Comunas 1 (Popular) y 2 (Santa Cruz):  zonas informales 
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indicó varias veces que, en un plano más amplio, la conexión entre las comunas tradicionalmente 
marginadas de Medellín y los demás sectores de la ciudad todavía es bastante superficial: 
 
¿Cuál es la relación entre las comunas traicionalmente marginadas y el centro de Medellín? (autor) 
‘‘[Sólo trabajo], no más. El centro es comercio y trabajo.’’ (K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016). 
 
 ‘‘Son barrios dormitorios, donde la gente duerme para ir a trabajar luego al centro de la ciudad o al sur 
de la ciudad.’’ (J.J. Gutiérrez Henao, entrevista con el autor, 07/12/2016). 
 
‘‘La lógica de los habitantes de esa zona (…). La gente que vive por acá arriba (…) normalmente ellos 
tienen interés de ir al centro o ir al sur de la ciudad [para ir a trabajar o a comprar y atender sus 
necesidades básicas], poco interés tienen de irse a pasear por encima de la montaña.’’ (J.P. Ospina 
Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
Como se demuestra en las tablas siguientes, la mayor parte de los encuestados de todas formas señaló 
que hoy en día se siente más integrada en la ciudad y el efecto de esta percepción positiva se refleja 
claramente en cómo se valora la política urbana: a pesar de que ha quedado claro que pueden 
presentarse múltiples argumentos para demostrar lo contrario, la mayoría señaló estar de acuerdo o 
totalmente de acuerdo con la idea de que los proyectos de urbanismo social que la Alcaldía realizó en 
su comuna a partir del 2004 lograron satisfacer las necesidades que hasta entonces había allí.  
 
Lo anterior también puede relacionarse con el hecho de que el urbanismo social ha tenido un impacto 
importante en la seguridad pública en sus zonas de influencia. Gracias a la política, los habitantes de 
esas zonas ahora se han vuelto visibles de nuevo y se han logrado romper (parcialmente) las fronteras 
invisibles que afectaban la seguridad pública allí, mientras que, como se ha mencionado en el capítulo 
2, proyectos como los llamados parques biblioteca simultáneamente se han convertido en importantes 
puntos de encuentro y de convivencia para la población local. Esto no solamente parece haber 
facilitado el fomento de la cohesión social entre ella, sino también, como se ha mencionado 
anteriormente, que turistas y habitantes de otros sectores de Medellín fueran a conocerla: 
 
‘‘(…) el Parque de la Vida, es un proyectazo (…) genera algo que a nosotros nos gusta muchísimo, que se 
llama comunidad. Volvieron las personas de diferentes barrios a estar en un mismo espacio, los niños a 
jugar en el parque, las mamas a hacer sándwiches (…) volvió el joven a hacer deporte en el parque, pero 
también está el man que fuma. Todos en un mismo espacio, compartiendo, aceptando la diferencia del 
otro (…) porque hay convivencia, porque hay aceptación.’’ (K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016). 
Afirmación 3: El Metrocable ha ayudado a que los vecinos de su comunidad se sientan más integrados en la 
ciudad. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
35% 50% 0% 10% 5% Línea K 
45% 55% 0% 0% 0% Línea J 
40% 52,5% 0% 5% 2,5% Total 
Afirmación 1: Los proyectos de urbanismo social que la Alcaldía realizó en su comuna a partir del 2004 
(incluyendo el Metrocable) lograron satisfacer las necesidades que hasta entonces había en su comuna. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
50% 35% 0% 10% 5% Línea K 
35% 55% 0% 10% 0% Línea J 
42,5% 45% 0% 10% 2,5% Total 
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Sin embargo, en lo que concierne al tema de la seguridad pública en específico, cabe destacar que se 
ha criticado el hecho de que el gobierno local de Medellín ha presentado el urbanismo social como la 
política pública clave que ha provocado la disminución radical de los problemas de violencia y de 
crimen en las comunas tradicionalmente deprimidas de la ciudad (usando cifras como las que se 
presentan en la figura 3). Por ejemplo, un comunicador social de la Secretaría de Comunicaciones de 
la Alcaldía de Medellín expresó que: 
 
‘‘Por ejemplo, el primer Metrocable, que es el de Santo Domingo (…) si miras las estadísticas (…) te das 
cuenta que, en esa comuna, en 2003, había 188 muertos [homicidios] por cada 100.000 habitantes. En el 
2008 (…) esa estadística bajó a 30 por cada 100.000 habitantes. Y lo único que hubo diferente en esos 
cuatro años fue el cable (…). Entonces, ese urbanismo social que llamamos, da realmente resultados.’’ 
(M. Jaramillo García, entrevista con el autor, 12/10/2016). 
 
En varios estudios se pone esta práctica en tela de juicio, planteando que hubo otras dinámicas en el 
trasfondo que necesitan tomarse en cuenta cuando se analiza el impacto de la política (Gutiérrez Sanín 
et al., 2012; Velásquez, 2011), ya que en sí simplemente no puede haber provocado una transformación 
social tan profunda (Sotomayor, 2017), algo que también parece deberse a su carácter altamente 
focalizado. De hecho, en línea con lo que se ha explicado en el presente documento sobre la 
persistencia de fronteras invisibles en Medellín, en múltiples estudios se ha indicado que la violencia y 
el crimen (organizado) (incluyendo a combos66 y sus ‘economías de protección’) todavía constituyen 
una importante problemática en las áreas focales del urbanismo social (Brand, 2010, citado por Brand, 
2013; Keeling, 2011; Martin y Martin, 2016; McLaren y Agyeman, 2015; Tubb, 2013).  
 
En consecuencia, aunque parece importante reconocer el papel del impacto simbólico del urbanismo 
social, también debería destacarse que ‘‘eso solo no hace milagros’’ (Brand y Dávila, 2012: 45), una 
constatación que se hace especialmente relevante cuando se consideran las opiniones que cuestionan 
la sostenibilidad del modelo de intervención urbana, parcialmente debido a que su valor simbólico (en 
términos políticos) tampoco ha pasado desapercibido por los gobernantes de turno de Medellín, lo 
que a su vez parece haber contribuido a su relativa inefectividad:   
 
‘‘Otra de las consecuencias negativas que creo que trajo esto, es que, un proyecto de esta magnitud 
necesita renovación, necesita mantenimiento. Hay unos [sectores] que ya están ocupados nuevamente. 
Hay unos sectores ya muy degradados, el espacio público está deteriorado, la administración no ha 
reinvertido presupuesto allí, pensando que ya con esta grande intervención, entonces ya me puedo lavar 
las manos y me voy. (…) hay muchas cosas que todavía, pues, quedaron en el aire.’’ (J.P. Ospina Zapata, 
entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
‘‘‘‘Hay muchos proyectos, pero algunos no alcanzan a suplir lo que realmente se necesita. (…) Hay más 
proyectos que no pasan de ser una estructura y ya. Por decir: vea, yo, mi campaña, yo hice esto (…) pero 
realmente, no genera lo que tiene que generar.’’ (K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016). 
 
‘‘En el caso de los PUI (…) preocupa la relativa facilidad con la cual se está transformando, en algunos 
casos, un modelo tan integral en una simple construcción de infraestructura, donde la planificación y la 
secuencia de las intervenciones pasan en segundo nivel’’ (Echeverri y Orsini, 2010: 150).  
 																																																								
66 Pandillas delictivas. 
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3.2.2 Efectos del uso del urbanismo social como una herramienta de city branding 
 
Durante el trabajo de campo en Medellín para este estudio se hizo evidente que, según el discurso 
general de los habitantes de la ciudad, el uso del urbanismo social como una herramienta de city 
branding también ha tenido un significado simbólico importante, específicamente para los residentes 
de las zonas de influencia directas de la política. Después de décadas de marginalización, ellos suelen 
transmitir un sentimiento de orgullo porque sus comunas de nuevo se han vuelto visibles e incluso 
han llegado a figurar como atractivos turísticos claves en los materiales promocionales oficiales para 
la ciudad (véase los anexos 1 (mapa 5) y 2). Es más, puede argumentarse que, desde fines del siglo XX 
–cuando en el contexto de la crisis urbana empezó a estimularse un proceso de internacionalización 
neoliberal en Medellín– gradualmente han llegado a representar el núcleo de la narrativa de marketing 
mediante cuya difusión global el gobierno local e identidades vinculadas como la ACI, el Bureau y 
ProColombia han buscado reemplazar la imagen negativa de la ciudad por una basada en su 
llamativa transformación facilitada por el urbanismo social. Como indicó Mauricio Jaramillo García, 
comunicador social de la Alcaldía de Medellín: 
 
‘‘[El período de los años 1980 y 1990] de alguna manera imposibilitó que la ciudad fuera visto como una 
posibilidad de negocio para el extranjero, o de turismo, o de cooperación, porque estaba el estigma de la 
ciudad peligrosa. Medellín se ha preocupado desde el gobierno pero también recogiendo todas las 
fuerzas públicas y privadas de la ciudad en esa idea de cambiar la imagen de la ciudad, de mostrar la 
cara positiva (…) y a partir de ahí jalonar el desarrollo en distintas facetas (…). Cuando la ciudad 
descubrió que lo que se estaba viviendo era una transformación no solamente física, sino también 
cultural y económica, era el terreno abonado para que el mundo conociera esas posibilidades (…) para 
hacerse partícipe de lo que pasa en el resto del mundo.’’ (entrevista con el autor, 12/10/2016). 
 
Además de su valor símbólico, este fenómeno parece haber tenido un importante efecto paralelo en la 
economía local. En primer lugar, en el período entre 2002 y 2009, las inversiones extranjeras directas 
en ella se decuplicaron (Moncada, 2016), una tendencia que ha continuado a un ritmo más moderado 
en años recientes (Alcaldía de Medellín, 2015a). En segundo lugar, como ya se ha indicado en la 
sección 3.1.2 supra, ha contribuido a incrementar significativamente el número de turistas que 
Medellín recibe anualmente, lo cual a su vez supuestamente ha tenido varios efectos positivos en la 
economía local, como se desprende de una opinión, ya citada67:  
 
‘‘Al traer más viajeros, esos viajeros gastan más en el destino y al gastar más se genera más empleo, más 
movilidad, más consumo de servicios, más hotelería, más restaurantes.’’ (N.E. Ángel Henríquez, 
entrevista con el autor, 06/10/2016).  
 
Efectivamente, tan sólo en los primeros años del período en el que esta dinámica de turismo realmente 
empezó a ganar tracción –entre 2012 y 2015– se registró la creación de 1.056 nuevas compañías en el 
sector turístico (Medellín Cómo Vamos, 2016), cifra que no incluye iniciativas informales.  
 
A pesar de su aparente contribución positiva a la economía local, se ha criticado su negativo impacto 
social. Aunque el gobierno local de Medellín ha podido perfilarse como un actor reconocido por su 
código de buen gobierno mediante el uso del urbanismo social como táctica publicitaria internacional 																																																								
67 Véase la sección 3.1.2 supra. 
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(como se ha explicado en el capítulo 2, ha recibido varios premios internacionales prestigiosos en años 
recientes, concedidos por actores internacionales que activamente promueven el neoliberalismo), 
Franz (2016) ha indicado que esta práctica también ha servido para reestablecer la confianza 
empresarial en la ciudad, un proceso que ha conllevado la introducción de políticas neoliberales de 
estilo laissez-faire como la flexibilización de las condiciones de trabajo en las industrias locales de baja 
productividad (donde trabaja gran parte del público objetivo del urbanismo social, como se ha 
explicado anteriormente) y la especialización consciente en tales actividades económicas, situando a 
Medellín en las categorías más bajas del mercado laboral internacional –el fenómeno de la race to the 
bottom; políticas cuyos beneficios se han concentrado en las manos de los dueños de los medios de 
producción en la ciudad (Jaramillo Ochoa, 2013).  
 
En este contexto, se ha destacado el problema de que, paradójicamente, las políticas neoliberales a 
través de las cuales se ha buscado aumentar la competitividad global de Medellín y cuya introducción 
fue facilitada mediante el uso del urbanismo social como medio de marketing urbano sólo han 
agravado los problemas (socioespaciales) que se han buscado aliviar mediante la política urbana en 
primer lugar (Brand, 2013), y en consecuencia, como indicaron Brand y Dávila (2011), cabe 
preguntarse si el urbanismo social ha representado una política sinceramente destinada a reducir las 
desigualdades sociales en Medellín, o más bien un instrumento para la transformación de su imagen 
internacional. En efecto, cuando se analizan las cifras oficiales sobre la evolución de la inversión 
pública localizada por comuna en Medellín68 (véase las figuras 7 y 8 infra69), el instrumento principal 
por medio del cual se ha realizado la agenda del urbanismo social, se confirma la importancia de 
hacer esta pregunta. Aunque entre 2004 y 2016 se ha incrementado significativamente el valor de las 
inversiones públicas localizadas en las zonas tradicionalmente marginadas de la ciudad, si se compara 
el incremento de la inversión pública localizada total en la ciudad con el del presupuesto general total 
del Municipio de Medellín70 durante el período entre 2007 y 201671 (véase la figura 9 infra), se hace 
evidente que el aumento del valor de la primera ha sido menos drástico de lo que parece.  
 
Mientras que el presupuesto general del Municipio de Medellín aumentó un 226% en el período 
indicado, en el mismo plazo la inversión pública total localizada sólo se incrementó un 168,3%. Es 
más, cuando se comparan las figuras 7, 8 y 9, se nota que, mientras que el presupuesto general ha ido 
subiendo consistentemente72, en general, la inversión pública localizada ha disminuido en años 
recientes, también en las comunas tradicionalmente marginadas de Medellín. En cambio, en el mismo 
período, la inversión de ciudad73 se incrementó un 231,8% (véase la figura 10 inra), siguiendo 
claramente la tendencia de crecimiento del presupuesto general total, lo cual sugiere que en la 
asignación de recursos públicos ha ido priorizando cada vez más la realización de proyectos de 
ciudad más amplios sobre la realización de proyectos enfocados en mejorar las condiciones de vida en 
las comunas tradicionalmente marginadas de Medellín, lo cual también se ha reflejado concretamente 
en el llamativo cambio del carácter de las propuestas que se han presentado para la realización de 																																																								
68 Inversión localizada = las inversiones públicas en intervenciones que tienen una ubicación específica en una sola comuna 
(incluye el llamado presupuesto participativo). 
69 Las líneas discontinuas representan las comunas 1, 2, 7 y 13, donde se llevó cabo la mayor parte del trabajo de campo.  
70 El Municipio de Medellín está integrado por la ciudad de Medellín y los corregimientos Palmitas, San Cristóbal, Altavista, San 
Antonio de Prado y Santa Elena.  
71 No hay cifras accesibles del presupuesto general del Municipio de Medellín correspondientes al período anterior a 2007.   
72 Ignorando el año 2014, en el que el presupuesto general aumentó radicalmente debido a una fusión entre dos empresas de 
telecomunicaciones (la empresa estatal UNE del EPM y Millicom).  
73 Inversión de ciudad = las inversiones públicas en proyectos de ciudad que no tienen ubicación específica en una comuna. 
	 61 
nuevos proyectos de tipo urbanismo social en los últimos años, los cuales han pasado de representar 
iniciativas de estilo PUI a representar planes mucho más amplios, enfocados sobre todo en facilitar la 
transformación de la cara (internacional) de la ciudad en su totalidad –estos proyectos incluyen 
algunos a los que se ha referido anteriormente, como el Cinturón Verde, el Parque Vial del Río y el 
plan para la regeneración del centro de Medellín– un proceso que se ha criticado fuertemente por su 
efecto negativo en cuanto a la realización de los objetivos originales del urbanismo social:  
 
‘‘Medellín con su estrategia de Urbanismo Social se está insertando de lleno en las lógicas del 
neoliberalismo que llevan a condicionar el modelo de ciudad a las necesidades internacionales, 
reorientando las formas de intervención en materia de Mib74 hacia la construcción de grandes obras 
urbanísticas (…) sin colocar a las comunidades en el centro de las acciones.’’ [sic] (Velásquez, 2011: 77-78)  
 
Figuras 7 y 8 
Inversión pública localizada por comuna de Medellín (2004-2016)75,76 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: elaboración propia, en base a cifras de la Alcaldía de Medellín  
(2007; 2008b; 2009b; 2010a; 2011b; 2012b; 2013a; 2014b; 2015b; 2016d) 
 
																																																								
74 Mib = mejoramiento integral de barrios. 
75 En ambas figuras, las cifras correspondientes a 2007 representan una estimación de los valores invertidos en aquel año.  
76 Actualmente, COL$1 billón equivale a unos €313.000.  
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Figura 9 
Prespuesto general Municipio de Medellín (2005-2017)77 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: elaboración propia, en base a cifras de la Alcaldía de Medellín  
(2006; 2008c; 2009c; 2010b; 2011c; 2012c; 2013b; 2014c; 2015c; 2016e) 
 
Figura 10 
Inversión de ciudad Municipio de Medellín (2004-2016)78 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: elaboración propia, en base a cifras de la Alcaldía de Medellín  
(2007; 2008b; 2009b; 2010a; 2011b; 2012b; 2013a; 2014b; 2015b; 2016d) 
 
De hecho, cuando se toma en consideración el hecho de que Medellín todavía representa una ciudad 
donde existen profundas desigualdades sociales entre los diferentes sectores que componen la 
sociedad local, puede plantearse que la aplicación de la estrategia de internacionalización que ha 
incluido el uso del urbanismo social como una herramienta de city branding ha frenado la realización 
del objetivo original principal de la política urbana (el fomento de la justicia espacial) y el deseo del 
gobierno local de promover el desarrollo sostenible de la ciudad (sobre todo en términos 
socioeconómicos). Incluso desde el Metro de Medellín se criticó el carácter problemático de este 
proceso, el cual, como se ha explicado, ha representado uno de los actores públicos claves 
relacionados con la realización de la agenda del urbanismo social:  
 
‘‘Medellín (…) está procurando ser como Barcelona, como Inglaterra (…). No somos la ciudad más 
innovadora. Ahí nos estamos equivocando. Hay una brecha económica grandísima en esta ciudad.’’ (J.J. 
Gutiérrez Henao, entrevista con el autor, 07/12/2016). 
 																																																								
77 Las cifras correspondientes a 2007 y 2008 son iguales debido a que no hay datos accesibles sobre el año 2008.  
78  Las cifras correspondientes a 2007 representan una estimación de los valores invertidos en aquel año. Aunque, 
contrariamente a las figuras 7, 8 y 9, las cifras que se usaron en esta figura incluyen las inversiones de ciudad en los 
corregimientos que forman parte del Municipio de Medellín pero no de la ciudad de Medellín (las 16 comunas), por su bajo valor 
no distorsionan la comparación que se busca hacer entre las diferentes figuras.  
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Efectivamente, pese a que suele promoverse el urbanismo social como una política pública destinada a 
reducir las desigualdades socioespaciales existentes en la ciudad, según se observó durante el trabajo 
de campo que se realizó in situ, aparte de su impacto simbólico, para los habitantes de las comunas 
tradicionalmente marginadas, los beneficios del uso de la política como una estrategia de city branding 
parecen haber sido pocos. Allí, como ya se ha señalado en otras secciones de este estudio, el principal 
efecto del fenómeno ha sido la creación de una dinámica de turismo de tugurios que involucra la 
realización de ‘tours de transformación’ alrededor de las obras emblemáticas del urbanismo social, en 
la regla coordinados por guías locales informales, integrantes de centros culturales (p.ej. Casa 
Kolacho) u operadores turísticos formales (se destaca el papel de Palenque Tours, Real City Tours y 
Toucan Spanish School) (véase las imágenes 12, 13, 14 y 15 infra). Asimismo, la Alcaldía de Medellín y 
el Bureau han organizado recorridos de este tipo, aunque en un contexto distinto, a saber, para 
mostrar la transformación de la ciudad a periodistas, inversionistas y delegaciones políticas79:  
 
 ‘‘Todo el tiempo estamos llevando prensa internacional a esos barrios (…)’’ (N.E. Ángel Henríquez, 
entrevista con el autor, 06/10/2016). 
 
‘‘ (…) toda la gente que viene a Medellín, invitada por nuestra agencia de cooperación internacional por 
ejemplo, tiene sus recorridos obligados. (…) Hay que demostrarles cómo se transforma la ciudad. Eso ha 
sido un elemento obligado para llevar nosotros a los inversionistas y a los cooperantes internacionales.’’ 
(M. Jaramillo García, entrevista con el autor, 12/10/2016). 
 
Imágenes 12, 13, 14 y 15  
Típicos tours de transformación   
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: imágenes del autor 
 																																																								
79 Algunos de los componentes del urbanismo social se han convertido en productos de exportación. Por ejempo, en los últimos 
años se ha exportado la tecnología del Metrocable a múltiples otras ciudades latinoamericanas, incluyendo La Paz (Bolivia), 
Rio de Janeiro (Brazil) y Caracas (Venezuela). Para más información, véase Álvarez Rivadulla y Bocarejo (2014).  
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Para ilustrar el impacto localizado de esas prácticas, puede tomarse como ejemplo el caso de los 
grafitour que se han ido realizando en la comuna 13 de Medellín, un recorrido histórico, estético y 
político que se ha convertido en un tour de transformación altamente popular. Como indicó K-Bala, 
uno de los líderes de la conducción de este tour: 
 
‘‘(…) la comuna 13 se ha convertido en un gran referente del turismo para la ciudad. Hay un barrio en la 
comuna 13 que se llama el Barrio de Independencia Número 1 [donde se realizan los grafitour], que es 
quizás uno de los barrios más turísticos de Medellín, donde van por día de 100 a 200 turistas, todos los 
días.’’ (entrevista con el autor, 27/10/2016). 
 
A partir de esta información, podría decirse que la dinámica de turismo de tugurios que se ha creado 
en Medellín debería haber tenido un impacto socioeconómico interesante en las áreas donde se ha 
dado el fenómeno. Sin embargo, como se comprobó mediante las observaciones participantes de las 
prácticas de los distintos operadores turísticos formales e informales que ofrecen tours de 
transformación y sus clientes (los turistas), sólo un grupo muy limitado de personas suele beneficiarse 
de ella, el cual incluye a los operadores mismos y los propietarios de los negocios informales (tiendas) 
que participan en la experiencia (en algunos casos, el guía del tour es además el mismo propietario de 
estos negocios). Como explicó K-Bala: 
   
‘‘El grafitour beneficia directamente a cinco personas. Vamos a esos lugares a comprar algo –una cerveza 
(…) la otra vende cremas, otra vende empanadas– que están incluidos dentro el recorrido del grafitour. El 
grafitour intenta generar economía local. (…) pero hay muchos tours que no benefician a nadie, sólo 
benefician al empresario.’’ (entrevista con el autor, 27/10/2016). 
 
Además, cabe indicar que se dio a conocer que parte de los ingresos que se generan por medio de los 
pequeños negocios que participan en la dinámica se redirige hacia actores criminales locales, los 
cuales a cambio garantizan la seguridad pública en sus alrededores. Aparte del caso de los grafitour, 
en general, tanto en la comuna 13 como en otras zonas que representan importantes atractivos 
turísticos relacionados con el urbanismo social (como las comunas 1; 2 y 7) el creciente turismo parece 
haber tenido un impacto (económico) mínimo. Aunque según las observaciones que se realizaron de 
los patrones de comportamiento de los turistas que llegan a Medellín particularmente la realización de 
un recorrido con los Metrocables (las líneas J y K) representa una actividad ‘obligatoria’ para cada 
extranjero que visita la ciudad, por el estigma social relacionado con el pasado violento de las 
comunas sobre las que vuelan los cables, pocos se atreven a bajarse del sistema para mirar lo que hay 
por debajo, o cuando lo hacen, sólo lo hacen donde se ubican obras emblemáticas como los parques 
biblioteca, para comprar una gaseosa y sacar una foto panorámica de la ciudad allí, después de lo cual 
se devuelven directamente a los Metrocables (o, en el caso de que se use la línea K, se sigue el camino 
hacia el Parque Arví a través de la línea L). Este fenómeno también se referió varias veces en las 
entrevistas que se sostuvieron en el marco de este estudio, de las cuales similarmente se desprende 
que el impacto del auge del llamado turismo de transformación ha sido bastante superficial y además 
focalizado en ciertos sectores específicos (las inmediaciones directas de los lugares donde se ubican los 
principales atractivos turísticos):  
 
‘‘Qué tanto camina la gente por fuera del Metrocable, no sé. (…) Por lo menos es hacer visible el sector. 
(…) Falta apropiarse mucho más, y que no solamente vayan en Metrocable y vuelvan.’’ (N.E. Ángel 
Henríquez, entrevista con el autor, 06/10/2016). 
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‘‘Sí sé que los turistas van y compran cosas allá, consumen algo allá. ¿Cuál es mi impresión? (…) 
personas externas están más asociadas a turistas que a habitantes de otras partes de la ciudad (…) 
durante la semana. Durante los fines de semana muchas personas de la misma ciudad sí pueden pasar 
por allí, pero porque existe otro cable, para ir al Parque Arví. (…) no necesariamente se detienen en cada 
una de las estaciones y invierten algo en cada una de las estaciones, porque su objetivo es llegar arriba al 
Parque Arví o a la Biblioteca España.’’ (J.P. Ospina Zapata, entrevista con el autor, 19/10/2016). 
 
‘‘Hoy a la comuna están viniendo muchos [turistas], hoy la comuna 13 está estallada del turismo (…) 
pero no vienen a conocer la historia de la doña Consuelo que ya lleva 10 años vendiendo cremas, o la 
historia de Maria que vende empanadas. Entonces, el turismo está reducido a ciertas cosas. (…) No van a 
la cafetería a tomarse un café, no van a la tienda del barrio. (…) quienes manejan el mundo del turismo 
están centralizados en un cierto turismo y no han explotado otro turismo que además podría beneficiar a 
la comunidad.’’ (K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016).	
 
Sorprendentemente, como se puede ver en las tablas siguientes, la mayor parte de las personas que se 
encuestaron en las inmediaciones de los Metrocables J y K de todos modos respondió estar de acuerdo 
o totalmente de acuerdo con la afirmación de que el creciente turismo hacia su comuna ha tenido 
importantes beneficios económicos para ella. Asimismo, cuando se les preguntó sobre su opinión en 
cuanto al impacto económico del mismo fenómeno en sus propios barrios, su opinión era 
relativamente positiva considerando sus limitaciones descritas anteriormente. Esto puede explicarse, 
sin embargo, por el hecho de que, como ya se ha mencionado varias veces, los encuestados provenían 
sobre todo de los barrios donde el impacto del urbanismo social ha sido más directo.  
 
 
Al contrario, como ya se ha explicado brevemente en la sección 3.2.1, la mayor parte de los 
encuestados (el 85%) de todos modos señaló estar de acuerdo en mayor o menor grado con la 
afirmación de que, pese a que el urbanismo social ha facilitado el incremento del turismo hacia sus 
comunas, las diferencias entre los distintos sectores de la ciudad de Medellín se mantienen (véase la 
tabla supra), mientras que en las conversaciones informales que se realizaron con emprendedores 
locales activos en las inmediaciones directas de las estaciones de los Metrocables en las comunas 1, 2, 7 
y 13 también se argumentó que el creciente turismo hacia sus lugares de trabajo no ha implicado una 
Afirmación 9: En general, el creciente turismo hacia su comuna ha tenido importantes beneficios económicos 
para ella. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
35% 25% 20% 20% 0% Línea K 
10% 70% 15% 5% 0% Línea J 
22,5% 47,5% 17,5% 12,5% 0% Total 
Afirmación 10: El creciente turismo hacia su comuna no ha tenido importantes beneficios económicos para los 
vecinos de su barrio en específico. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
20% 5% 30% 30% 15% Línea K 
10% 30% 5% 40% 15% Línea J 
15% 17,5% 17,5% 35% 15% Total 
Afirmación 14: Aunque ahora hay Metrocable y más turismo, las diferencias entre los distintos sectores de la 
ciudad de Medellín se mantienen. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
20% 65% 10% 0% 5% Línea K 
20% 65% 5% 10% 0% Línea J 
20% 65% 7,5% 5% 2,5% Total 
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mejora notable de su situación económica, justamente porque la cantidad de turistas que desciende de 
los cables simplemente es demasiado baja para tener un efecto decisivo en sus ingresos diarios.  
 
Considerando todo lo anterior, entonces se confirma la idea general de que en muy pocos casos los 
residentes locales se benefician económicamente de fenómenos de turismo de tugurios (Frenzel et al., 
2015). No obstante, según se desprende de las entrevistas que se sostuvieron con actores vinculados 
con el Bureau, Casa Kolacho y la Alcaldía de Medellín, esto también parece deberse en parte al hecho 
de que en Medellín aún no existen estructuras adecuadas (físicas y sociales) para la realización de 
actividades turísticas en los barrios populares de la ciudad:  
 
‘‘La ciudad sí tiene que trabajar en temas de seguridad. Seguramente que habrán ocurrido algunos 
incidentes de seguridad.’’ (N.E. Ángel Henríquez, entrevista con el autor, 06/10/2016). 
 
 ‘‘Medellín (…) es una ciudad que se desaprovecha para el turismo. Porque hay mucho por mostrar, hay 
mucho por contar, pero no hay quien lo haga.’’ (K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016). 	
 ‘‘Con el turismo (…) ¿qué ha pasado? Que la gente llega allá, pero los barrios nuestros no tienen 
estructura turística. Si un turista llega a la estación [del Metrocable], la última estación por ejemplo, la de 
Santo Domingo, realmente para recorrer turísticamente tiene lo que hay ahí: el parque biblioteca, los 
negocitos, puede tomarse una foto con la ciudad de fondo, y regresar, porque es la misma ciudad con las 
mismas limitaciones, la misma pobreza, las mismas comunidades con sus dificultades.’’ (M. Jaramillo 
García, entrevista con el autor, 12/10/2016). 
 
En todo caso, desde la perspectiva de la población local, el creciente turismo hacia sus comunas al 
mismo tiempo ha tenido un importante impacto social en ellas:  
 
‘‘(…) genera obviamente el mismo tema de seguridad, los turistas pueden transitar las calles tranquilo 
sin ningún inconveniente. Pues eso ya está generando seguridad. También genera sentido de 
pertinencia, porque las personas que viven en el barrio y que ven al turista caminar quiere tener bonita 
su casa, para que le turista la vea bonita. Entonces, hay un progreso de lo social (…) muy interesante.’’ 
(K-Bala, entrevista con el autor, 27/10/2016). 
 
Esta idea también se refleja en los resultados de la encuesta que se realizó en las inmediaciones de los 
Metrocables J y K. Como se demuestra en la tabla siguiente, hubo un grupo considerable de 
encuestados que respondió no estar de acuerdo (37,5% del total) o totalmente en desacuerdo (7,5% del 
total) con la afirmación negativa de que el creciente turismo hacia sus barrios no ha ayudado a 
mejorar la seguridad allí. 
 
 
Por otro lado, puede argumentarse que el hecho de que al parecer no se ha involucrado a la población 
local en la formación de la estrategia de city branding de Medellín ha contribuido al carácter 
relativamente insignificante de su impacto allí, mientras que puede decirse que, por su vínculo directo 
con la narrativa alrededor de la nueva imagen internacional de la ciudad, justamente ella representa 
Afirmación 8: El creciente turismo hacia su comuna no ha ayudado a mejorar la seguridad en sus barrios.  
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
15% 30% 20% 25% 10% Línea K 
15% 20% 10% 50% 5% Línea J 
15% 25% 15% 37,5% 7,5% Total 
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un embajador de marca clave. Esto se confirma con lo afirmado en entrevista con el Bureau, uno de los 
actores claves involucrados en la promoción de Medellín a nivel internacional, en relación con el 
contacto con la población local para consultarles sobre la marca ciudad de Medellín: 
 
‘‘No, realmente no. Nosotros trabajamos con los operadores de turismo, que son los que montan los 
planes de turismo en la ciudad, trabajamos con la Alcaldía, digamos que pienso que esa información se 
obtiene a través de la Alcaldía. Nosotros como Bureau no entramos en contacto con ellos. Ellos son los 
que conocen cuales son las necesidades de cada sector. Nuestra función es más nacional e internacional, 
no es local.’’ (N.E. Ángel Henríquez, entrevista con el autor, 06/10/2016). 
 
Sin embargo, en la entrevista que se sostuvo con Mauricio Jaramillo García, comunicador social de la 
Alcaldía de Medellín, se hizo evidente que el gobierno local tampoco ha involucrado a la población 
local en los procesos que han llevado a la construcción de la estrategia de city branding para la ciudad. 
Como se desprende del siguiente fragmento, sus esfuerzos siempre se han enfocado principalmente 
en impulsar la promoción de las comunas tradicionalmente marginadas de la ciudad en el marco de la 
marca ya establecida por el Estado y sus aliados públicos y privados mismos:  
 
‘‘Particularmente en el tema que tiene que ver con las comunidades, nosotros apoyamos todos los 
medios que son alternativos, medios comunitarios y medios independientes. ¿En qué consiste este 
apoyo? (…) Entregamos recursos a través del presupuesto participativo. (…) Y, vamos enlazando 
diferentes proyectos de carácter también social y promocional. Por ejemplo, Medellín como Alcaldía 
tiene un programa que se llama ‘Medellín Sí Sabe’, que recoge restaurantes, no tipo gourmet, sino 
restaurantes criollos, de comida típica, que están en el centro, que están en las comunas. (…) Y esa oferta 
la promocionamos nosotros de comunicaciones, tanto para público interno como externo.’’ (entrevista 
con el autor, 12/10/2016). 
 
Esto también lo confirmó K-Bala de Casa Kolacho, aunque resulta interesante comprobar que al 
mismo tiempo dudó la capacidad de la población local para hacer un aporte positivo a la estrategia de 
city branding de la Alcaldía de Medellín:  
 
‘‘Ellos venden la ciudad sin tener en cuenta la opinión de la misma ciudad. Yo no estoy de acuerdo. 
Pienso que la comunidad debe decir qué quiere mostrar, pero también me asusta, porque algunas 
personas de la comuna quieren mostrar a Pablo Escobar. Es como una controversia, porque no sé qué tan 
beneficioso sea darle ese poder a la comunidad. Porque no nos podemos engañar, hay una parte de esta 
comunidad que es muy bruta. Podemos mostrar unas cosas que no deberían mostrarse. Podría ser 
contraproducente (…). Mucha gente quiere hablar de guerra. No podemos hablar más de guerra. Ya la 
vivimos, por qué la vamos a hablar.’’ (entrevista con el autor, 27/10/2016). 
 
Inesperadamente, como se demuestra en las siguientes tablas, mientras que según la mayoría de los 
encuestados en las inmediaciones directas de los Metrocables J y K sus comunas se han convertido en 
una especie de atracción turística en los últimos años, de todos modos hubo un grupo que indicó que 
este fenómeno ha conllevado mayores niveles de implicación de la población local en la toma de 
decisiones políticas relacionadas con la estrategia de marketing urbano de Medellín. Sin embargo, dado 
que desde el Bureau y la Alcaldía de Medellín mismos se explicó que ello realmente no ha sido el caso, 
las respuestas positivas a la encuesta parecen reflejar más bien el impacto simbólico del papel clave 
que las comunas de donde provenían los encuestados han jugado en cuanto al cambio de imagen de 
Medellín en años recientes y del simple hecho de que, después de décadas de exclusión, el gobierno  
	 68 
local finalmente ha empezado a involucrarse en su proceso de desarrollo.   
 
A modo de conclusión, si bien en el caso de Medellín no parece haberse dado la tendencia general en 
el ámbito del city branding que implica la promoción de marcas de ciudad que implican una 
representación selectiva e idealizada del lugar del que se trate que trata de ocultar temas como la 
existencia de asentamientos informales (Ooi, 2011) porque esos representan ‘‘lo opuesto a lo que 
usualmente una estrategia de marca ciudad quiere mostrar: riqueza, desarrollo y belleza’’ (Hernández 
García, 2012: 86) –todo lo contrario, el gobierno local y sus aliados han incorporado la ciudad informal 
en mapas turísticos oficiales y han usado su proceso de transformación como elemento central de su 
estrategia de city branding– en cierto sentido sí se ha seguido otra tendencia problemática relacionada 
indicada por Hernández García (ibíd.), a saber: la de que, especialmente en América Latina, se ha 
ignorado el papel de las zonas urbanas informales en cuanto a su contribución a cualquier estrategia 
de marca ciudad pese a que representan una realidad ineludible. 
 
Como se ha explicado, en los debates académicos sobre las prácticas que se realizan en el ámbito del 
city branding (y el turismo) en general, se ha criticado frecuentemente el impacto negativo de este 
fenómeno (Eshuis et al., 2014; Insch, 2011; Jenkins y Smith, 2001; Kavaratzis y Hatch, 2013; Korstanje, 
2016; Mekawy, 2015; San Eugenio Vela, 2013). Como se ha argumentado en esos debates, la 
construcción de marcas de ciudad no negociadas con la ciudadanía local influye negativamente en la 
medida en la que sus integrantes se apropian y se pueden beneficiar de ellas, una idea que también 
parece aplicarse al caso de Medellín. Sin embargo, en este caso, el alto grado de discontinuidad de su 
marca ciudad también parece haber jugado un papel importante en cuanto a la ausencia de un 
proceso más profundo de consultación entre el Estado (y sus aliados privados) y la comunidad local:  
 
‘‘Medellín ha tenido muchos conceptos de promoción. Denominado como marca de ciudad, 
propiamente, hace varios años, Medellín no tiene una marca ciudad, pero han surgido diferentes 
conceptos de promoción. Por ejemplo, el año pasado, la administración del alcalde pasado promocionó 
un concepto que se llama ‘Actitud Medellín’. (…) Este año, con el nuevo Alcalde, ese concepto de 
promoción cambia. No debería ser así, pero la ciudad ya está trabajando en que se establezca una marca 
Afirmación 11: El creciente turismo hacia su comuna ha hecho que las autoridades municipales consulten la 
opinión de los vecinos de su comunidad.  
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
20% 40% 10% 20% 10% Línea K 
0% 30% 5% 50% 15% Línea J 
10% 35% 7,5% 35% 12,5% Total 
Afirmación 12: A partir del 2004, el crecimiento del turismo ha permitido que su comunidad participe más en las 
decisiones políticas en cuanto a la promoción del turismo en la ciudad de Medellín. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
15% 25% 30% 20% 10% Línea K 
0% 20% 10% 55% 15% Línea J 
7,5% 22,5% 20% 37,5% 12,5% Total 
Afirmación 13: Usted siente que su comuna se ha convertido en una especie de atracción turística. 
Totalmente de 
acuerdo 
De acuerdo Ni de acuerdo ni en 
desacuerdo 
No de acuerdo Totalmente en 
desacuerdo Línea: 
30% 50% 10% 10% 0% Línea K 
45% 35% 5% 15% 0% Línea J 
37,5% 42,5% 7,5% 12,5% 0% Total 
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y perdure en el tiempo, que no esté cambiando.’’ (N.E. Ángel Henríquez entrevista con el autor, 
06/10/2016). 
 
Aparte de que puede criticarse el hecho de que en general los beneficios del uso del urbanismo social 
como una estrategia de city branding han sido pocos para su público objetivo original y que se ha 
ignorado su papel en cuanto a su construcción –gracias a lo cual luego se confirma la importancia de 
destacar que, como indicó Hernández García (2012), si bien puede discutirse el city branding 
positivamente como un instrumento de política pública para reducir las desigualdades sociales en una 
ciudad, puede verse de otra manera si sus beneficios son sólo para algunos– también puede 
argumentarse que hay una cuestión ética que debería tratarse a la hora de analizar sus efectos. Como 
se ha indicado sobre el fenómeno de turismo de tugurios en específico –el cual en Medellín ha sido el 
principal efecto del uso del urbanismo social como una herramienta publicitaria– aunque 
efectivamente puede contribuir a la eliminación de los estigmas sociales que caracterizan la ciudad 
informal o barrios populares en general (Burgold y Rolfes, 2013; Dürr y Jaffe, 2012; Frenzel y Koens, 
2012), también puede tener un efecto contradictorio, es decir, la reproducción de imágenes clichés 
negativas de esos lugares (Dürr y Jaffe, 2012; LeBaron, 2014). Aparte de lo anterior, no pueden 
ignorarse las preocupaciones que se han expresado sobre el hecho de que la práctica implica la 
conversión en productos turísticos de los problemas que suelen existir allí, entre los cuales se destacan 
la pobreza, la miseria y la violencia (Dürr y Jaffe, 2012; Frenzel y Koens, 2012), conviertiéndolos en 
elementos necesarios para la rentabilidad de la actividad (Korstanje, 2016); incluso se ha descrito la 
práctica como ‘‘la explotación organizada de la pobreza’’ (Rogerson y Mthombeni, 2015: 320). 
 
Si bien según la Alcaldía de Medellín no fue su intención generar tal dinámica negativa, de todos 
modos puede interpretarse su decisión de usar el urbanismo social como una estrategia de 
internacionalización como una práctica éticamente problemática: 
 
‘‘No fue intención de la Alcaldía de Medellín hacer una forma de miseria, es decir, aprovecharnos de los 
pobres para que la gente vaya allá y les tome fotos o que se vaya diciendo: ‘qué pecado, en Medellín hay 
mucha gente pobre’.’’ (M. Jaramillo García, entrevista con el autor, 12/10/2016). 
 
Aunque suele presentarse la política como una que ha facilitado la transformación social de Medellín, 
como argumentan Samper y Marko (2016), su incorporación en la campaña publicitaria internacional 
en la cual el gobierno local ha promovido a sí mismo como el salvador de los habitantes de los barrios 
populares (informales) de la ciudad al mismo tiempo ha conllevado un ejercicio de transformación 
(aunque quizá no intencionalmente) de su historia fundacional, un proceso que ha involucrado la 
eliminación del ineludible papel que los procesos de desarrollo urbano informal han jugado al 
respecto y de las luchas que sus protagonistas han realizado para poder reivindicar su propio derecho 
a la ciudad. Así, puede plantearse que, desconociendo el hecho de que, la principal forma en la que se 
construyó Medellín fue a partir de prácticas de autoconstrucción y de autogestión –justamente debido 
a la práctica ausencia del gobierno local en el proceso de desarrollo de los barrios populares de la 
ciudad– se ha promovido una imagen de la ciudad informal que, independientemente de si ello fue la 
intención o no, ha retratado a su población como un factor que prohibía que Medellín se hiciera 
partícipe de lo que pasa en el resto del mundo, es decir, como un sector de la sociedad que necesitó 
salvarse mediante su incorporación gradual en las dinámicas de la ciudad formal, adhiriendo a la idea 
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tradicional de que ese representa un área ‘‘de pobreza, exclusión, inseguridad y estancamiento’’80 
(Burgold et al., 2013: 100), o un problema que se necesita combatir, en vez de un lugar que representa 
una fuente de creatividad social o una propuesta alternativa en términos de organización espacial 
(AlSayyad, 1993; Fiori y Brandao, 2010; Hernández García, 2012; Holston, 2008; Kellett, 2002; 
Mehrotra, 2012; Perlman, 1976; Vekstein, 2012).  
 
Debido a que la estrategia de city branding del gobierno local ha requerido de la construcción de una 
narrativa basada en el fuerte contraste entre un contexto previo (la crisis urbana) y un ‘ahora’ (la 
ciudad renacida), puede argumentarse que, para poder seguir promocionando Medellín (y las 
capacidades de su gobierno local) a nivel internacional mediante esa misma narrativa, en esencia, la 
repetición continua del estigma social de la ciudad informal se ha convertido en una actividad 
indispensable para mantenerla viva. Como plantearon Leibler y Musset: 
 
‘‘Efectivamente, el discurso dominante insiste en un «antes» violento para resaltar el cambio de un 
«ahora», radicalmente opuesto gracias a la intervención milagrosa de la Alcaldía. Si bien se invirtieron 
los impuestos de todos en una obra con carácter social (…) para muchos se trata de un acto casi 
filantrópico de la ciudad hacia esos sectores sociales necesitados. Desde luego se mantiene una 
separación entre los «nosotros» benefactores y los «ellos» beneficiados.’’ (2011: 99).  
 
3.3 Eje III: interpretación del impacto en la justicia espacial de la confluencia entre 
urbanismo social y una agenda neoliberal de city branding en Medellín (2004-2016) 
 
Como se ha expuesto en las secciones 3.1 y 3.2 supra, por sus aparentes efectos contradictorios, pueden 
plantearse preguntas críticas sobre las consecuencias de la dinámica en la que a partir de 2004 el 
gobierno local de Medellín y entidades públicas y privadas vinculadas han aplicado la política urbana 
en torno al urbanismo social simultáneamente como (1) una política pública destinada a aumentar la 
justicia espacial en la ciudad (es decir, a promover un proceso de desarrollo ‘hacia adentro’) y (2) una 
estrategia neoliberal de city branding (o de marketing urbano) destinada a aumentar su competitividad 
global (un proceso de desarrollo ‘hacia afuera'). Con ello en mente, a continuación se presentará una 
interpretación del impacto que esa dinámica ha tenido en cuanto a la realización del objetivo original 
de la política (el fomento de la justicia espacial), la cual tratará: (1) sus efectos en los ámbitos del 
transporte, la movilidad y la accesibilidad, y (2) sus efectos socioeconómicos (y políticos) más amplios.  
 
3.3.1 Efectos en relación con los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad 
 
Como ha resultado del análisis de los datos recolectados durante el trabajo de campo en Medellín y 
los hallazgos que se han presentado en estudios previos del tema, puede argumentarse que, en sí, el 
urbanismo social ha tenido varios efectos que pueden considerarse como una contribución a la justicia 
espacial en los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad en la ciudad. Especialmente los 
Metrocables J y K –la principal intervención en materia de infraestructura urbana vinculada con la 
política urbana– pero también otros proyectos como las escaleras eléctricas de la comuna 13 e 
iniciativas más amplios de mejoramiento urbano realizadas en el marco de los PUI parecen haber 
aumentado tanto la movilidad de los residentes de sus zonas de influencia como la accesibilidad de la 																																																								
80 Traducción propia del original en inglés. 
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ciudad en general, lo cual en esencia ha ampliado el acceso de su público destinatario a una cantidad 
más amplia de lugares (y a todos los recursos existentes en ellos como: trabajo, educación, actividades 
culturales y recreativas, atención social, comercio y alimentación (Cabrera Arana et al., 2015; Leibler y 
Brand, 2012)), a los que anteriormente no podía accederse con facilidad por la inexistencia de 
infraestructuras adecuadamente adaptadas a la topografía particular de la ciudad informal y por 
problemas de inseguridad pública (particularmente el fenómeno de las fronteras invisibles).  
 
Sin embargo, al mismo tiempo ha resultado que, por el carácter algo contradictorio y altamente 
focalizado de los efectos del urbanismo social, no puede decirse que ha significado una verdadera 
mejora de la ‘motilidad’ de la mayor parte de su público objetivo. La medida en la que sus integrantes 
han podido apropiarse y beneficiarse de la mejora que la política ha conllevado en cuanto a la 
movilidad y la accesibilidad urbanas en sus comunas en general ha sido muy limitada; sobre todo los 
residentes de los barrios que se sitúan en las cercanías de las infraestructuras emblemáticas vinculadas 
con la política urbana y que trabajan en el sector formal se han beneficiado de ellas, y en consecuencia, 
en términos de justicia espacial, su impacto puede considerarse como generalmente positivo pero 
debatible en términos de amplitud, o en otras palabras, predominantemente simbólico.  
 
Por un lado, puede decirse que la introducción de la agenda del urbanismo social ha conllevado la 
ruptura parcial de la dinámica tradicional en la que el grado de movilidad de los habitantes de los 
diferentes sectores de Medellín se definía fuertemente por su ubicación espacial, lo cual a su vez ha 
implicado tanto el reconocimiento formal del derecho a la ciudad y a todos los recursos existentes en 
ella de los habitantes de las zonas más deprimidas de la ciudad como la subsecuente realización de un 
claro esfuerzo de garantizarles ese derecho por parte del gobierno local (o sea, el reconocimiento de la 
existencia de una dialéctica socio-espacial que implica que el aspecto espacial de la vida urbana 
impacta de manera igual en su aspecto social como al revés (Soja, 2009)). Fuera de ello, sin embargo, 
no ha atacado las causas radicales de las injusticias socioespaciales que a lo largo de los años se han 
generado en la ciudad en los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad, lo cual no 
solamente se refleja en la creciente insostenibilidad de los principales sistemas de transporte (público) 
existentes en ella, sino también en el hecho de que a través del urbanismo social mismo en esencia se 
ha reproducido la diferenciación tradicional entre los niveles de movilidad de los residentes de la 
ciudad formal e informal dentro de sus áreas focales mismos. Dicho de otro modo, si bien se ha 
buscado fomentar la justicia espacial mediante la garantía del derecho a la ciudad de los habitantes de 
las zonas tradicionalmente marginadas de Medellín en el sentido más superficial (el derecho al acceso 
a recursos urbanos claves como (servicios públicos y privados en los ámbitos de) bienestar social, 
empleo, salud, educación, vivienda, participación política y acceso a información (Mathivet, 2010; 
Soja, 2010)) –un objetivo cuyo logro pleno puede dudarse– no ha facilitado su derecho al acceso al 
poder sobre los procesos (políticos) que siguen generando la reproducción de las injusticias espaciales 
vinculadas con el tema de la movilidad urbana en primer lugar, una dinámica que según Costes (2014) 
y Soja (2010) sí es imprescindible si se desea garantizar un derecho más profundo a la ciudad.  
 
A la luz de lo anterior, cabe preguntarse si la convergencia entre el modelo del urbanismo social y la 
estrategia neoliberal de city branding del gobierno local de Medellín ha facilitado u obstaculizado el 
proceso ya bastante frágil del fomento de la justicia espacial en la ciudad en relación con los ámbitos 
del transporte, la movilidad y la accesibilidad. En cierto sentido, el fenómeno parece haber tenido un 
impacto positivo al respecto, porque puede decirse que las intervenciones en materia de 
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infraestructura realizadas bajo el urbanismo social han representado un ‘vehículo’ a través del cual el 
gobierno local ha podido convertirse en el garante de no solamente el derecho a la ciudad de los 
habitantes de las zonas de influencia de la política urbana mismos, sino también del de los de otros 
sectores de la ciudad y el de turistas, los cuales por la crisis de violencia que se desencadenó en los 
años 1980 y 1990 y por la falta de infraestructuras conectoras entre la ciudad formal e informal tenían 
dificultades para visitar la última, o para acceder a áreas recreativas en su entorno (como el Parque 
Arví y la zona donde se va a construir el Cinturón Verde). Por ejemplo, en cuanto a su componente 
principal, los Metrocables, se ha argumentado que esos han tenido un doble impacto: 
 
‘‘como obra pública cumple con dos vocaciones distintas: el turismo y la movilidad en barrios populares. 
El turismo local expresa tanto la integración de ese sector nororiental al tejido formal de la ciudad como 
el deseo de los ciudadanos de beneficiarse de un nuevo «derecho» a la ciudad: el paisaje.’’ (Leibler y 
Musset, 2011: 99; véase también Leibler y Brand (2012)).   
 
Aunque considerando los problemas de movilidad urbana más amplios existentes en Medellín puede 
preguntarse si este fenómeno ha significado una presión adicional sobre la ya limitada capacidad de 
las infraestructuras introducidas bajo la influencia del urbanismo social, cuyo objetivo original 
justamente era fomentar la justicia espacial en la ciudad mediante la mejora de la movilidad de los 
habitantes de su comunas tradicionalmente marginadas, se verificó que ello no ha sido el caso, ya que, 
cuando se analizan los patrones de comportamiento de los turistas (y los de visitantes externos en 
general), no puede decirse que esos han implicado una congestión notable del transporte (público) en 
la ciudad. Es más, ha quedado claro que el valor publicitario del urbanismo social y su uso como una 
herramienta de city branding ha creado una nueva voluntad política por parte del gobierno local para 
invertir en la movilidad y la accesibilidad urbanas.  
 
No obstante, efectivamente, la deliberada convergencia entre urbanismo social y prácticas de city 
branding iniciada por el gobierno local de Medellín (y sus aliados) de todos modos parece haber ido en 
detrimento de la priorización del fomento de la justicia espacial dentro de la ciudad misma a favor del 
avance de su proceso de internacionalización y la mejora de su posición de competitividad global. 
Principalmente, ha resultado que, aunque la creciente internacionalización de Medellín ha generado 
una nueva voluntad política para la realización de proyectos novedosos en materia de infraestructura 
urbana –los cuales en el lenguaje publicitario del gobierno local y de actores vinculados todavía se 
siguen presentando como iniciativas netamente sociales– esos se han enfocado cada vez más en 
cambiar la cara general de la ciudad y en ajustarla a los requisitos de su cáracter cada vez más 
internacional, lo cual se refleja claramente en los planes que a partir de 2004 se han presentado para la 
realización de proyectos que permiten la acumulación de capital simbólico en la arena internacional –
incluyendo las escaleras eléctricas de la comuna 13, líneas adicionales de Metrocables (las líneas H, L y 
M, entre otras), el Tranvía de Ayacucho (incluido en el plan para la regeneración del centro de 
Medellín) y el plan del Cinturón Verde.  
 
Como resultado, parece haberse generado un creciente grado de fricción entre el deseo de aumentar la 
competitividad global de Medellín por un lado y la urgente necesidad de disminuir las disparidades 
socioespaciales existentes en ella por el otro. Si bien no necesariamente tiene que interpretarse el uso 
del urbanismo social como una herramienta de city branding como un fenómeno que obstucaliza el 
fomento de la justicia espacial en los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad, ya que la 
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realización de las iniciativas propuestas bajo su influencia lógicamente también pueden contener 
elementos que benefician a su público objetivo original, sí cabe destacar que, si las intervenciones en 
materia de infraestructura urbana realizadas bajo la política original ya han tenido un efecto bastante 
limitado y debatible por su falta de ajuste a las necesidades reales de su público destinatario, resulta 
difícil argumentar que nuevos proyectos cada vez más enfocados en un proceso de desarrollo ‘hacia 
afuera’ conllevarían mayores niveles de motilidad para los sectores más deprimidos de Medellín y así 
una ruptura más profunda de la dinámica en la que los niveles de movilidad y las posibilidades de 
acceder a recursos socialmente valorados de los residentes de los diferentes sectores de la ciudad han 
dependido fuertemente de su ubicación geográfica, en la que la ciudad informal tradicionalmente ha 
representado el sector más desfavorecido.  
 
3.3.2 Efectos socioeconómicos más amplios  
 
En cuanto a los efectos en la justicia espacial relacionados con el impacto socioeconómico más amplio 
del urbanismo social en Medellín (es decir, su aplicación en función de su objetivo original), también 
pueden hacerse varias observaciones. Como se ha explicado, a nivel de las áreas focales de la política 
urbana (incluyendo las comunas 1, 2, 7 y 13), en principio se ha podido notar un impacto 
socioeconómico positivo. En primer lugar, se ha podido observar la dinamización y el fortalecimiento 
de la economía local, y en segundo lugar, puede argumentarse que la política ha tenido un impacto 
simbólico de alta importancia, ya que según la población local ha facilitado su integración en el tejido 
formal de la ciudad y ha conllevado la ruptura (parcial) de los problemas de inseguridad pública que 
anteriormente había en las comunas tradicionalmente marginadas de la ciudad y una nueva dinámica 
de convivencia entre sus habitantes.  
 
Sin embargo, al igual que en el caso de sus efectos en los ámbitos del transporte, la movilidad y la 
accesibilidad, el impacto socioeconómico más amplio de la política ha sido altamente focalizado en las 
inmediaciones directas de obras emblemáticas como los Metrocables y las escaleras eléctricas de la 
comuna 13, e incluso allí ha sido relativamente modesto, ya que en la encuesta que se realizó en las 
zonas donde el impacto socioeconómico del urbanismo social ha sido más directo de todos modos se 
indicó que las diferencias entre los diferentes sectores de la ciudad se mantienen. Por tanto, puede 
plantearse que, para gran parte de la población local, no ha tenido un efecto notable en sus 
condiciones de vida. En gran parte, esto parece deberse al hecho de que el urbanismo social no ha 
atacado las causas radicales de la profunda división socioespacial que hay entre la ciudad formal e 
informal en Medellín, incluyendo las crisis de empleo y de vivienda existentes en la última, mientras 
que también ha tenido un importante efecto contradictorio, es decir, la creación de una problemática 
social originada en el desplazamiento forzado de habitantes locales en el marco de los proyectos de 
mejoramiento urbano realizados bajo su influencia.  
 
Aunque incluso habida cuenta de lo anterior suele resaltarse que, a pesar de su impacto limitado, el 
urbanismo social sí ha tenido un efecto simbólico de alta importancia, lo cual también se ha explicado 
anteriormente (Brand y Dávila, 2012) –después de décadas de negligencia el gobierno local ha 
asumido la responsabilidad de intervenir en el proceso de fragmentación socioespacial de Medellín en 
el que los habitantes de los barrios populares se han convertido en las víctimas de la creación de una 
amplia serie de injusticias sociales– en un plano más general, al mismo tiempo puede criticarse el 
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hecho de que, justamente por su valor simbólico, parece haber llegado a caracerizarse por un creciente 
grado de discontinuidad, pasando de representar un modelo de mejoramiento urbano integral 
destinado a aumentar la justicia espacial en la ciudad mediante la eliminación (parcial) de la dinámica 
tradicional en la cual según Betancur (2007) y Zibechi (2015) los estándares de vida de sus habitantes 
se han definido fuertemente por su ubicación geográfica, a representar meros instrumentos políticos 
que sirven para legitimar a cada administración (o alcalde) de turno.  
 
En consecuencia, cabe preguntarse entonces qué efecto adicional el uso de la política como 
componente clave de la estrategia neoliberal de city branding de Medellín ha tenido en el fomento de la 
justicia espacial en la ciudad. A este respecto, al igual que en el caso de su impacto en los ámbitos del 
transporte, la movilidad y la accesibilidad, de nuevo primero pueden hacerse varias observaciones 
positivas del fenómeno. En primer lugar, ha quedado claro que, en general, el uso del urbanismo 
social como una herramienta de marketing urbano ha representado una contribución a la economía 
local de Medellín, tanto por medio del aumento radical de las inversiones extranjeras directas como 
por el crecimiento del sector turístico que ha facilitado en la ciudad, incluyendo el auge del llamado 
fenómeno del turismo de tugurios a nivel de los barrios populares de la ciudad. En segundo lugar, 
puede decirse con seguridad que la incorporación del urbanismo social en la estrategia de 
internacionalización del gobierno local ha tenido un importante significado simbólico para su público 
objetivo original, ya que sus comunas de nuevo se han vuelto visibles gracias a su papel protagónico 
en la narrativa de transformación urbana en la que se ha basado la marca ciudad de Medellín.  
 
Sin embargo, al igual que en los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad, más allá de su 
valor simbólico, los efectos del uso del urbanismo social como una herramienta de city branding han 
sido tanto contradictorios como altamente focalizados. Primero, en la sección 3.2 supra se ha explicado 
que, a pesar de que el gobierno local de Medellín y actores vinculados han usado el carácter social la 
política pública original como una táctica publicitaria para promover Medellín a nivel internacional 
como una ciudad competitiva cuyo gobierno local representa un actor político que adhiere a un 
código de buen gobierno de alta estimación, por su carácter inherentemente neoliberal, esa estrategia 
de internacionalización paradójicamente sólo ha contribuido a la profundización de las mismas 
desigualdades socioeconómicas existentes en la ciudad que se han buscado mitigar mediante la 
política en primer lugar. Aparte, ha resultado que, en línea con los sucesos que se han producido en el 
ámbito de la movilidad urbana, esta dinámica ha ido a costo de las inversiones públicas localizadas 
por medio de las cuales normalmente se realizaría la agenda original del urbanismo social, a favor de 
mayores inversiones en proyectos de ciudad más amplios, mediante los cuales se ha buscado más bien 
cambiar la cara general de Medellín en lugar de fomentar el desarrollo de sus comunas más 
deprimidas, mientras que tanto en las entrevistas realizadas en el marco de este estudio como en 
estudios previos del tema (cfr. Echeverri y Orsini, 2010) se ha resaltado que el urbanismo social 
necesita renovación y mantenimiento para tener un impacto duradero en términos de justicia espacial. 
Segundo, como se ha explicado, la manera principal en la que el uso del urbanismo social como 
herramienta de city branding ha contribuido a la mejora de la situación socioeconómica de su público 
objetivo original es a través del fenómeno del ‘turismo de transformación’ que se ha dado a nivel de la 
ciudad informal en los últimos años. No obstante, ha resultado que sólo un grupo muy limitado de 
personas ha podido beneficiarse de su contribución a las economías barriales locales, mientras que el 
impacto del creciente turismo hacia las comunas tradicionalmente marginadas de Medellín en general 
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ha sido modesto por su carácter superficial y por la falta de estructuras turísticas allí. Por ende, 
cuando se considera que ‘‘la desigualdad distributiva representa la expresión más evidente de la 
injusticia espacial’’81 (Soja, 2010: 47), resulta difícil argumentar que el uso del urbanismo social como 
una herramienta de city branding ha facilitado el aumento de la justicia espacial en Medellín. 
 
Además de lo anterior, también puede argumentarse que es problemático que el gobierno local (y 
actores públicos y privados vinculados) no hayan involucrado a los habitantes de las áreas 
tradicionalmente marginadas de Medellín en los procesos que han llevado a la construcción de la 
narrativa de city branding alrededor de su transformación facilitada por el urbanismo social a partir de 
2004, mientras que pueden expresarse preocupaciones éticas sobre el contenido de esa misma 
narrativa. Como ha resultado, ha implicado tanto la reproducción a nivel internacional de imágenes 
clichés de la ciudad informal y sus integrantes como un sector atrasado que necesitó salvarse 
mediante su incorporación gradual en la ciudad formal a través de esfuerzos estatales como la 
transformación (independientemente de si ello fue la intención o no) de la historia fundacional de 
Medellín, o sea, la eliminación del papel que los habitantes de la ciudad informal han jugado con 
respecto a su desarrollo y de las luchas que ellos han realizado para poder reivindicar su propio 
derecho a la ciudad (y a los recursos existentes en ella) mediante prácticas de autoconstrucción y de 
autogestión, ignorando el hecho de que, para poder realizar el objetivo original de la política en la que 
la marca ciudad de Medellín se ha basado –el fomento de la justicia espacial (y la garantía del derecho 
a la ciudad de todos los habitantes de la ciudad)– justamente se requiere del seguimiento de la idea de 
que los espacios urbanos representan un producto social (Soja, 2009) y de la recuperación del control 
sobre su producción social por parte de sus residentes (Lefebvre, 1968, citado por Mathivet, 2010; 
Pugalis y Giddings, 2011).  
 
A modo de conclusión, cuando se analiza el conjunto de los efectos que el urbanismo social aplicado 
en función de su objetivo original (el fomento de la justicia espacial) ha tenido, a primera vista puede 
interpretárselo como una contribución a la justicia espacial en Medellín, aunque bastante modesta, 
sobre todo simbólica y con algunos efectos contradictorios. Sin embargo, cuando también se toman en 
consideración los efectos que el uso de la misma política urbana como una herramienta de city 
branding ha tenido en la justicia espacial en la ciudad, el balance final de todas formas parece ser más 
bien neutral e incluso negativo en algunos aspectos, precisamente debido al conflicto que puede 
identificarse entre los objetivos respectivos de las dos dimensiones distintas de la política y las 
consecuencias que ello ha tenido para su continuidad y efectividad. 
 
 
 
 
																																																								
81 Traducción propia del original en inglés.  
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Conclusión 
 
Como se ha explicado, en el debate académico en torno a las tendencias que en las últimas décadas se 
han dado en el ámbito de la política urbana se ha destacado la necesidad de analizar críticamente las 
consecuencias del proceso en el que el desarrollo de las ciudades ha llegado a guiarse por modelos de 
gestión urbana fuertemente basados en una lógica neoliberal y focalizados estrictamente en la ciudad 
formal. Para facilitar esta actividad, se ha propuesto el uso de una nueva herramienta de análisis, la 
teoría de la justicia espacial, la cual gracias a la reinterpretación que ha provocado de las relaciones 
entre los aspectos social, histórico y espacial de la vida humana (Soja, 2010) posibilita un 
entendimiento más integral de cómo funcionan las sociedades urbanas actuales, atacando la 
perspectiva tradicional desde la cual solía estudiárselas pensando sólo en cómo lo social influye en lo 
espacial (o en lo geográfico) y no lo contrario (Link, 2011).  
 
En este contexto y teniendo en cuenta que el mundo se urbaniza cada vez más, se ha argumentado 
que es importante reconocer que, en general, las grandes cuestiones de justicia (social) actuales ya no 
pueden separarse de su condición urbana (Swyndegouw, 2006). Si se considera lo que se ha expuesto 
en el segundo capítulo de este estudio, puede concluirse que esta constatación es de alta relevancia 
para la región latinoamericana en particular, la cual hoy en día no solamente representa la región más 
urbanizada del mundo (ONU-Habitat, 2012), sino también una que se ha visto más afectada por 
profundas problemáticas de división socioespacial como resultado de las tendencias generales que se 
han dado en el ámbito de la política urbana regional a partir del siglo XX, incluyendo: la realización 
de procesos de urbanización acelerados y la simultánea incapacidad de los gobiernos locales de guiar 
esos procesos; la aplicación de modelos de planificación urbana selectivos, focalizados en la ciudad 
formal y en los intereses de grupos de élite; intentos de anular la ciudad informal, y más 
recientemente la introducción de modelos de desarrollo neoliberales en el marco de la creciente 
globalización mundial. 
 
Aunque el proceso de desarrollo de Medellín parece haber representado un fiel reflejo de esta típica 
dinámica de desarrollo latinoamericano, puede decirse que al mismo tiempo ha tenido un carácter 
único, fuertemente relacionado con la aparición de poderes paralelos al gobierno local en el contexto 
del conflicto armado que ha existido en Colombia desde mediados del siglo XX y la crisis violenta 
vinculada con el auge del narcotráfico que se dio en la ciudad a fines del mismo siglo, lo cual en su 
conjunto ha creado una amplia problemática de desplazamiento forzado hacia y dentro de ella. No 
obstante, quizá, el acontecimiento más sobresaliente que diferencia el caso de Medellín de otros sea el 
hecho de que, contrariamente a la tendencia latinoamericana general, a partir de 2004, su gobierno 
local ha ido cambiando drásticamente de actitud hacia la ciudad informal, por medio de la aplicación 
del urbanismo social, una política urbana destinada a pagar las profundas deudas sociales 
acumuladas en ella durante decenas de años (Echeverri y Orisini, 2010) –es decir, las deudas 
relacionadas con su ausencia tradicional en el proceso de desarrollo de ese sector.  
 
Sin embargo, pese a que suele referirse al urbanismo social como un intento loable de aliviar las 
injusticias socioespaciales que han afectado Medellín, se ha podido constatar que él ha estado 
marcado por cierto grado de ambigüedad. Si bien parece haber implicado el reconocimiento formal de 
que existe la necesidad de aumentar la justicia espacial en la ciudad y, por ende, también de la idea de 
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que su organización espacial (y política) ha influido de forma decisiva en la reproducción de las 
problemáticas sociales que han existido en ella, al mismo tiempo puede argumentarse que ha 
representado una clara respuesta a la profunda crisis de gobernabilidad que la afectaba a fines del 
siglo XX. Como se ha explicado, esa crisis provocó el cuestionamiento de la hegemonía económica y 
política de la oligarquía tradicional que hasta entonces había controlado el proceso de desarrollo de la 
ciudad (Franco Restrepo, 2006; Franz, 2016; Gutiérrez Sanín et al., 2012; Maclean, 2014), y alentó al 
gobierno local a aumentar su control sociopolítico sobre sus sectores (informales) de bajos ingresos 
(Brand, 2013), los que solían verse como prácticamente ingobernables debido al surgimiento y la 
concentración allí de las actividades de un amplio rango de actores criminales y armados. Además, ha 
resultado que este fenómeno coincidió con el auge del neoliberalismo y la iniciación simultánea de 
procesos de globalización y de liberalización económica en Colombia, que implicaban la necesidad de 
aumentar la posición de competitividad global de Medellín (Maclean, 2014).  
 
En consecuencia, se permite concluir que el urbanismo social ha sido aplicado simultáneamente como: 
(1) una política pública destinada a aumentar la justicia espacial en la ciudad, y (2) una estrategia 
neoliberal de city branding destinada a mejorar su posición de competitividad global mediante el 
reemplazo de su negativa imagen internacional vinculada con su pasado violento en una basada en su 
supuesto ‘renacimiento’ posibilitado por las intervenciones realizadas en la ciudad informal en el 
marco de la política urbana, lo cual, a su vez, ha permitido que el gobierno local se perfilara como un 
actor público legítimo que adhiere a un código de buen gobierno de alta estimación. Sin embargo, por 
sus objetivos aparentemente contradictorios (sociales versus neoliberales, y enfocados en un proceso 
de desarrollo interno por un lado, y un proceso de desarrollo más bien externo, por el otro) cabe 
preguntarse en qué medida este fenómeno de convergencia entre urbanismo social y una agenda 
neoliberal de city branding ha facilitado u obstaculizado la realización del objetivo original de la 
política urbana a partir de 2004. Con el fin de responder esta pregunta central, en este estudio se ha 
presentado un análisis de los principales efectos del fenómeno, el cual teniendo en cuenta el contenido 
de la política original se ha organizado según tres ejes, a saber: (1) sus efectos en los ámbitos del 
transporte, la movilidad y la accesibilidad, (2) sus efectos socioeconómicos localizados, y (3) la 
interpretación de su impacto general en términos de justicia espacial.  
 
En lo que concierne al impacto que el fenómeno ha tenido en los ámbitos del transporte, la movilidad 
y la accesibilidad, pueden sacarse varias conclusiones. Por un lado, puede plantearse que la 
introducción del urbanismo social en sí ha implicado tanto el reconocimiento formal del derecho a la 
ciudad de los habitantes de las zonas más deprimidas de la ciudad después de décadas de negligencia 
de esas zonas por parte del gobierno local como de la necesidad de que aquel se comprometiera a 
garantizarles ese derecho. Sin embargo, cabe indicar que parece haberse interpretado ese derecho en 
su sentido más superficial (el derecho al acceso a recursos como (servicios públicos y privados en los 
ámbitos de) bienestar social, empleo, salud, educación, vivienda, participación política y acceso a 
información (Mathivet, 2010; Soja, 2010)), un objetivo cuyo logro pleno además puede debatirse, por lo 
que entonces no puede decirse que se ha facilitado la garantía de un derecho más profundo a la 
ciudad, el cual según Costes (2014) y Soja (2010) implicaría el acceso al poder sobre los procesos que 
subyacen en la reproducción de injusticias espaciales en primer lugar –en este caso las que se han 
dado en los ámbitos del transporte, la movilidad y la accesibilidad en Medellín.   
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Si bien puede decirse que el uso del urbanismo social como una estrategia de marketing urbano ha 
tenido un efecto positivo similar, ya que mediante las intervenciones en materia de infraestructura 
realizadas bajo su influencia el gobierno local no solamente ha logrado convertirse en el garante del 
derecho a la ciudad de los habitantes de sus áreas focales originales, sino también del de visitantes 
externos, incluyendo a turistas y residentes de otros sectores de Medellín, parece que 
simultáneamente ha generado un creciente grado de fricción entre el deseo de aumentar la 
competitividad global de Medellín, por un lado, y por otro, la todavía urgente necesidad de disminuir 
las profundas disparidades socioespaciales existentes en ella mediante la ruptura de la lógica en la que 
la movilidad y las posibilidades de acceder a recursos socialmente valorados de los residentes de los 
diferentes sectores de la ciudad han dependido fuertemente de su ubicación geográfica.  
 
Si se consideran: (1) el carácter algo contradictorio y altamente focalizado de los efectos de la política 
urbana original; (2) la baja medida en la que su público objetivo original ha podido beneficiarse de la 
mejora que ha conllevado en términos de movilidad y de accesibilidad (esto es, la medida en la que se 
ha logrado convertirla en una mejora de su ‘motilidad’); (3) su creciente inefectividad general 
relacionada con la insostenibilidad de los sistemas de transporte (público) existentes en Medellín, y (4) 
el hecho de que según los datos recolectados durante el trabajo de campo en Medellín incluso ha 
reproducido la diferenciación tradicional entre los niveles de movilidad de los residentes de la ciudad 
formal e informal dentro de sus áreas focales mismas, puede concluirse que el uso del urbanismo 
social como una estrategia neoliberal de city branding efectivamente ha influido negativamente en el 
proceso del fomento de la justicia espacial en la ciudad. Como ha resultado, buscando aumentar su 
posición de competitividad global, el gobierno local ha priorizado cada vez más el avance de su 
proceso de internacionalización y el cambio de su cara general sobre la necesidad de aliviar las 
profundas problemáticas socioespaciales que todavía existen en la ciudad, siguiendo la tendencia 
general que a nivel global se ha podido apreciar en el ámbito de la política urbana en años recientes, es 
decir: la construcción de obras emblemáticas (en este caso infraestructuras presentadas como obras 
sociales) en ciudades para hacerlas más competitivas (Andersson, 2014; Eshuis et al., 2014; Kavaratzis 
y Ashworth, 2005; Plaza et al., 2015; Riza et al., 2012; Short, 2015) y para facilitar su creciente 
internacionalización (Brand y Prada, 2003) (la práctica de place making).  
 
Además, si es sabido que el objetivo central de la movilidad no reside en el movimiento que implica, 
sino en el acceso que facilita a los recursos existentes en los espacios (Mendoza-Hauchecorne, 2013), y 
que su carencia puede conllevar importantes problemas de exclusión social y de marginalización 
geográfica (Brand y Dávila, 2011; Cabrera Arana et al., 2015; Leibler y Brand, 2012), lo cual a su vez 
influye de modo directo en las perspectivas de desarrollo individual y genera desigualdades tanto 
socioeconómicas como territoriales (Leibler y Musset, 2011), puede plantearse que, en efecto, 
precisamente debido a que el urbanismo social aplicado en función de su objetivo original al parecer 
no ha logrado atacar las causas radicales de las injusticias socioespaciales vinculadas con los ámbitos 
del transporte, la movilidad y la accesibilidad que han existido en Medellín, su creciente uso como un 
instrumento de política pública destinada a realizar un proceso de desarrollo cada vez más ‘hacia 
afuera' ha obstaculizado el fomento de la justicia espacial en la ciudad.  
 
En lo que concierne a sus efectos en la justicia espacial relacionados con los cambios socioeconómicos 
más amplios que ha provocado, también puede concluirse que el fenómeno de la convergencia entre 
urbanismo social y una estrategia neoliberal de city branding en Medellín ha tenido un impacto 
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ambiguo. Por un lado, parece haber generado un impacto socioeconómico positivo en la ciudad por 
medio del fortalecimiento de la economía local y a través de la dinámica de turismo de transformación 
que ha creado a nivel de las zonas focales originales de la política urbana. Asimismo, puede 
argumentarse que ha tenido un importante efecto simbólico. En primer lugar, según la percepción de 
la población local de las comunas tradicionalmente marginadas de la ciudad ha facilitado su 
integración en el tejido formal de la ciudad y el alivio de importantes problemas de inseguridad 
pública mediante la eliminación parcial de las fronteras invisibles existentes en ellas. En segundo 
lugar, puede decirse que la incorporación del urbanismo social en la estrategia de city branding del 
gobierno local de Medellín (y actores vinculados) ha tenido un importante significado para su público 
objetivo original, gracias a que, después de décadas de estigmatización social, sus comunas de nuevo 
se han vuelto visibles mediante el papel protagónico que han llegado a desempeñar en la narrativa de 
transformación urbana en la que se ha basado esa estrategia.  
 
Pese a lo anterior, ha resultado que, al igual que en el caso de sus efectos en los ámbitos del transporte, 
la movilidad y la accesibilidad, el impacto socioeconómico más amplio de la política urbana en torno 
al urbanismo social ha sido altamente focalizado en las inmediaciones directas de sus elementos 
emblemáticos. Adicionalmente, se ha constatado que incluso allí ha sido relativamente modesto, por 
lo que para gran parte de la población local no parece haber tenido un efecto notable en sus 
condiciones de vida. Esto se refleja en los resultados de la encuesta que en el marco de este estudio se 
realizó en las inmediaciones directas de los Metrocables J y K, las que representan las zonas donde el 
impacto socioeconómico del urbanismo social justamente ha sido más directo. Como se ha explicado, 
el 85% de los encuestados señaló estar de acuerdo en mayor o menor grado con la idea de que, pese a 
los efectos positivos de la política urbana, las diferencias entre los distintos sectores de Medellín se 
mantienen. En gran parte, esto parece deberse a que no ha atacado las causas radicales de la profunda 
división socioespacial que ha existido entre la ciudad formal e informal en Medellín, las cuales 
incluyen las crisis de empleo y de vivienda existentes en la última, mientras que también ha tenido un 
importante efecto contradictorio, es decir, el desplazamiento forzado de habitantes locales debido a la 
realización de los proyectos de mejoramiento urbano realizados bajo su sello. 
 
Fuera de lo anterior, cabe mencionar que los efectos del uso del urbanismo social como una 
herramienta de city branding han sido tanto altamente focalizados como contradictorios. 
Paradójicamente, puede concluirse que, si bien el gobierno local ha seguido presentando la política 
como una que tiene objetivos netamente sociales, su creciente convergencia con la estrategia de 
marketing urbano de Medellín sólo ha contribuido a la profundización de las mismas injusticias 
socioespaciales que se han buscado mitigar mediante la política original en primer lugar. Por su uso 
como un instrumento político destinado a mejorar la posición de competitividad global de la ciudad y 
su creciente ajuste al marco económico global, ha facilitado la aplicación de un modelo de desarrollo 
económico de carácter sobre todo neoliberal que por su enfoque en convertirla en un entorno atractivo 
para turistas e inversores internacionales ha reproducido las desigualdades socioeconómicas ya 
existentes en la ciudad y generado nuevas. Al mismo tiempo, en cuanto a su principal efecto en las 
zonas tradicionalmente marginadas de Medellín –el fenómeno del turismo de transformación– se ha 
podido concluir que sólo un grupo muy limitado de personas ha podido beneficiarse de él, mientras 
que el impacto del creciente turismo hacia ellas en general ha sido modesto por su carácter superficial 
y por la falta de estructuras turísticas allí. Entonces, se confirma que, aunque suelen relacionarse 
procesos de crecimiento económico con mayores índices de desarrollo, es importante tener en cuenta 
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que los primeros pueden implicar tanto la disminución como la ampliación de problemas como la 
desigualdad social, dependiendo de quiénes saquen ventaja de sus beneficios (Franko, 2007).  
 
Basándose en los datos recolectados durante el trabajo de campo en Medellín, podría argumentarse 
que lo anterior también se ha relacionado con el hecho de que el gobierno local ha seguido la 
tendencia general que se puede observar en el ámbito del city branding, que implica el descuido de la 
importancia de la involucración en la creación y en la implementación de modelos de city branding de 
un actor en específico, es decir, la población local (Eshuis et al., 2014; Insch, 2011), pese a que se ha 
destacado que, para poder lograr un desarrollo urbano más sostenible, es necesario establecer 
acuerdos mutuamente aceptables para cada uno de los tres actores claves que interactúan en las 
ciudades, a saber: el Estado, el mercado y la sociedad misma (Jenkins y Smith, 2001). Aparte, si bien en 
el caso de Medellín no parece haberse dado otra tendencia general en el ámbito del city branding, es 
decir, la promoción de marcas de ciudad selectivas que ocultan temas como la existencia de 
asentamientos informales (Ooi, 2011), porque esos representan ‘‘lo opuesto a lo que usualmente una 
estrategia de marca ciudad quiere mostrar: riqueza, desarrollo y belleza’’ (Hernández García, 2012: 
86), su análisis sí confirma que, como indicó Hernández García (ibíd.), si bien puede discutirse el city 
branding positivamente como un instrumento de política pública para reducir las desigualdades 
sociales en entornos urbanos, puede verse de otra manera si sus beneficios son sólo para algunos.  
 
En un plano más general, justamente por su uso como una herramienta de city branding, la política 
urbana en torno al urbanismo social también parece haber llegado a caracterizarse por un creciente 
grado de discontinuidad, pasando de representar un modelo de mejoramiento urbano integral 
destinado a aumentar la justicia espacial en Medellín a representar instrumentos políticos que han 
servido para legitimar a cada gobierno de turno y para aumentar la posición de competitividad global 
de la ciudad. Así, ha resultado que, en línea con los sucesos que se han dado en los ámbitos del 
transporte, la movilidad y la accesibilidad, esta dinámica ha ido a costo de las inversiones públicas 
localizadas por medio de las cuales normalmente se realizaría la agenda original del urbanismo social, 
a favor de mayores inversiones en proyectos de ciudad más amplios mediante los cuales se ha 
buscado cambiar más bien la cara general de Medellín. Cuando se considera que la desigualdad 
distributiva en esencia representa la expresión más obvia de la injusticia espacial (Soja, 2010), puede 
argumentarse entonces que el uso del urbanismo social como una herramienta de marketing urbano 
entonces no ha contribuido a la justicia espacial en Medellín, sino que, al contrario, incluso podría 
argumentarse que ha obstaculizado su fomento.  
 
En resumen, puede plantearse que, por un lado, el urbanismo social ha implicado el reconocimiento 
por parte del gobierno local de la idea de que los espacios urbanos representan mucho más que un 
mero fondo físico, fijo y vacío sobre el cual se efectúan los fenómenos sociales (Philippopoulos-
Mihalopoulos, 2015; Soja, 2010), y por tanto también de la idea de que existe una dialéctica socio-
espacial que implica que el aspecto espacial de la vida urbana impacta de manera igual en su aspecto 
social como al revés (Soja, 2009). Sin embargo, por otro lado, debido a su creciente uso como una 
herramienta de marketing urbano, al final parece haberse dado más bien la tendencia que se ha podido 
observar en la mayoría de las ciudades a nivel global, es decir: que han pasado de representar sitios de 
‘participación’ a ser sitios de ‘expropiación’, lo cual ha implicado que la producción de los espacios 
que las conforman se ha realizado más bien ‘para’ en lugar de ‘por’ sus habitantes (Mitchell, 2003), 
mientras que, como se ha explicado, para poder fomentar la justicia espacial, justamente se requiere de 
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la recuperación del control sobre su producción social por parte de sus residentes (Lefebvre, 1968, 
citado por Mathivet, 2010; Pugalis y Giddings, 2011).  
 
Aparte, aunque en su discurso político el gobierno local de Medellín ha referido explícitamente a la 
necesidad de garantizar el derecho a la ciudad de todos sus habitantes e implícitamente a la necesidad 
de fomentar la justicia espacial en la ciudad (p.ej. en documentos oficiales claves como los planes de 
desarrollo y los planes de ordenamiento territorial para la ciudad), puede concluirse que de todos 
modos ha seguido la inclinación por parte de desarrolladores urbanos, gobiernos y arquitectos a 
abordar la planificación urbana partiendo de una lógica administrativa, siempre en función de lo 
mismo, es decir, la acumulación de capital (Lefebvre, 1996[1968]), por lo cual sus continuas referencias 
a tales conceptos parecen representar más bien el fenómeno de su cooptación por la doxa neoliberal 
que facilita que se continúe con el statu quo, aunque difundiendo un discurso más correcto (Musset, 
2015; Samara et al., 2013; Soja, 2010) –o sea, un instrumento político para facilitar la gestión urbana 
(véase Costes, 2014; Leibler y Musset, 2011)– que un verdadero intento de realizar sus objetivos.  
 
A la luz de lo anterior, también se confirma lo que planteó Velásquez Muñoz (2012) sobre la política 
en Colombia en general, es decir, que existen dos países al mismo tiempo: un país ‘teórico’ y otro en la 
realidad, de los cuales el primero lleva la ventaja. Como ya se había constatado anteriormente, puede 
argumentarse que el gobierno local de Medellín manifiesta una forma de pensar muy à la mode	 en 
años recientes, que se basa en la idea de que la acción estatal equitativa facilitaría la realización de un 
proceso de desarrollo urbano más sostenible o integral (tanto socioeconómico como espacial y 
ecológico), lo cual sin embargo no necesariamente parece haber representado un ideal, sino más bien 
un instrumento para lograr simultáneamente sus objetivos de desarrollo como su deseo de fomentar la 
justicia social (Leibler y Musset, 2011). Esto también se hace evidente cuando se considera que, como 
se ha indicado, el urbanismo social ha facilitado no solamente la mejora de la posición competitiva de 
Medellín, sino también la relegitimación del gobierno local y la recuperación de su control 
sociopolítico sobre la ciudad informal después de la crisis urbana que se dio en la urbe a fines del siglo 
XX, ya no por medio de intentos políticamente inviables de anularla, sino más bien por medio de su 
incorporación gradual en la ciudad formal y en la lógica neoliberal que guía su proceso de desarrollo. 
Asimismo, ello se refleja claramente en el hecho de que, como ha resultado, ha implicado tanto la 
reproducción a nivel internacional de imágenes clichés de la ciudad informal y sus integrantes como 
un sector atrasado que necesitó salvarse mediante su incorporación gradual en la ciudad formal a 
través de esfuerzos estatales como la transformación de la historia fundacional de Medellín, o sea, la 
eliminación del papel que los habitantes de la ciudad informal han jugado con respecto a su desarrollo 
y de las luchas que ellos han realizado para poder reivindicar su propio derecho a la ciudad mediante 
prácticas de autoconstrucción y de autogestión.  
 
Similarmente, se permite constatar que la política urbana en torno al urbanismo social que se ha 
aplicado en Medellín representa un fiel reflejo de la idea de que, si bien la adquisición de nuevas 
capacidades de gestión urbana por parte de los gobiernos latinoamericanos debería haber facilitado 
una nueva transición urbana hacia la mejora significativa de la calidad de vida de los habitantes de las 
ciudades que gobiernan (ONU-Habitat, 2012), hasta el presente, la respuesta estatal común a la 
realidad descrita ha sido más bien la aplicación de políticas neoliberales (y tecnocráticas) de ‘buen 
gobierno’ (Franz, 2016; Khan, 2008), que a pesar del noble discurso que las rodea no han atacado las 
raíces de las grandes problemáticas urbanas contemporáneas. Esto se confirma claramente en el 
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carácter altamente focalizado y top-down de la política urbana, lo cual representa un típico 
característico de modelos de desarrollo urbano neoliberales y tecnocráticos.  
 
Simultáneamente, el urbanismo social luego sí parece confirmar la vigencia de la idea de que, aunque 
suele interpretarse la justicia espacial como una meta que se alcanza sobre todo por medio de 
iniciativas de ‘abajo hacia arriba’, también puede fomentarse por medio de esfuerzos estatales (Albet, 
2011; Álvarez Rojas, 2013; Needham, 2014; Reynaud, 1981), ya que el Estado puede hacer actos de 
justicia espacial mediante su intervención en la manera en la que se distribuyen recursos sobre los 
espacios que él gobierna (Leibler y Brand, 2012). Sin embargo, en el caso del urbanismo social también 
se ha hecho evidente que, cuando se pretende fomentar la justicia espacial principalmente mediante 
esfuerzos estatales de estilo top-down, se corre el riesgo de transformar zonas urbanas ‘para’ en vez de 
‘por’ sus habitantes, mientras que, debido a que el gobierno local de Medellín ha adherido a una 
ideología de desarrollo claramente neoliberal, se ha impedido que se aliviaran significativamente las 
injusticias socioespaciales existentes en la ciudad, por lo cual puede cuestionarse la capacidad que los 
gobiernos que adhieren a tal ideología tienen de aumentar la justicia espacial en general.  
 
No obstante, como se ha explicado en el primer capítulo del presente estudio: es importante tener en 
cuenta que el pensar en términos de justicia espacial conlleva el riesgo de promover ideas utópicas 
(Bret, Didier y Dufaux, 2012; Philippopoulos-Mihalopoulos, 2015), mientras que el desarrollo de las 
ciudades siempre es desigual en términos geográficos, por el simple hecho de que los procesos 
sociales nunca se llevan a cabo de forma uniforme sobre los espacios (Soja, 2010), lo cual luego limita 
la influencia que los gobiernos pueden ejercer sobre ellos. En este contexto, también puede 
argumentarse que, cuando se consideran el período de tiempo relativamente corto en el cual se ha 
aplicado el urbanismo social, simplemente no hubiera podido provocar un cambio tan radical de las 
condiciones de vida de los habitantes de la ciudad informal, por lo que de todos modos puede 
interpretárselo como un paso importante hacia el aumento de la justicia espacial en la ciudad.  
 
Pese a lo anterior, esto no cambia el hecho de que, cuando se analiza críticamente el conjunto de los 
efectos que el urbanismo social aplicado en sus dos dimensiones ha tenido en la justicia espacial en 
Medellín –o el impacto que la convergencia entre la política urbana original y la estrategia neoliberal 
de city branding que se ha ido desarrollando para la ciudad ha tenido al respecto– el balance final de 
todas formas parece ser más bien negativo, precisamente debido al claro conflicto que puede 
identificarse entre los objetivos respectivos de sus dos aspectos distintos, el que ha hecho que la 
política no atacara las causas radicales de la profunda división socioespacial que ha existido entre la 
ciudad formal e informal en Medellín, sino más bien que se reprodujera esa división. Aunque el 
urbanismo social fue presentado como un profundo intento de fomentar la justicia espacial en la urbe 
después de décadas de negligencia de las problemáticas socioespaciales existentes en ella, puede 
decirse que sus objetivos originales han sido ensombrecidos por su creciente ajuste a la ideología 
neoliberal que ha dominado la arena política y económica global, lo cual confirma que, aunque la 
justicia espacial representa un concepto útil para guiar los procesos de desarrollo urbano, lo que 
debería priorizarse en primer lugar es abordar las causas estructurales que (re)producen injusticias 
socioespaciales, las cuales suelen ser de todos modos históricas, políticas, económicas y sociales 
(Dikeç, 2009; Marcuse, 2009), y en este caso fuertemente relacionadas con las tensiones que 
tradicionalmente han existido entre los poderes e intereses de los habitantes de la ciudad informal, por 
un lado, y los de actores políticos y económicos formales (incluyendo el gobierno local), por otro lado.  
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Anexo 1: mapas 
 
Mapa 1 
La clasificación territorial de Medellín82 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Calvin (2014: 23), las aclaraciones en español añadidas al mapa son de elaboración propia 
 
 																																																								
82 En Colombia, los barrios se clasifican según 6 estratos socioeconómicos distintos. En este sistema, el estrato 1 corresponde 
al estrato más bajo y el estrato 6 al estrato más alto, como se puede ver en la imagen de arriba. 	
Estratos 
socioeconómicos 
Comunas 
 
1 = Popular  
2 = Santa Cruz 
3 = Manrique 
4 = Aranjuez 
5 = Castilla 
6 = Doce de Octubre 
7 = Robledo 
8 = Villa Hermosa 
 
9 = Buenos Aires 
10 = Candelaria 
11 = Laureles-Estadio 
12 = La América 
13 = San Javier 
14 = Poblado 
15 = Guayabal 
16 = Belén 
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Mapa 2 
La expansión de Medellín a partir del siglo XX 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Alcaldía de Medellín (2011a: 62-63) 
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Mapa 3 
Los diferentes PUI que se han realizado bajo el urbanismo social 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Alcaldía de Medellín (s.f.: 50) 
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Mapa 4 
El sistema integrado de transporte público de Medellín 
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Fuente: Metro de Medellín (2017a) 
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Mapa 5 
El Cinturón Verde Metropolitano 
 
 
 
Fuente: Alcaldía de Medellín (2015a: 235) 
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Mapa 6 
Mapa turístico Medellín 2016 	
	 89 Fuente: Alcaldía de Medellín (2016b) 	
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Anexo 2: documentos 
 
Documento 1 
Folleto promocional ‘Actitud Medellín’ 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Alcaldía de Medellín (2016c) 
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Anexo 3: tablas 
 
Tabla 1 
 
 Tabla 2 
 
Tabla 3 
 
Lista de entrevistas realizadas 
Entrevistado Afiliación o rol Lugar y fecha Duración 
1 Natalia 
Eugenia 
Ángel 
Henríquez 
Perfil: 
Jefa de Prensa y Relaciones Públicas 
Medellín 
Convention & 
Visitors Bureau 
06-10-2016 
30 min 
Institución u 
organización: 
Medellín Convention & Visitors Bureau 
2 Mauricio 
Jaramillo 
García 
Perfil: 
 
 
Comunicador social, especialista en periodismo urbano 
(testigo de primer nivel de lo que ha significado la 
transformación social de Medellín durante los últimos cinco 
gobiernos) 
Alcaldía de 
Medellín 
12-10-2016 
40 min 
Institución u 
organización: 
Secretaría de Comunicaciones, Alcaldía de Medellín 
3 Juan Pablo 
Ospina 
Zapata 
Perfil: 
 
 
Ingeniero civil, experto y consultor en movilidad urbana y 
estudiante de doctorado en Ingeniería Universidad 
EAFIT 
19-10-2016 
52 min 
Institución u 
organización: 
 
Universidad Nacional de Colombia (antes: Urbam, 
Universidad EAFIT) 
4 K-Bala 
(Dayro) 
Perfil: 
 
Líder de la conducción de grafitours en la comuna 13 de 
Medellín y profesor de hip hop y trabajador social 
Casa Kolacho 
27-10-2016 
30 min 
Institución u 
organización: 
Casa Kolacho (centro cultural que promueve el hip hop como 
herramienta de transformación social) 
5 Jairo de 
Jesús 
Gutiérrez 
Henao 
Perfil: Profesional de gestión social Metro de 
Medellín 
07-12-2016 
36 min 
Institución u 
organización: Metro de Medellín 
Resumen de las observaciones participantes realizadas 
1 La observación diaria de las lógicas de desplazamiento relacionadas con el transporte (público) en Medellín por parte de sus 
usuarios (incluyendo a residentes locales y turistas) durante el período entre el 24 de septiembre y el 27 de diciembre de 2016.  
2 La participación en la creación del documental Paz entre grafitis sobre la transformación social de la comuna 13 (San Javier) de 
Medellín a partir del siglo XXI, guiado por estudiantes del Politécnico Colombiano Jaime Isaza Cadavid. 
3 La observación y realización de conversaciones informales con emprendedores (in)formales activos en las inmediaciones de las 
las líneas J y K del Metrocable en las comunas 1, 2, 7 y 13 de Medellín. 
4 La observación y realización de conversaciones informales con vendedores ambulantes provenientes de las comunas 
tradicionalmente marginadas de Medellín activos en otras zonas de la ciudad. 
5 La observación participante de las dinámicas de turismo en Medellín, incluyendo las prácticas de diferentes agentes turísticos 
como la escuela Toucan Spanish, Palenque Tours, el centro cultural Casa Kolacho y Real City Tours Medellín, y de los turistas que 
ellos guían por las distintas partes de Medellín. 
6 La participación en discusiones informales sobre los efectos de la transformación social de Medellín con habitantes locales en 
contextos cotidianos (incluyendo tanto a residentes de los barrios informales de estrato bajo como a residentes de los barrios 
formales de clase media y de clase alta, es decir, habitantes de las comunas 1, 2, 3, 7, 9, 10, 11, 13, 14 y 16 de la ciudad). Esta 
actividad fue facilitada por el acceso a las redes de contactos de la familia local con la que el autor se quedó durante la realización 
del trabajo de campo y las de los estudiantes, turistas, entrevistados y agentes turísticos con los cuales se entró en contacto. 
 
Ficha técnica de la encuesta aplicada 
Universo Los habitantes de las comunas 1 
(Popular), 2 (Santa Cruz), 7 (Robledo) y 13 
(San Javier) de Medellín 
Número de 
encuestas 
40 
Tamaño 40 personas Lugar Medellín, en las inmediaciones de cada una de las 
estaciones de las líneas J (Juan XXIII, Vallejuelos y La 
Aurora) y K (Andalucía, Popular y Santo Domingo Savio) 
del Metrocable 
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Tabla 4 
Perfil Personas residentes en las comunas 1, 2, 
7 y 13 de Medellín, hombres y mujeres, 
mayores de 18 años de edad 
Período 22-11-2016/20-12-2016 
Encuesta aplicada 
Por favor, indique en qué medida está de acuerdo con las siguientes afirmaciones: 
1. Los proyectos que la Alcaldía realizó en su comuna a partir del 2004 lograron satisfacer las necesidades que hasta 
entonces había en su comuna.  
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
  
2. El urbanismo social ha mejorado la situación económica de su comuna dentro de la ciudad.  
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
  
3. El Metrocable ha ayudado a que los vecinos de su comunidad se sientan más integrados en la ciudad.  
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
  
4. El Metrocable ha resuelto los problemas de acceso que antes afectaban a su comuna. 
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
 
5. El Metrocable ha disminuido los tiempos de viaje, lo que a usted le permite estar más tiempo con su familia. 
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
 
6. El Metrocable ha disminuido los costos de sus viajes diarios, lo que a usted le permite gastar más en otras necesidades 
básicas (personales o de su familia).     
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
 
7. A partir del 2004, las instalaciones del Metrocable han permitido que el público se sienta más seguro cuando viaja. 
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
  
8. El creciente turismo hacia su comuna no ha ayudado a mejorar la seguridad en sus barrios. 
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
  
9. En general, el creciente turismo hacia su comuna ha tenido importantes beneficios económicos para ella.  
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
 
10. El creciente turismo hacia su comuna no ha tenido importantes beneficios económicos para los vecinos de su barrio en 
específico.  
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo 
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
  
11. El creciente turismo hacia su comuna ha hecho que las autoridades municipales consulten la opinión de los vecinos de 
su comunidad. 
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo  
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
 
12. A partir del 2004, el crecimiento del turismo ha permitido que su comunidad participe más en las decisiones políticas en 
cuanto a la promoción del turismo en la ciudad de Medellín.  
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo  
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
  
13. Usted siente que su comuna se ha convertido en una especie de atracción turística. 
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo  
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo 
 
14. Aunque ahora hay Metrocable y más turismo, las diferencias entre los distintos sectores de la ciudad de Medellín se 
mantienen. 
  Estoy totalmente de acuerdo 
  Estoy de acuerdo  
  No estoy de acuerdo ni en desacuerdo 
  No estoy de acuerdo 
  Estoy totalmente en desacuerdo  
 
¿Cuál es el tipo de transporte que usted más usa para ir a trabajar (más de una opción es posible) 
  Caminata 
  Bicicleta  
  Moto  
  Carro (auto) 
  Bus (colectivo) 
  Metro 
  Metrocable 
  Tranvía 
  Metroplús 
  Otro: ………………………………………………………… 
¿Cuál es el tipo de transporte que usted más usa en su tiempo libre? (más de una opción es posible) 
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 Tabla 5 
 
Tabla 6 
  Caminata 
  Bicicleta  
  Moto  
  Carro (auto) 
  Bus (colectivo) 
  Metro 
  Metrocable 
  Tranvía 
  Metroplús 
  Otro: ………………………………………………………… 
Datos personales 
Edad 
 
 Sexo    Femenino  
  Masculino 
Comuna   Barrio   
 
Especificación del perfil de los encuestados 
 
Encuestado Comuna Barrio Masculino/femenino Edad 
1 1 Granizal M 25 
2 1 Santo Domingo Savio 1 M 19 
3 1 Santo Domingo Savio 1 M 40 
4 1 Santo Domingo Savio 1 M 47 
5 1 Santo Domingo Savio 1 F 24 
6 1 Santo Domingo Savio 1 F 34 
7 1 La Avanzada M 18 
8 1 La Avanzada F 34 
9 1 Popular 1 M 19 
10 1 Popular 1 M 45 
11 1 Popular 1 M 48 
12 1 Popular 1 F 21 
13 1 Popular 2 M 22 
14 1 Popular 1 F 49 
15 2 Andalucía F 40 
16 2 Andalucía M 38 
17 2 La Francia F 20 
18 2 Santa Cruz M 18 
19 2 Santa Cruz M 51 
20 2 Santa Cruz F 22 
21 7 La Aurora M 48 
22 7 Las Margaritas M 44 
23 7 Las Margaritas F 48 
24 7 Santa Margarita M 18 
25 7 Santa Margarita M 60 
26 7 Santa Margarita M 61 
27 7 Santa Margarita F 20 
28 7 Santa Margarita F 58 
29 7 Santa Margarita F 65 
30 7 Vallejuelos M 24 
31 7 Vallejuelos F 18 
32 7 Vallejuelos F 64 
33 13 20 de Julio M 25 
34 13 20 de Julio M 26 
35 13 20 de Julio F 24 
36 13 20 de Julio F 25 
37 13 20 de Julio F 29 
38 13 San Javier M 29 
39 13 San Javier F 19 
40 13 San Javier F 24 
 
Modos de transporte preferidos por los encuestados 
 
Encuestado Para ir a trabajar En su tiempo libre 
1 Carro-Bus-Metro-Metrocable Carro-Caminata-Metro 
2 Metro-Metrocable Metro-Metrocable 
3 Carro-Metrocable Bus 
4 Caminata-Bici-Carro-Bus-Metro-Metrocable Bici-Bus-Metro-Metrocable 
5 Caminata-Bus-Metro-Metrocable Bus 
6 Caminata-Bus-Metro-Metrocable Caminata 
7 Bus-Metro Metro 
8 Caminata-Bici-Bus-Metro-Metrocable Caminata-Bici 
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9 Metro Caminata 
10 Moto Bus 
11 Metro-Metrocable-Metroplús Bus-Metro-Metrocable 
12 Metro-Metrocable Metro-Metrocable 
13 Metro Moto 
14 Metro-Metrocable Metro-Metrocable 
15 Metrocable Metrocable 
16 Metrocable Metrocable 
17 Metro Bus 
18 Metro-Metrocable Metro 
19 Caminata-Metro-Metrocable-Metroplús Metro-Metrocable-Metroplús 
20 Metro Bici 
21 Bus Carro 
22 Caminata-Bus Caminata-Bus 
23 Moto Caminata 
24 Metro Bus-Metro 
25 Moto Moto-Carro 
26 Caminata-Moto-Metro Caminata-Moto-Metro 
27 Metro Carro 
28 Metro Metro 
29 Bus-Metro-Metrocable Bus-Metro-Metrocable 
30 Bici-Bus-Metro-Metrocable Caminata-Bicicleta-Moto 
31 Caminata-Bus Caminata-Bus 
32 Metrocable Metrocable 
33 Moto Moto 
34 Caminata-Bus-Metro-Metrocable Caminata-Bus-Metro-Metrocable 
35 Bus-Metro-Metrocable Metro-Metrocable 
36 Metrocable Bus-Metrocable 
37 Metro-Metrocable Caminata-Bus-Metro-Metrocable 
38 Caminata-Metro-Metrocable-Metroplús Moto 
39 Metro-Metrocable Caminata-Bicicleta-Metro-Metrocable 
40 Metro-Metrocable Caminata 
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